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verdaderamente de las sociedades de capitat9 Sumergidas en el mercado, 
padeciendo la competencia de las empresas capitalistas, teniendo que 
adaptarse a los comportamientos utilitaristas de consumidores que buscan 
el mejor precio, denunciadas por los responsables políticos neoliberales y 
los medios patronales como «empresas subvencionadas» que falsean la 
competencia, pero también, a menudo, demasiado alejadas de las luchas 
sindicales y políticas, y encima preocupadas por su respetabilidad geren­
cial, las empresas de la economía social parecen disolverse en las aguas 
heladas de la economía de mercado. Por otra parte, el Estado y las colec­
tividades locales tienen tendencia a satelizar las asociaciones delegándoles 
misiones que de este modo son realizadas a menor costo por prestatarios 
de servicios no sometidos a las exigencias estatutarias de la función públi­
ca. Lejos de promover «otra economía», el sector asociativo tiende a 
obedecer a una lógica de subcontratación a bajo precio del Estado social, 
y los trabajadores asociativos mal protegidos y mal remunerados han au­
mentado en número en estos últimos años, cuando los funcionarios del 
Estado veían sus efectivos e;tancarse e incluso recular.10 

En la necesidad de hacer frente a la «puesta en crisis fiscal» del Estado 
social y a la competencia de los países con bajos salarios, existe un gran 
riesgo de constituir la economía social como «un gueto de trabajadores 
pobres que llevan a cabo las actividades poco cualificadas y de baja 
productividad», como destaca Bruno Trentin.11 El sentido mismo de 
la acción de las «empresas sociales», como se tiende a decir hoy en día, 
podría ser para algunos reemplazar al Estado social en crisis. Tal es en 
todo caso la idea que se hace al respecto la OCDE.12 La acción social se 
distingue a menudo mal de las prestaciones de los servicios sociales pú­
blicos, respecto a las cuales los beneficiarios no desempeñan ningún papel 
activo; muchas asociaciones que han quedado bajo_la dependencia de la 

9. J-L. Laville, Agir agauche, op. cit., págs. 48-49. 
10. lbfd., pág. 25. Véase M. Hély, «L'économie sociale et solidaire n'existe pas», 

Laviedesidees.fr, 2008, y M. Hély y M. Simonet (dir.), Le Travail associatif, Presses uni­
versitaires de París-Ouest, París, 2013. 

11. B. Trentin, La Cité du travail. Le Jordisme et la gauche, Fayard, París, 2012, pág. 
422. (Trad. cast.: La ciudad y el trabajo: izquierda y crisis del fordismo, Fundación 1 o de 
Mayo, Madrid.) 

12. Véase informe de la OCDE, «Le secteur a but non lucratif au XXI' siecle: un par­
tenaire pour l'économie et la société>>, 2003, pág. 15. Véase el comentario de Thomas 
Coutrot in La Démocratie contre le capitalisme, op. cit., págs. 102-103. 
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financiación pública han perdido toda autonomía estratégica, y sobre 
todo la «democracia» con la que se presenta su «gobemanza» tiene más 
que ver con la retórica obligada, incluso con la pura y simple mascarada, que 
con la realidad. En las asociaciones, los asalariados están a menudo ausen­
tes de las instancias de decisión, y en las mutualidades y en la banca coo­
perativa, los asociados se desinteresan masivamente de ritos electorales 
vacíos de todo contenido verdadero. El procedimiento electoral de no­
minación de los administradores, puramente formal, deja las manos libres 
a las oligarquías dirigentes para instaurar prácticas gerenciales que se ale­
jan cada vez más de las inspiraciones socializantes iniciales. La economía 
social ha sido hasta ahora incapaz de afirmarse como un polo económico 
distinto, y todavía menos constituir una base a partir de la cual se pueda 
desarrollar otro tipo de economía. 

El resultado es que ni los asalariados ni los asociados tienen la sensación 
de participar en un proyecto político de alternativa a la economía domi­
nante.13 En todos estos casos, es la dimensión política del «tercer sector» la 
que resulta dañada por prácticas gerenciales cada vez más omnipresentes. 
Esta realidad algo sombría pone de relieve un callejón sin salida estratégico, 
que por otra parte era previsible. La idea de que bastaría con deslizarse en 
los intersticios del sistema para ir abriendo brechas en él ya era considerada 
un sueño vano por los pensadores socialistas de las cooperativas. La lucha 
tenía que ser tanto sindical y política como cooperativa y mutualista. El 
socialismo llamado de los «tres pilares», el de Jaures y Mauss, se basaba en la 
idea de que la lucha por otra economía tenía que ser necesariamente total. 

Es esta consideración, ciertamente, la que debería guiar también una 
política de lo común. La reactivación política del sector de la economía 
social es un objetivo muy importante. Está en juego una herencia muy 
importante que es preciso salvar, promesas que se deben cumplir.14 Pero 
ello supone, también en este caso, hacer de este principio una línea de 
combate explícita. Esto es concebible hoy en día porque los principios 
fundamentales de la economía social y solidada, herencia de una protesta 
contra las formas capitalistas de producción, mantienen afinidades electi­
vas con el principio de lo común tal como lo hemos enunciado. Thierry 

13. Véase P. Frémeaux, La Nouvelle Alternative?, op. cit., pág. 111. 
14. Como lo destaca J-L. Laville, «la economía solidaria contemporánea, a menu­

do presentada como nueva, es en realidad una resurgencia más que una emergencia» 
(Jean-Louis Laville, Agir agauche, op. cit., pág. 23.) 
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J eantet presenta cierto número de características ideales de esta «otra eco­
nonúa», que encontramos, más o menos realizados, en la práctica: la li­
bertad de iniciativa colectiva, la democracia interna, el justo reparto de 
los excedentes, la indivisibilidad total o parcial de los fondos propios, la 
solidaridad, la promoción del individuo, la independencia respecto del 
Estado. 15 Thierry Jeantet da esta fórmula que resume su espíritu: «Un 
proyecto colectivo sostenido por la cooperación de sus actores». 16 A pro­
pósito de las asociaciones, Philippe Chanial y Jean-Louis Laville insisten 
en el vínculo entre la forma cooperativa y el contenido solidario, entre 
las prácticas asociativas concretas y el objetivo cívico: <<Lo que impulsa la 
creación asociativa en el sentimiento que se tiene de que la defensa de un 
bien común supone la acción colectiva», escriben. 17 Para decirlo más 
directamente, la coherencia ideal de esta econonúa reside en el anuda­
miento entre la institución democrática del actuar común y la produc­
ción de lo común como finalidad a la que se dirige la acción. La herencia 
sólo podrá revivir, por lo tanto, si el vínculo entre el objeto social -re­
lacionado con la producció¡ de lo común- y los principios democráti­
cos del funcionamiento de la economía social queda firmemente res­
tablecido, lo que a menudo dista de ser el caso en muchos de sus 
componentes. Es indispensable luchar contra la subordinación de los ob­
jetivos a objetivos financieros o contra prácticas muchas veces poco de­
mocráticas. Esto será decisivo en lo que se refiere a la contribución del 
sector a la lógica de lo común en su conjunto. Durante la transición, una 
mayor ayuda del Estado y de las colectividades territoriales será indispen­
sable para compensar la presión de la competencia del mercado. Una 
condición esencial es hacer de la cooperación democrática un criterio de 
la contribución de la econonúa social a la sociedad y, por lo tanto, un 
criterio también para las ayudas, exenciones fiscales o financiaciones que 
se le deberán aportar. 

La lucha a librar en el seno de la econonúa social concierne también 
a la instauración de modos democráticos de evaluación de la «utilidad 
social» del proyecto y de la actividad de la asociación, que debe ser de-

15. Véase T. Jeantet, L'Économie sociale, une alternative au capítalisme, op. cit., págs. 
31 y 33. 

16. Ibíd., pág. 55. 
17. P. Chanial y J-L. Laville, «Associationnisme>>, en A. Cattani y J-L. Laville 

(dir.), Díctionnaire de !'mitre économie, col. <<Folio>>, Gallimard, París, 2006, pág. 47. 
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terminada democráticamente implicando en ella a sus actores, asalariados 
o usuarios. La econonúa social, en ciertas condiciones, puede cuestionar 
el monopolio de la definición del interés general por parte del Estado 
y del valor por parte del mercado. Así es como la econonúa social podría 
demostrar su carácter potencialmente subversivo: ya no es posible medir 
el valor de la riqueza producida mediante el precio de las mercancías o 
como equivalente a un precio de mercado, como ocurre en la produc­
ción pública. 18 Jean Gadrey, haciendo la síntesis de diversas iniciativas 
desde finales de 1990, ha propuesto una serie de criterios que pernuten 
apreciar la contribución de las asociaciones a la sociedad. Podrían ser 
considerados de utilidad social los organismos que contribuyen <<a la re­
ducción de las desigualdades económicas y sociales, también mediante la 
afirmación de nuevos derechos, a la solidaridad (nacional, internacional 
o local) y a la sociabilidad, a la mejora de las condiciones del desarrollo 
humano duradero (en lo que se incluye la educación, la salud, la cultura, 
el medio ambiente y la democracia)». 19 En los criterios que se han adop­
tado se puede observar la importancia que adquiere la «producción del 
vínculo sociah>. Pero la utilidad social no concierne sólo al impacto de la 
acción sobre la sociedad, su evaluación debe tener en cuenta también el 
efecto directo sobre los que en ella participan. Sería paradójico juzgar esta 

18. La medición contable del crecimiento no está adaptada al aporte en «riqueza>> 
que representa la producción de las asociaciones. La riqueza es medida por lo general 
mediante stocks de bienes apropiados y por producciones de mercancías o de cuasi-mer­
cancías, es decir, bienes no mercantiles cuyo valor es estimado por sus costes de produc­
ción. Pero gran parte de las actividades sociales indispensables para la existencia escapan 
de la contabilidad. De ahí la perfecta estupidez de las evaluaciones cuantitativas en equi­
valentes del PIB de actividades domésticas, del voluntariado, de las relaciones sociales, 
etc. Por otra parte, numerosos estudios de diversos autores (Alain Caillé, Jean Gadrey, 
Dominique Méda, Patrick Viveret) han mostrado que el crecimiento del PIB no corres­
pondería ya en gran número de países a un crecimiento del bienestar. En términos 
contables, no se sabe medir la <<utilidad social» de las actividades de la economía social o 
de otras formas de actividades que participan en lo que la jerga llama la «salud ambiental 
y social>>. Es ilusorio creer que se podría llevar a cabo la objetivación de fenómenos re­
lacionales y subjetivos difíciles, incluso imposibles, de cifrar. 

19. J. Gadrey, <<L'utilité social e en question. A la recherche de_ conventions, de 
criteres de méthodes d'évaluatiom, enJ-N. Chopart, G. Neyret y D. Rault (dir.), Les 
Dynamiques de /'économie socia/e et solidaire, La Découverte, París, 2006, pág. 278. Véase 
también]. Gadrey, <<Utilité sociale», en A. D. Cattani y J-L. Laville (dir.), Dictíonnaire de 
l'autre économie, op. cit. Para una sintesis, véase D. Rodet, <<Les définitions de la notion 
d'utilité sociale>>, Économie et Solidarités, vol. 39, no 1, 2008. 
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contribución sin incluir a aquéllos, voluntarios, asalariados y beneficia­

rios, que están implicados en una coproducción que les afecta. 

¿Se puede rehacer la sociedad a partir 
de la economía social? 

Si la movilización política es necesaria para emancipar la econonúa social 

de la tutela burocrática y de la competencia de lo privado, debemos pre­
guntamos qué lugar podría ocupar este tipo de econonúa en la sociedad 
futura. Los partidarios de la econonúa social destacan a menudo los méri­
tos del «pluralismo económico». La salida del capitalismo sería entonces 

sinónimo de creación de una econonúa social que tenga en cuenta las 
aportaciones de la sociedad civil. Dar más espacio y visibilidad a estas for­
mas de econonúa sería ya a su modo de ver un paso formidable, porque 

este reconocimiento mostraría que la motivación del beneficio no es el 
único estímulo económico,,gue el hombre no es sólo calculador, maximi­

zador y egoísta, que los v{n'!Zos pueden contar más que los bienes y, quizás 
sobre todo, que la democracia y la eficacia no son incompatibles. En suma, 
este pluralismo tendría el valor de la ejemplaridad, al mostrar que la coo­
peración es mejor socialmente y también a menudo económicamente que 
la hipercompetitividad. La econonúa social tendría así múltiples ventajas y 
virtudes: sería un contrapeso al mercado y limitaría su campo, mejoraría 
cualitativamente la intervención pública mediante su capacidad de «inno­
vación social», llevaría a cabo una tarea educativa desarrollando el espíritu 

de la solidaridad y el de la responsabilidad ciudadana. 
También se le puede atribuir a la econonúa social una dimensión estra­

tégica más ambiciosa. Según Thomaf Coutrot, la econonúa social está 
llamada a desempeñar un papel principal en -¡a transición hacia la sociedad 

poscapitalista. En este escenario, la sociedad civil se movilizaría y se orga­
nizaría poco a poco bajo la forma asociativa y cooperativa a todos los ni­
veles, hasta constituir una fuerza mundial lo suficientemente fuerte como 
para contrarrestar las fuerzas del cap~talismo financiero transnacional. Esta 
era también la concepción de Andrb Gorz; quien imaginaba una multipli­
cación de iniciativas colectivas que. poco a poco constituirían un s~stema. 
La ec~nonúa social prefiguraría entonces una sociedad de activídades au­
toorganizadas que realizaría la utopía falansteriana de Fourier a comienzos 
del siglo XIX y el proyecto de «sociocracia» de Fourniere a finales de este 
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1 

1 
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mismo siglo, replicando al mismo tiempo la estrategia zapatista del rechazo 
a «tomar el poder». La creación de organismos cooperativos y de asocia­
ciones libremente elegidas, autoorganizadas y autogestionadas al margen 
del mercado lucrativo y del Estado en el dominio de la alimentación, de la 
educación, del cuidado de los niños, del hábitat o del ocio, parece en efec­
to relanzar el gran sueño de la constitución de enclaves emancipados en el 
seno de la sociedad. Evidentemente, esta estrategia depende sobre todo 
del deseo «de hacer y de vivir otra cosa» a una escala masiva. Supone con­
diciones materiales, institucionales, subjetivas, que, si bien no están todas 
reunidas en el momento actual, podrían realizarse por efecto de un entu­
siasmo colectivo por llevar a cabo esa «otra cosa» que tenga sentido, o por 
el rechazo de las formas capitalistas y mercantiles de producir e intercam­
biar, ya insostenibles ecológicamente y psicológicamente repulsivas. 

Tal era, según Gorz, el objetivo del aumento del tiempo libre y de la 
instauración de una renta universal garantizada. Según él, estas medidas 
no estaban destinadas a estimular el «derecho a la pereza», sino a crear 
las condiciones de una sociedad autoorganizada. Las colectividades loca­
les podrían dar su apoyo a este movimiento, la intervención del Estado 
social destinada a los desempleados, a los pobres, a los precarios, podría 
contribuir a una especie de empoderamiento colectivo con el fin de que 
los excluidos del sistema pudieran crear su propia actividad bajo una for­
ma asociativa y cooperativa y tuvieran igualmente la posibilidad de orga­
nizarla. Esta estrategia, tal como la preveía Gorz, se inscribe en una tra­
dición que se ha negado a ver en el socialismo una econonúa de cuartel 
sometida a un mando central. La sociedad futura también debería basarse, 
ni más ni menos que la econonúa de mercado, en un principio de liber­
tad económica. Pero en este caso, la libertad sería para todos y no sólo 
para los poseedores de capitales, porque sería de entrada colectiva. Mauss 
había recordado este principio en su crítica del bolchevismo. La apropia­
ción colectiva no significa necesariamente la apropiación por el Estado, 
explicaba: «Hay lugar para otra libertad comercial e industrial: la de las 
propias colectividades, cooperativas, grupos profesionales, etc.».20 En esto 
no hacía más que registrar lo que había sido el fruto de todos los comba­
tes del siglo XIX contra la concepción individualista de la sociedad que, 

20. M. Mauss, «Appréciation sociologique du bolchevisme», en Écríts polítíques, 
op. cit., pág. 544. 
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tras la ley Le Chapelier de 1791, prohibía de Jacto la libertad de asociarse 
para perseguir una finalidad, sin embargo, perfectamente lícita. 

Esta transición ecosocial de acuerdo con los principios de autoorgani­
zación, de cooperación y de multiactividad, tal como la pensaba Gorz, 
presenta sin embargo un peligro: el del aislamiento en experiencias ence­
rradas en su propia ejemplaridad y separadas del resto. Christian Árnsperger 
está entre quienes más se han interesado en el problema de la transición 
hacia una sociedad poscapitalista.21 La nueva democracia política, econó­
mica y social «por abajo» implica optar por una vida simple, más autóno­
ma y basada en la convivencia; que se podría traducir en la creación de 
comunidades locales más vivibles que las grandes metrópolis dominadas 
por los ritmos y las estructuras del capitalismo mundial. La convivencia­
lidad preconizada por Ivan Ilich y por André Gorz como vía de salida del 
capitalismo conduciría a una estrategia que Arnsperger llama «~!()regio­
nalismo», que articularía los anclajes locales con solidaridades nuevas a 
~ivel del pueblo, del barrio. Esto es indiscutiblemente un componente 
del necocomunalismo que ;~o debemos subestimar, pero que no será 
suficiente, desde nuestro punto de vista, para constituir una política de lo 

! común. Mediante una especie de reedición de la regla franciscana, se 
querría alcanzar la salvación con una conversión ética hacia axiomas pos­
capitalistas. Encontramos llamamientos de esta clase también en una iz-

' quierda que se considera radical y que no ve otra salida que una retirada 
general «fuera del poden, en una especie de sustracción fuera de la do­
minación. Esto es echar a perder lo que puede aportar a la lucha por lo 
común la esfera de las asociaciones y, más generalmente, el dominio de 
las formas alternativas de producción. La acumulación de las prácticas 
alternativas tiene efectos de educación y de subjetivación que pueden 
ayudar a su posible traducción política y a su generalización. Porque lo 
más interesante que tienen estas prácticas no es quizás su retirada del 
mundo, sino la fuerza de arrastre mucho más amplia que pueden tener 
sobre las subjetividades. A este respecto, convendría reflexionar sobre 
todas las formas de construcción de las políticas sociales y públicas que 
dan a las asociaciones un papel activo, permitiendo así a la población 
movilizarse y participar en las decisiones que le conciernen. 

21. Para una presentación de las «comunidades existenciales críticas», véase Ch. Ams­
perger, Éthíque de l'exístence postcapítalíste, Le Cerf, París, págs. 246-457. 

Propuesta política 6 
Lo común debe fundar 

la democracia social 

Para algunos, el objetivo de una política progresista consistiría esencial­
mente en restablecer el Estado social, minado hoy en día por las políticas 
neoliberales. A esto es a lo que se dedican algunos de los que no se resig­
nan al triunfo absoluto del capital. Desde el canto a Roosevelt hasta la 
conmemoración del programa de la resistencia antinazi, quisieran defen­
der, e incluso extender, los progresos indiscutibles que han permitido a 
las clases populares y al conjunto de la población acceder a servicios pú­
blicos y a beneficios diferidos de primer orden, como la salud, la educa­
ción, la jubilación. Pero existe el riesgo, en un contexto marcado por las 
ofensivas «sin complejos» de la derecha y las renuncias cínicas de la iz­
quierda «socialista», de que no se perciban ya los límites de este «social» 
muy particular que el Estado instauró desde finales del siglo XIX. A nues­
tro modo de ver, conviene no olvidar nunca que lo común ha sido 
históricamente pervertido por el Estado, de tal manera que toda política 
que lo reivindica debería tener como objetivo, de entrada, devolver a la 
sociedad lo que le corresponde, a saber, el control democrático de las 
instituciones de reciprocidad y de solidaridad que le han sido confiscadas 
por la alta Administración, dedicada ante todo, hoy en día, a reducir el 
espectro de intervención del Estado social y adaptarlo a las «exigencias de 
competitividad». 

Desde finales del siglo XIX, el Estado que pretende ser «social» se otor­
ga el lugar de garante del «principio de solidaridad». La concepción de la 
sociedad civil como feliz asociación de propietarios ca-contratantes, re-
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presentados por sus representantes electos sabios y esclarecidos no pudo 
sostenerse, en efecto, frente a la evidencia del pauperismo industrial y la 
emergencia del socialismo. El gobierno liberal, no sin resistencia, tuvo 
que instaurar mecanismos de redistribución y servicios públicos sin los 
cuales una gran parte de la población hubiera estado condenada a la po­
breza. Lo «social» propio de las sociedades modernas se construyó y se 
organizó como un sistema institucional, más o menos desarrollado según 
los países, que permitió integrar a la parte no propietaria de la población 
garantizándole un mínimo de seguridad -precisamente lo que se llama 
la «seguridad social»- mediante el seguro voluntario y 1 o obligatorio y 
ciertos dispositivos de redistribución mediante la fiscalidad. 

El Estado social tiene por principio conciliar el régimen de propiedad 
privada y una «solidaridad>> necesaria para contener los efectos más trági­
cos de la economía sobre los individuos más desprovistos. De tal manera 
que podemos leer de dos modos distintos el sistema de welfare: como una 
forma, muy relativa, de desproletarización de la población y de desmer­
cantilización del trabajo; 1 o ~mo una condición «social» para la perpe­
tuación de un régimen económico basado en la acumulación de las ri­
quezas privadas, incluso como una condición para extender la salarización 
a toda la sociedad. En otros términos, si bien el Estado ha atenuado los 
efectos de la propiedad de los medios de producción, asegura su protec­
ción mediante la pacificación de las relaciones sociales. 

Así, lo «social» tal como se ha establecido es producto de un conjunto 
de estrategias gubernamentales que, en respuesta a la protesta obrera, 
han puesto dique a la amenaza de revolución social y, de este modo, han 
restado a los conflictos sociales su dimensión propiamente política. Como 
lo demostró Giovanna Procacci, un «gobierno de la miseria» fue elabo­
rado, entre la Revolución francesa y 1848, en respuesta a la aparición de 
una pobreza de masas de un nuevo tipo y buscando «desactivar el poten­
cial antagonismo» que ésta suponía.2 Este «social» es, por lo tanto, el 
modo en que el Estado ha tratado de dominar, mediante nuevas prácticas 
de administración, un conjunto de problemas de higiene, de amenazas 
políticas y de ilegalidades jurídicas que están vinculados a los desórdenes 
económicos -las crisis- y a la indisciplina popular -las revueltas-. 

1. G. Esping-Andersen, Les trois mondes de l'État-providence, PUF, París, 2007. 
2. G. Procacci, Gouvemer la misere. La question socia/e en France (1789-1848), Le Seuil, 

París, 1993, pág. 24. 
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En este sentido, el Estado ha seguido formas de intervención guberna­
mental más antiguas, relativizando los grandes dogmas liberales. La eco­
nomía política, al igual que el discurso jurídico de los derechos indivi­
duales «clásicos», no era capaz de responder a la cuestión planteada por la 
«miseria moderna» tan bien analizada por Tocqueville en su Memoria sobre 
el pauperismo en 1835. Por su parte, el socialismo aportaba una respuesta 
muy amenazadora para la clase dominante, al hacer énfasis en el derecho 
al trabajo y, sobre todo, en el poder del trabajo a través de la cooperación 
y la asociación. 1848 es el momento en que la burguesía republicana se 
ve obligada a inventar una nueva respuesta que concilie el mercado y la 
ciudadanía, la propiedad y la fraternidad. Esta respuesta, al mismo tiempo 
sociológica, moral y política, fue la solidaridad. 

Léon Duguit resume perfectamente la nueva presentación de lo social 
que tomó forma lentamente en el siglo XIX: 

La sociedad es una gran cooperativa donde cada uno saca partido de ciertas 

ventajas que aporta la división del trabajo. Pero, a cambio, si algunos sufren 

un peljuicio particular, si la cooperativa ha funcionado mal o las circunstan­

cias son tales que las pérdidas afectan más a unos que a otros, entonces la 

colectividad entera debe intervenir para reparar el perjuicio que ha sufrido. 

La caja del Estado es de algún modo una caja de seguridad mutua en pro­

vecho de los miembros de la sociedad. 3 

Esta concepción de la sociedad como «cooperativa» y del Estado como 
«caja de seguridad» topó, no obstante, con una resistencia encarnizada de 
los economistas liberales y los juristas conservadores. Lo que ponía en 
cuestión -Duguit era muy consciente de ello- es tanto el exclusivismo 
propietario como la definición del papel del Estado limitado al manteni­
miento del orden público y a la integridad del territorio. Se trata de dos 
absolutismos complementarios que se ven erosionados por el lugar que 
viene a ocupar lo social. Tal es el efecto a largo plazo de una contradicción 
que estalló en 1848 con el sufragio universal, que supuestamente debía 
garantizar al mismo tiempo la soberanía de todos y el derecho exclusivo de 
la propiedad burguesa. 4 De ahí la interpretación «estratégica>> de la solida-

3. L. Duguit, Souveraíneté et libe11é, op. cit., págs. 167-168. (Trad. cast.: Soberan{a y 
libertad, Comares, Granada, 2013.) 

4. J. Donzelot, L' Invention du social. Essai sur le dédin des passions politiques, Fayard, 
París, 1984. 
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ridad por parte de republicanos avanzados, que hacen de ella el principio 
de una república progresista, retomando por otra parte las notables antici­
paciones de Condorcet sobre la escuela o los seguros sociales universales. 

La soberanía política no podrá sostenerse sin la solidaridad social entre 
las clases: con el solidarismo de Léon Bourgeois, la solidaridad se con­
vierte en la gran filosofía de la III República y encontrará en las técnicas 
de aseguramiento su modus operandí.5 Ante la amenaza de los partageux y 
de los communeux,6 la fracción avanzada de la burguesía responde con 
la «socialización del riesgo» y la «igualdad de oportunidades». Justifica la 
propiedad abriéndola a todos mediante la escuela y el trabajo, protegien­
do a los menesterosos mediante la «sociedad del aseguramiento».7 El se­
guro redime al propietario, al mismo tiempo que parece responsabilizar­
lo financieramente. Éste es, en todo caso, el precio que tiene que pagar 
para conservar sus bienes y gozar de ellos tranquilamente. 

Mientras que en un principio la solidaridad fue una exigencia socia­
lista y una práctica proletaria que cuestionaba la propiedad, luego se con­
vertirá en un asunto de Estajo que permitía estabilizar la situación. Has­
ta la Iglesia de León XIII admitió su utilidad, ratificando de paso la 
expresión «Estado-providencia>>: «Que el Estado se haga pues, de un 
modo muy particular, la providencia de los trabajadores, que pertenecen 
a la clase pobre en general», se puede leer en Rerum novarum, del 15 de 
mayo de 1891. El Estado se convierte así en pastoral: «Debe, pues, rodear 
de cuidados y de una solicitud muy particular a los trabajadores». Cosa 
curiosa es que los republicanos franceses, que combatían a brazo partido 
la injerencia vaticana en los asuntos públicos, no llevaban a cabo una 
política muy distinta, aunque por supuesto partiendo de otras considera­
ciones filosóficas. 8 Lo que pennite una aproximación entre ambas con-

5. Ibíd., pág; 75. Véase también F. Ewald, L'État providence, Grasset, París, 1986. 
6. Nota del T.: Los partageux fueron, durante la Revolución francesa, un movimien­

to que exigía el reparto de las propiedades y la constitución de comunidades de bienes. 
Ante la fuerza que llegó a adoptar, la ley del19 de junio de 1793 votada por la Conven­
ción autorizó el reparto de bienes comunales siguiendo el principio igualitario por 
persona y no por familia (véase A. Soboul, «Les paysans "partageux" et la Révolution 
fran<;:aise>>, L'Histoire, no 26, 1980). La expresión communeux se refiere a los partidarios de 
la Comuna de París de 1871. 

7. La expresión es de Fran<;:ois Ewald. 
8. Véase A. Supiot, <<A propos d'un centenaire. La dimensionjuridique de la doctri­

ne sociale de l'Église», Droit Social, no 12, diciembre de 1991, págs. 916-925. 
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cepciones es la idea de que la solidaridad organizada por el Estado no le 
debe nada a una práctica instituyente popular; por el contrario, es dispen­
sada por una providencia administrativa armoniosamente adaptada a la 
naturaleza de lo social o moralmente dictada por un derecho natural de 
origen divino. En el fondo de lo social estatal, lo que hay es una negación 
de lo común como actividad de los miembros de la sociedad. Es el Esta­
do benevolente y bienhechor el que fija las reglas de reciprocidad, de 
ayuda mutua y de reparto de la producción. No son los miembros de una 
sociedad los que se han dado a sí mismos instituciones que regulan sus 
relaciones. La solidaridad entre asalariados y entre ciudadanos se convier­
te así en una deuda contraída con el Estado bienhechor. 

Lo que nosotros llamamos «Estado social» es también, por supuesto, 
una realidad jurídica que ha transformado la condición del trabajo y del 
trabajador. Esta armadura legal hace del trabajo algo distinto que una 
simple mercancía negociada en el mercado laboral. Actúa mediante la 
ley, los acuerdos colectivos y las técnicas de seguros que acompañan al 
desarrollo del «derecho social», un reencastramiento del trabajo en la 
sociedad -por emplear un término de Polanyi-. ¿Pero no ha permiti­
do acaso el Estado social consolidar la relación de dominación y explota­
ción? ¿Qué balance debemos extraer en lo que se refiere a la promesa de 
la emancipación socialista? 

La consecuencia sociológica de conjunto, según Robert Castel, es el 
advenimiento de la «sociedad salarial» después de 1945, que extiende la 
protección social a la mayoría de la población. Esta nueva forma de 
sociedad habría conseguido «superar la división propietarios/no pro­
pietarios», construir una continuidad de condiciones sociales compara­
bles aunque diferenciadas, sustituir la lucha de clases por la lucha por 
lugares en un mercado laboral asalariado generalizado y cuya imagen ha 
sido revalorizada. 9 Democracia y seguridad social, sin embargo, son 
términos que ya no van juntos el uno con el otro; el deseo colectivo de 
autoorganización de la solidaridad social, que marcó el nacimiento del 
socialismo, ha desaparecido de la conciencia popular; la idea de que el de­
recho social es fruto de relaciones de fuerzas siempre reversibles se ha 
borrado con el declive del movimiento obrero tradicio~al. El papel de 

9. R. Castel y C. Haroche, 'Propriété privée, propriété socia/e, propriété de soi. Entretiens 
sur la construction de l'individu modeme, Fayard, París, págs. 83 y 96; y R. Castel, Les Mé­
tamorphoses de la question socia/e, op. cit., pág. 363. 
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los sindicatos de asalariados en la gestión de las cajas, ya fuertemente 
amputado por el «paritarismo» que se instauró, por ejemplo en Francia, 
tras la Liberación, perdió su sustancia con el peso creciente de la tutela 
estatal. El Estado social se convierte cada vez más en ese Estado provi­
dencial que distribuye sus favores en función de la situación económi­
ca, antepuesta a los derechos de los ciudadanos. Esto es similar a lo que 
anticipaba Tocqueville cuando temía una gran máquina burocrática 
anónima que funcionaría de acuerdo con reglas universales, sin posibi­
lidad de intervención de los ciudadanos sobre aquello que afecta a su 
vida. La solidaridad planteada por los socialistas que se oponían a la pro­
piedad a comienzos del siglo xrx se ha convertido en una forma estatal 
que, aunque protege a los asalariados de los «riesgos inherentes a la ló­
gica de mercado, los excluye de la decisión y la deliberación política 
debido a la administración estrictamente burocrática de los servicios 
públicos y de la protección social. En pocas palabras: la solidaridad de­
mocráticamente organizada tal como la imaginaron los socialistas sólo 
se ha llevado a cabo en for~ de una protección social organizada es­
tatalmente, al modo de una propiedad del Estado a merced de los cam­
bios políticos. 

El Estado social se ve hoy en día atacado por las fuerzas conjugadas de 
la derecha y de la izquierda llamada «socialista>>, que han hecho suyo el 
principio de la «competitividad>>. La lucha contra estas fuerzas ofrece la 
oportunidad de replantear b;uo una forma nueva la exigencia de lo co­
mún en el campo social. El principio de lo común no conduce tan sólo 
a una defensa de las conquistas del Estado social, porque implica otro 
sentido de lo social distinto del solidarismo estatal. ¿Se trataría tan sólo de 
consolidar un conjunto de dispositivos de seguridad, de asistencia, inclu­
so de beneficencia, gestionados por técnicos estatales que distribuyen 
bienes individualizados? ¿O bien se trataría de comprender la «democra­
cia social>> de forma políticamente más fundamental e históricamente más 
original, como un conjunto de instituciones que se dan a sí mismos los 
miembros de una sociedad para repartirse una parte de su producción en 
función de las necesidades que consideran más importantes? Esto supone 
que ellos mismos gobiernen el proceso y que tengan en cuenta tanto 
grandes orientaciones estratégicas como, a un nivel más limitado y local, 
cuestiones relativas a la gestión cotidiana de los servicios. Sin duda, la 
dimensión burocrática de la gestión de lo social es, en parte, inevitable. 
Cada grupo de asalariados no puede inventar y gobernar su «común so-
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cial», para empezar porque las técnicas de aseguramiento suponen escalas 
mucho mayores. Pero las instituciones sociales no son necesariamente 
propiedades del Estado gestionadas por oligarquías dominantes subordi­
nadas a los imperativos de «competitividad» o a las prácticas europeas del 
dumping social. 10 

Así, la lógica de lo común que debe prevalecer en el campo social es 
Ja de la participación política directa en la decisión y en la gestión de lo 
que es «puesto en comúm. Los flujos financieros que circulan entre los 
contribuyentes y los beneficiarios no son «de nadie» en particular, del 
mismo modo que no están «a cargo>> del empleador: en realidad, son usos 
de la producción decididos colectivamente y atribuidos individualmente. 
Se trata, por lo tanto, de revisar por completo la organización y la signi­
ficación de la solidaridad en función del eje de lo común. Permitiendo la 
introducción de relaciones democráticas en el gobierno de los organis­
mos sociales, se trata de transfonnar las Administraciones del Estado so­
cial en instituciones de lo común. 

Ciudadanía social y económica 

La gran cuestión práctica es la de la ciudadanía en la sociedad y en la 
economía. El término «ciudadanía» resulta ciertamente problemático 
porque puede designar a aquel que pertenece a una comunidad polí­
tica sin hacer nada más que gozar pasivamente de derechos que, por 
otra parte, ni siquiera trata de defender. Como se sabe, éste es, desde 
Tocqueville, un diagnóstico bastante corriente de la condición del ciu­
dadano moderno, quien no sería más que un «idiota» sumergido en un 
consumo insaciable de bienes individuales y en el goce pasivo de sus 
derechos subjetivos. Sea o no justa esta descripción, se trata de una vi­
sión negativa que ignora toda una parte de lo que podemos entender 
por ciudadanía». 

Según el sociólogo británico Thomas Humphrey Marshall, la «ciuda­
danía social» constituyó la gran invención del siglo xx_ll Define «ciuda-

1 O. Las reformas sobre las jubilaciones ofrecen un ejemplo casi caricaturesco de las 
medidas impuestas a los asalariados sin un verdadero debate. 

11. Véase T. H. Marshall, «Citizenship and Social Class» (1949), en Class, Citizenship 

and Social Development, AnchorBooks/Doubleday, Garden City (N. Y.), 1965. 
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danía social» como el conjunto de los derechos sociaks relacionados con 
la protección social, la educación, la salud y el trabajo, derechos garanti­
zados por el Estado que se añaden a las dos primeras capas sedimentarias 
de derechos: los derechos de la libertad civil adquiridos lentamente en los 
países europeos a partir del siglo xvm (libertades de la persona, de pensa­
miento y de expresión, derecho de propiedad, derecho de contratar y de 
recunir ante los tribunales) y los derechos políticos de organización y de 
sufragio en el siglo xrx, que se generalizan y se consolidan en el siglo XX. 

No cabía la menor duda en 1949, momento en que él hacía este análisis 
de que la dinámica igualitaria que había pelTllitido la ampliación y la 
profundización de la ciudadanía en Inglaterra y en los otros países más 
avanzados conduciría a una «guena» entre la dinámica de la ciudadanía y 
el capitalismo. Esto constituía una especie de evidencia histórica que se 
desprendía del hecho de que la historia de los últimos siglos había estado 
marcada por luchas que revelaban un uso activo de los derechos previa­
mente adquiridos. Para él, la ciudadanía era inseparable del ejercicio ma­
sivo y prolongado de las lib~ades en materia de acción colectiva y, en 
particular, sindical; era inconcebible sin la acción política de los asalaria­
dos. De un modo general, según Marshall, las distintas formas de ciuda­
danía remitían todas ellas a formas de actividad, a derechos y a posibilida­
des de acción, lo cual por otra parte explicaba, en su opinión, la dinámica 
de extensión de los derechos. La ciudadanía social se acompañaba por 
fuerza de la institucionalización de las formas colectivas de acción en el· 
dominio del trabajo. Pero Marshall preveía límites a este movimiento. Si 
bien la acción colectiva podría conducir a una modificación muy sensible 
de la estructura de las desigualdades, nada aseguraba su compatibilidad, 
en última instancia, con el capitalismo. De este modo, planteaba muy 
tempranamente los límites del compromiso posible entre el Estado social 
y el sistema económico dominante, por definición no igualitario. Lo que 
Marshall no veía tan claramente es que, dentro del compromiso que ya 
entonces se instauraba, el reconocimiento de los derechos a la protec­
ción social y las políticas de redistribución tendrían como contrapartida 

_ la renuncia a toda verdadera ciudadanía económica en la empresa, la 
sumisión a las normas más despiadadas de la nueva organización del 
trabajo y, finalmente, la debilidad de la acción colectiva autónoma de 
los asalariados. 
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Como señala Bruno Trentin, 12 la izquierda oficial europea, e incluso 
mundial, tanto sindical como política, ha acabado hundiéndose ella sola 
a falta de haber podido prolongar y relanzar las protestas obreras contra el 
taylorismo y el fordismo de los años 1960 y 1970, como las luchas de los 
consejos italianos, las movilizaciones de los os franceses y la resistencia de 
los shop stewards ingleses. Esta izquierda hizo suyo el doble ideal del scíen­
tific management y del welfare. El compromiso llamado <<fordista», en el que 
la izquierda desempeñó el papel principal, promovió el maridaje del pro­
greso de la racionalidad técnica con una dosis de solidaridad redistributi­
va. El gran deal consistió en intercambiar la productividad alienante por 
el Estado social asegurador, la opresión en el trabajo por la protección 
burocratizada de la existencia. Una política de lo común debe conducir 
a reintroducir la dimensión del actuar común en el dominio del trabajo. 

12. B. Trentin, La Cité du travail, op. cit. (Trad. cast.: La ciudad y el trabajo: izquierda 

y crisis delfordismo, Fundación 1° de Mayo, Madrid.) 
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Los servicios pú.blicos deben 

convertirse en instituciones de lo común 

Plantear lo común como principio político no significa que haya que 
esperar del Estado que proteja y extienda lo común ampliando indefini­
damente la propiedad pública, que desarrolle un poco más el dominio de 
la administración burocrática sobre la sociedad y la economía. El socialis­
mo de la asociación en el siglo XIX y el comunismo de los consejos en el 
siglo xx buscaron precisamente separar, oponiéndolas, la forma institu­
cional que debía adquirir el socialismo y la gestión burocrática de la 
economía por el Estado.1 Pero estos movimientos, salvo raras excepcio­
nes, no previeron el desarrollo de lo que se llama en Francia los «servicios 
públicos». Dicho desarrollo ejerció un efecto en el sentido opuesto sobre 
el socialismo, acentuando en el período de entreguerras su tendencia al 
estatalismo y al centralismo.2 

¿Los servicios públicos son instituciones de la sociedad o instrumentos 
del poder público? Al igual que la protección social, que hemos analizado 
más arriba, la forma estatal no agota la significación histórica de los servi­
cios públicos, de modo que hay que considerarlos no únicamente como 

1. Véase, por ejemplo, A. Pannekoek, «La propriété publique et la propriété com­
mune>>, publicado inicialmente en la revista Western Socialist, noviembre-de 1947. Con­
sultable on-líne en http:/ /bataillesocialiste.wordpress.com 

2. No fue así al principio porque los principales partidarios de los servicios públicos 
en los años 1880 fueron los <<posibilistas», de acuerdo con la palabra despreciativa de Jules 
Guesde. Estos militantes del socialismo comunal, heredero del proudhonismo, tenían 
como estrategia la extensión local de los servicios públicos (véase P. Brousse, La Proprié­
té collective et les servíces publics, Le Bord de l'Eau, Burdeos, 2011 [1910]). 
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instrumentos de dominación política, sino como servicios comunes de la 
sociedad que sólo han podido encontrar históricamente los medios para 
su crecimiento en el poder administrativo encargado del orden público y 
de la administración general de la población. De ahí la doble naturale­
za de estos servicios: al mismo tiempo instrumento del poder público e 
institución social destinada a asegurar la satisfacción de los derechos de 
uso y de las necesidades de la población. Esto es tanto como decir que 
tales servicios son lugares de tensiones y de luchas y que no pueden ser 
contemplados unilateralmente ni como «aparatos de Estado» al servicio 

de la dorninación burguesa ni como órganos ya plenamente al servicio de 
la sociedad. 

Interrogar el papel de los servicios públicos en la producción común 
no es nada evidente. Se tiene la sensación, a menudo fundada, de que no 
hay tarea más urgente que defender los servicios públicos de las políticas 
neoliberales. Lo que se llama hoy en día la «reforma del sector público» 
va en el sentido de la mutación neoliberal del Estado, con los fenómenos 
que la acompañan: precarización de los empleos públicos, refuerzo de la 
arbitrariedad jerárquica, debilitación de las capacidades de negociación 
de los funcionarios, destrucción de los últimos colectivos que resisten en 
el seno del aparato del Estado, del hospital público y de las colectividades 
locales.3 Pero oponerse a toda evolución democrática de los servicios 
públicos por un reflejo de «defensa del Estado» sería igualmente arriesga­
do. La historia fi-ancesa de los servicios públicos tiene la característica 
notable de que éstos han conservado por mucho tiempo rasgos de sobe­
ranía que establecen una distancia y una superioridad del funcionario 
sobre el usuario, confundiendo así el viejo ejercicio del «poder público» 
(potestas publíca) con el servicio aportado a la colectividad. Jaures hablaba 
con mucha razón de la arrogancia de los funcionarios franceses ante los 
ciudadanos, debido a que siempre participaban en.~u imaginario del «po­
der absoh-1t0» qúe había sido el del monarca del Antiguo Régimen. 4 La 

3. Las críticas 4Estado han sido instrumentalizadas desde hace mucho tiempo por 
los promotores de las privatizaciones. Gran parte de la derecha descentralizadora y auto­
gestionaría de los aftos 1970 se ha convertido a los nuevos ideales del management capita­
lista. Conviene serfmdente, por lo tanto, en cuanto a la evolución de los servicios pú­
blicos que se considera deseable, debido a las relaciones de fuerzas existentes. 

4. J. Jaures, «L'État socialiste et les fonctionnaires>>, La Revue Socialiste, t. 21, n° 124, 
abril de 1895, pág. 392. 
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cuestión es entonces saber cómo transformar servicios públicos para ha­
cer de ellos instituciones de lo común destinadas a los derechos de uso 
común y gobernadas democráticamente. No se trataría ya de concebir el 
Estado como una gigantesca administración centralizada, sino más bien 

como un garante último de los derechos fundamentales de los ciudada­
nos respecto a la satisfacción de las necesidades colectivamente conside­
radas esenciales, mientras que la administración de los servicios sería con­
fiada a órganos que incluyeran representantes del Estado, pero también 
de los trabajadores y de los usuarios-ciudadanos. 5 

Acerca de este punto, es conveniente recuperar la inspiración más 
profunda de Marx cuando analizaba, por ejemplo, la organización de la 
escuela como un «comÚn» avant la lettre. Como se sabe, Marx, de forma 
general, condenaba la injerencia del gobierno en los asuntos escolares, 
sinónimo para él de un adoctrinamiento ideológico particularmente ne­
fasto. Los resúmenes de las discusiones en el seno de la Internacional, 
antes de los congresos de Ginebra en 1866 y de Basilea en 1869, y más 
aún sus anotaciones al margen del programa social-demócrata de Gotha 
lo demuestran sobradamente. Marx, durante una exposición ante el 
Consejo General de la AIT en agosto de 1869, ponía como ejemplo la 
escuela norteamericana y afirmaba que da intervención del Estado no es 
absolutamente indispensable», entendiendo por ello que los municipios 
podían asegurar perfectamente lo esencial de su financiación y que su 
gestión podía ser confiada a consejos escolares locales. Pero si la educa­
ción no debía ser necesariamente organizada por el Estado, ello era bajo 
la condición expresa de enmarcar esta gestión local mediante una ley 
general, velar por su aplicación mediante cuerpos de inspección y aportar 
garantías universales en lo que se refiere a la financiación igualitaria de las 
escuelas. 6 Así se ve que, para Marx, el Estado podía perfectamente 
«desaparecer» como gran burocracia (la «boa constrictor»), pero no debía 
dejar de desempeñar un papel jurídico y simbólico como garante de la 

5. El juicio sobre el carácter <<fundamental» de los derechos y <<esencial» de las nece­
sidades está relacionado con la historia de las luchas políticas, las movilizaciones sociales 
y los valores, no con la naturaleza de los bienes en sí mismos, como pretende la teoría 
económica dominante, o con necesidades objetivas, como lo considera la sociología. 
Véase J. Fournier, L'Économie des besoins. Une nouvelle approche du service public, Odile Ja­
cob, París, 2013. 

6. Véase K. Marx y F. Engels, Critique de l'éducation et de l'enseígnement, textos reu­
nidos y traducidos por R. Dangeville, Maspero, París, 1976, págs. 228-229. 

¡ 
:. 
i' 

1 
1 

_!• 

.1 



588 
CoMúN 

aplicación de los principios generales de la ley. Aunque, evidentemente, 
este análisis de la organización educativa norteamericana se quedó en 
gran parte sin desarrollar, hay que inscribirlo en la reflexión más general 
de Marx acerca del autogobiemo (se!f-government) de la sociedad que en­
contrará más tarde, en el comentario sobre la Comuna de París, su for­
mulación más completa. En Jaud~s, se encuentran tendencias municipa­
listas semejantes y una interpretación que hace de los servicios públicos 
«servicios de ciudadanía», dependientes de opciones políticas generales y 
cogobemadas a cada nivel por actores directamente concernidos por su 
instauración. Estos autores situaron precozmente la cuestión democrática 
de los servicios públicos: para responder realmente a «necesidades colec­
tivas» conviene que éstas sean expresadas, debatidas, elaboradas por vías 
democráticas. A falta de este compromiso cívico, el usuario es, ya sea un 
súbdito, ya sea un cliente, a veces ambos a la vez. En uno y otro caso, hay 
usurpación o dilución del interés general y pérdida de la dimensión de la 
ciudadanía. 

Pero ¿con qué condició~odemos pasar del servicio público al ser­
vicio común? Esto implica una modificación considerable de la concep­
ción que nos hagamos del Estado. Aunque se pueden recordar con razón 
los orígenes lejanos de la noción de «servicio público», enraizada en las 
categorías antiguas y medievales de la <<utilidad pública» y del «interés 
general», no se puede olvidar que el Estado se construyó principalmente 
como imperíum y no como obsequiun1.7 La doctrina «sociológica» de los 
servicios públicos puede ilustramos acerca del cambio que implica el 
desarrollo de los servicios públicos en cuanto a la función, e incluso la 
naturaleza, del Estado. Según Léon Duguit, principal teórico del derecho 
público en la estela de Durkheim, un servicio público es una obligación 
positiva del Estado. Si la sociedad es considerada como lo que es, explica, 
es decir, como una gran cooperativa que coordina funciones diferencia­
das, entonces hay que concebir las actividades públicas como funciones 
necesarias para la interdependencia generalizada característica del orga­
nismo social. Los servicios públicos, que se multiplicaron, extendieron 
y diversificaron, obedecen a esta gran ley de la evolución social que es la 
diferenciación de las actividades. Esta tesis funcionalísta se opone frontal-

7. El Código de Justiniano emplea la fórmula obsequium civílium munerum para de­
signar a qué está obligado el que tiene una responsabilidad pública. 
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mente a la teoría soberanista del Estado como <<dirección soberana de la 
voluntad comúm, de acuerdo con la definición de Otto Gierke. 8 No 
hay motivo entonces para atenerse a la concepción, al mismo tiempo 
falsa-y reaccionaria, de los liberales que quieren limitar el Estado a <<fun­
ciones soberanas» (Ejército, Policía, justicia) que son, en realidad, para 
Duguit, servicios públicos. 

Pero hay muchos otros servicios públicos que aparecieron posterior­
mente y que tienen todos ellos su justificación en el funcionamiento 
social, sin que ésta le deba nada a la vieja idea de imperíum. Cuestionar su 
existencia y su extensión, como lo hacen actualmente los economistas 
ortodoxos, es no comprender nada de las condiciones de la vida social y 
económica moderna. Y a que estos órganos responden a necesidades sur­
gidas con la división del trabajo, son funciones necesarias para la vida 
colectiva. Duguit define el servicio público como <<toda actividad cuyo 
cumplimiento debe ser regulado, asegurado y controlado por los gober­
nantes, porque el cumplimiento de tal actividad es indispensable para la 
realización y el desarrollo de la interdependencia social, y es de tal natu­
raleza que sólo puede ser asegurada por completo por la intervención de 
la fuerza gobemante».9 Es, por lo tanto, una obligación de los gober­
nantes, no una manifestación de su poder soberano: <<Los gobernantes ya 
no son los órganos de una persona colectiva que da órdenes; son los ge­
rentes de asuntos de la colectividad».10 Más aún, no hay actividad de un 
gobierno que no esté sometida a esta obligación de servicio público: <<El 
servicio público es el fundamento y el límite del poder gubemamen­
tal».11 Los servicios públicos están necesariamente organizados por el 
Estado porque crean las condiciones comunes de toda actividad social, 
colectiva e individual. En pocas palabras, el servicio público no es la ma­
nifestación de la soberanía, sino la traducción de una necesidad objetiva 
que debe ser satisfecha; del mismo modo que no es una respuesta a dere­
chos subjetivos previos, sino el efecto de una regla de derecho objetiva­
mente fundada que engendra derechos individuales subsiguientes. Para 

8. Citado por L. Duguit en L'État, le droit objectif et la loi positive, [)alloz, París, 2003, 
pág. 2. 

9. L. Duguit, Manuel de droit constitutionnel, op. cit., pág. 73. (Trad. cast.: Manual de 
derecho constitucional, Comares, Granada, 2005.) 

10. Jb{d., pág. 77. 
11. Jb{d., pág. 7 4. 

1 

, i 



COMÚN 
590 

esta sociología, la autoridad distante y sacralizada del poder soberano no 
se adecua al papel de coordinación de las actividades en una sociedad 
moderna, que rto puede reducirse a la superioridad, respecto a los indivi­
duos, de un «yJ comúm (Rousseau). Para explicarlo adecuadamente, es 
preciso más bien considerar la comunicación social entre los agentes de 
los servicios públicos y la poblacióq como una comunicación que debe 
llevarse a cabo entre grupos organizados, como los sindicatos u otras 
asociaciones, fuerzas que ejercen un poder rrioral sobre los individuos y 
que son capaces de orientarlos hacia el interés colectivo. 12 

¿Pero quién determina la necesidad del servicio según Duguit? ¿Cómo 
dejar en exclusiva a los gobernantes el cuidado de controlar la realidad de 
una necesidad y las modalidades de su satisfacción sin dar a los usuarios y 
a los agentes un poder de iniciativa, de control y de participación? Es 
preciso que el Estado esté en contacto con la población para estar adver­
tido de sus necesidades y que confíe en sus agentes basándose en sus 
competencias específicas y sus relaciones directas con la población. Ésta es 
la conclusión que de todo ell~xtraía lógicamente Duguit, para quien el 
aumento del tamaño y la diversificación de los servicios públicos reclama­
ba su descentralización y su desconcentración. Según él, el Estado central 
debía velar por la coordinación de los servicios públicos, por su confor­
midad con el derecho, pero tenía que saber delegar su desarrollo. En 
cuanto a sus agentes, dotados de un estatus que los protege de la arbitra­
riedad de los gobernantes, debían tener un margen de acción suficiente 
en la apreciación del modo en que el servicio tendría que prestarse. 

Para los teóricos de los servicios públicos, la gran solución residía en 
el desarrollo organizacional y el reconocimiento político de la profesio­
nalidad de los agentes. Sólo esta dimensión podía garantizar la objetivi­
dad de las necesidades nacidas de la interacción social, a las que debía 
responder la acción pública. La organización de esta profesionalidad pa­
saba por la formación y la legalización de asociaciones de funcionarios. 
Así, Durkheim fue favorable a la organización de grupos profesionales en 
el seno de las administraciones y Duguit, más adelante, apoyó la repre-

12. Una de las peores consecuencias de las políticas neoliberales aplicadas a los servi­
cios públicos es la Yljstrucción del «espíritu de servicio público», estimulada por el New 
Public Management, basado ampliamente en la concepción hiperutilitarista de los teóricos 
de Public Choice, que no ven en cualquier funcionario más que a un individuo centrado 
en su egoísmo más rudimentario. 
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sentación de los intereses profesionales por sindicatos en la función pú­
blica. Pero estas agrupaciones profesionales y sindicales no eran concebi­
das únicamente como órganos corporativos, sino también como órganos 
de intercambio con la sociedad. La dimensión de lo «profesional» debía 
permitir precisamente superar la oposición entre lo social y lo político: 
«No hay órgano político viable y activo más que el que representa un 
elemento social y [ ... ] por otra parte todo elemento social fuerte y cohe­
rente se convierte de por sí en una fuerza política que se ejerce directa­
mente o por representaciómY Esto suponía que el sindicalismo asu­
miera plenamente su función política de contacto y de comunicación 
con la población: «En cuanto el sindicalismo se convierta en uno de los 
elementos esenciales de la estructura nacional, será por este mismo moti­
vo una fuerza política, y su representación se organizará espontáneamen­
te».14 El Estado de los servicios públicos es ese Estado cuyo cerebro 

central está informado por los profesionales de las necesidades de la po­
blación y responde a ellas de forma tan racional como sea posible. Tal es 
la concepción que se desprende, por ejemplo, de las Lecciones de sociologfa 
de Durkheim. 

Esta visión funcionalista da un lugar central a los «profesionales>>, en­
cargados de asegurar la comunicación con la sociedad. 15 Maxime Leroy 
no dudó en hablar del advenimiento del «profesional» como un cuarto 
poder. 16 Esta interpretación sociológica del servicio público revela el 
frágil equilibrio que se estableció en el derecho público francés. El reco­
nocimiento, aunque dificil, del hecho sindical en la Administración del 
Estado sirvió como una caución democrática para un Estado que, por 
otra parte, seguía definido por el imperium tradicional. Pero este equili­
brio era precario y estaba cargado de tensiones, en la medida en que las 
agrupaciones profesionales eran concebidas como órganos funcionales en 
el seno de un organismo integrador, no como organizaciones de lucha 
en una sociedad dividida. Pero, evidentemente, los sindicatos constituían 

13. L. Duguit, Manuel de droit constitutionnel, op. cit., pág. 185. (Trad. cast. antes ci-
tada.) 

14. Ibíd., pág. 186. 
15. Ibíd., pág. 136. 
16. M. Leroy, Syndicats et services publics, Librairie Arrnand Colin, París, 1909, pág. XI. 

Leroy, desde una óptica saint-simoniana, se pronuncia a favor de un Estado reducido a 
un papel de <<gerencia» técnica dirigido por los sindicatos profesionales. 
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un medio que cultivaba valores opuestos a otros valores, en particular, a 
los valores capitalistas. 

En suma, la sociología funcionalista no podía considerar el Estado como 
lo que es, un campo complejo de fuerzas y de luchas atravesado por conflic­
tos de intereses y de valores, no un «Órgano», un <<aparato» o una máquina 
definido por su sola funcionalidad. De un modo general, la concepción 
sociológica del servicio público fingía ignorar las clases sociales y no quería 
ver en la sociedad más que un organismo que podía ciertamente tener 
«disfunciones)), pero que no estaba consustanciahnente dividido y en con­
flictoY Al concebir la sociedad como una gran cooperativa ya realizada, 
Duguit no podía imaginar que el Estado conservaría todos los atributos de 
la dominación sobre la sociedad, con los peligros que esto comporta: 
violación de las libertades, desigualdad de tratamiento, arbitrariedad poli­
cial, desequilibrios en la justicia, y hasta el expolio de la colectividad me­
diante la venta del dominio público y los tratos de favor. 18 En su optimismo 
del todo positivista, tampoco podía imaginar que el Estado seguiría siendo 
considerado en la cultura jurídi~ como un poder público soberano. 

De los órganos públicos de la sociedad a las 
instituciones públicas de lo común 

Fue, sin duda, el gran politólogo inglés Harold Laski quien introdujo por 
primera vez en el análisis el conflicto existente entre la ética del «profe-

17. Duguit llega al cohno de su idealismo cuando se escandaliza por el hecho de que 
el Estado no procure trabajo a los adultos válidos o cuando apela a la protección del Estado 
contra la explotación: «Es inadmisible que aquel que trabaja por cuenta de otros sea explo­
tado por su patrón y se le obligue a aceptar salarios de hambre, o a hacer un trabajo que 
está por encima de sus fuerzas; es un deber del Estado hacer leyes protectoras de los traba­
jadores; al dictarlas no hace más que cumplir con su obligación de asegurar el libre desan·o­
llo de la actividad física del individuo». Véase L. Duguit, Manuel de droit constitutionnel, 
op. cit., pág. 299. (Trad. cast.: Manual de derecho constitucional, Comares, Granada, 2005.) 

18. Así, cuando plantea que los bienes del Estado no deben ser concebidos como 
propiedad del Estado, toma sus deseos por realidades: «Lo que se llama "patrimonio del 
Estado" está protegido jurídica y socialmente porque está afectando al conjunto de los 
servicios públicos>>, escribe (véase ibíd., pág. 79). Esto suponía olvidar que los gobernan­
tes sólo idealmente están obligados para con la colectividad. Como hemos visto en los 
últimos decenios, se han comportado como depredadores del patrimonio público a tra­
vés de privatizaciones cuyos primeros beneficiarios han sido ellos mismos. 
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sional del servicio público» y la ideología capitalista. 19 Frente al amo om­
nipotente de la economía victoriana se alza progresivamente la fuerza de 
los «técnicos» y de los «profesionales», que no hacen de su empleo tan 
sólo un ganapán, sino un medio para la realización de valores sociales: «Al 
mismo tiempo estas ciencias (ligadas a la industria) se han desarrollado, se 
han organizado como profesiones, han creado en su seno un espíritu de 
oficio cuya esencia es un rechazo a ser gobernado únicamente por moti­
vos de ganancia personal». 20 Esto es cierto del ingeniero, del jurista, del 
médico, del docente o del soldado. En suma, estos profesionales, en con­
tra de los valores dominantes, desarrollan una ética del servicio público 
que se convierte en una fuerza política amenazadora para la ideología de 
los businessmen. 21 

Otros análisis posteriores han puesto de relieve que el Estado también 
es un campo de luchas internas, que oponen a los funcionarios «de abajo» 
-los relacionados con lo que Lipsky llama las street level bureaucracies­

con los funcionarios de arriba -la «nobleza estatal»- de acuerdo con 
relaciones de fuerzas evidentemente desequilibradas. 22 Esta lucha no es 
tan sólo material, concierne igualmente al sentido del trabajo en la fun­
ción pública. Bourdieu mostró de qué modo esta gran nobleza estatal, 
surgida de la Escuela Nacional de Administración (ENA, por sus siglas en 
francés) y del Instituto de Estudios Políticos de París (Sciences Po),23 

había llevado a cabo la «demolición de la idea de servicio público>> con el 
pretexto de querer gestionar los servicios públicos como empresas.24 

Esta guerra que se desarrolla entre la «mano derecha del Estado>> -la alta 
Administración convertida a la visión neo liberal- y su «mano izquierda» 
-los funcionarios dedicados a la «gestión de los problemas soc~ales>>- se 
lleva a cabo por el control, no sólo de los servicios del Estado, mediante 
la reducción de la autonomía de los cuerpos profesionales animados por 
«valores arcaicos>> que deben ser erradicados, sino también mediante el 

19. H. Laski, Democracy in Crisis, George Allen & Unwin Ltd., Londres, 1933. 
20. Ibíd., pág. 59. 
21. Ibíd., pág. 60. 
22. M. Lipsky, Street-Level Bureaucracy. Dilernmas of The IndividuaUn Public Services, 

Russell Sage Foundation, Nueva York, 2010 (reed.). 
23. Nota del T.: École Nationale d'Administration (ENA) e Institut d'Études Politiques de 

París (Sciences Po). 
24. P. Bourdieu (dir.), La Misere du monde, Le Seuil, París, 1993, pág. 341. (Trad. 

cast.: La miseria del mundo, Akal, Madrid, 1999.) 
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pmtu del movimiento: los bienes comunes son, en primer lugar, un 
asunto del gobierno de los ciudadanos del municipio. Pero esta lucha 

participa de otra más global por el «agua pública» que no se libra sólo en 

Italia, sino también en Europa y en el mundo. La experiencia de Nápoles 
tiene entonces un valor que supera de lejos el marco municipaL La bata­

lla del agua en Italia empezó en comités locales para «recuperar los bienes 

comunes», según la consigna popularizada desde la movilización antiglo­
balizzazione en Génova en 2001. Los comités de Nápoles y de su región 

desempeñaron, desde mediados de los años 2000, un papel importante 
en la constitución de la red de comités del Foro de los Movimientos por 

el Agua. Paralelamente, el gobierno de Prodi encargó a la Comisión 

Rodota que redactara para el Código Civil, en la parte relativa a la pro­

piedad pública, un artículo que introdujera la noción de «bienes comu­
nes>>, junto a la de «bienes privados» y «bienes públicos». En 2007 y 

2008,27 la movilización, junto a Stefano Rodota, de juristas como Al­

berto Lucarelli yUgo Mattei, permitió poner la cuestión de lo común en 
el centro del debate público~ ayudó al movimiento a imponer un refe­
réndum en 2011 tras la colecta de millones de firmas. El referéndum de 

junio de 2011 permitió anular una ley anterior (el decreto Ronchi) que 
autorizaba la privatización de los servicios públicos locales, ley que Ber­
lusconi y su gobierno habían conseguido hacer aprobar en nombre de 

una supuesta aplicación del derecho europeo.28 El hecho de que millo­
nes de electores impidieran la realización de tal proyecto es considerado 

por Lucarelli como un «acontecimiento de alcance revolucionario», por­
que cuestiona categorías e instituciones de entre las más fundamentales 

del derecho público y, en particular, la dualidad infernal de la sobera­

nía del Estado y la propiedad privada.29 

Hay dos grandes lecciones que extraer de este acontecimiento. En 
primer lugar, Lucarelli muestra que la cuestión de los bienes comunes se 

plantea a un doble nivel, nacional y locaL Es importante que la Consti-

27. Se trata de la Comisión Rodoti por la reforma de las normas en materia de pro­
piedad pública, que propuso introducir en el Código Civil la distinción entre tres clases 
de bienes: comunes, públicos y privados. 

28. Véase U. Mattei, Beni comuni. Un manifesto, Laterza, Roma, 2012, págs. 77-88; 
A. Lucarelli, «L'Europa: La leggenda dell'obbligo di privatizzare», JI Manifesto, 1 de mayo 
de 2010. (Trad. cast.: Bienes comunes: un manifiesto, Trotta, Madrid, 2013.) 

29. A. Lucarelli, Beni comuni, op. cit., pág. 21 y pág. 23. 
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tución u otro texto jurídico fundamental hagan del «derecho a los bienes 
comunes» un derecho fundamental de los ciudadanos. Se trata, mediante 

la declaración de esta norma general, de evitar el peligro de una fragmen­

tación en localismos y regionalismos que podría ser explotada por los 
enemigos de los bienes comunes.30 Pero es igualmente importante que 

el gobierno de los comunes esté lo más cerca posible de la población. 
Esto es exactamente lo que Marx había establecido a propósito de la 

educación. Lucarelli comprendió perfectamente hasta qué punto la di­
mensión activa de la relación entre los ciudadanos de la comuna y los 
«bienes» no es la de la apropiación bajo el modo clásico, sino la de rela­

ciones entre sujetos que actúan para hacer efectivos cierto número de 

derechos, no a las cosas sino a su uso. 31 

En segundo lugar, Lucarelli entiende que, a pesar de la lista muy tra­

dicional de los «bienes comunes» que elabora la Comisión Rodota, al 
definirlos como lo hace en función de los derechos fundamentales de una 

colectividad, el libre desarrollo de la persona y el respeto a los derechos 
de las generaciones futuras, se quiso modificar en profundidad el derecho 

público, ya que los convierte en inapropiables por un sujeto de dere­
cho cualquiera, aunque sea público.32 En este sentido, Lucarelli indica 

que ha empezado una ruptura con la tendencia reificadora del derecho 

occidental, aunque no extrae de ello todas las consecuencias.33 

Esta acción municipal tiene como efecto no sólo sustraer al mercado 

cierto número de dominios, sino impedir que perdure un sistema políti­
co basado en la corrupción, la prevaricación y la depredación. Cierta­
mente, el mal no proviene sólo de la privatización por las multinaciona­

les, sino también del tipo de uso que ha hecho de la propiedad pública el 

sistema de los partidos. Se comprende entonces por qué motivo Lucare-

30. Ibíd., pág. 45. 
31. Ibid., pág. 25. 
32. Ibid., pág. 53. 
33. Ibid., pág. 58. Por supuesto, la introducción de la categoría de los <<bienes comu­

nes>> en el Código Civil no es la última palabra de la política de lo común en Italia. La 
ambigüedad de la definición de los «bienes comunes» por la Comisión_ Rodoti, fruto sin 
duda de las relaciones de fuerzas, lastra la coherencia de los análisis. En efecto, es impo­
sible conciliar la definición naturalista de los bienes comunes, que genera una lista bas­
tante tradicional de «cosas comunes», con la definición por su objetivo, que seria la 
realización de derechos fundamentales y el libre desarrollo de la persona, todo ello al 
servicio de las generaciones futuras. 
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lli quiere destacar el carácter revolucionario de la acción llevada a cabo 
en Italia. Se trata de socavar las bases de una «representación política» que 
se nutre de la propiedad pública mediante la distribución de cargos, el 
clientelismo, el nepotismo, cuando no de la desviación de fondos. 

La «soberanía popular sobre los bienes comunes por medio de la 
participación de los ciudadanos» se traduce concretamente en el hecho 
de que los establecimientos de servicios públicos como ABC Napoli son 
gobernados por representantes de los usuarios, de las asociaciones eco­
logistas, de los movimientos sociales y de las organizaciones de trabajado­
res presentes en el Consejo de Adrninistración y el Consejo de Vigilancia, 
junto a expertos y representantes de la municipalidad.34 Obsérvese, en 
contraste, que fue una estrategia del todo distinta la que se puso en prác­
tica en París para la remunicipalización de los servicios del agua. Los 
ciudadanos de París no fueron asociados de ningún modo al proceso que 
dio lugar al nacimiento de Eau de París y muchos de ellos ignoran 
que los servicios hídricos pasaron en 2010 a la Administración Pública. 
La «gobernanza)) de la comlt@ñía autónoma Eau de París integra, por 
supuesto, a expertos, a cierto número de asociaciones y a representantes 
del personal, pero la mayoría del Consejo de Administración está com­
puesto por cargos electos parisinos miembros de los distintos partidos. 35 

Lo que así se privilegia es la doble legitimidad del experto y del cargo 
electo, en detrimento de una participación de los usuarios. Sin quitarle 
valor a esta municipalización, en la capital de un país que alberga a las 
mayores multinacionales capitalistas, del agua,36 de este modo permane­
cemos en el marco clásico de una gestión incapaz de pasar «de lo públi­
co a lo comúm. En ausencia de una verdadera movilización y partici­
pación, los usuarios parisinos siguen siendo consumidores ignorantes y 
paSIVOS. 

Devolver al servicio público su dimensión de común político nos 
parece que es el sentido más ejemplar de la política llevada a cabo en 
Nápoles. Articulando «bienes comunes)) y <<democracia participativa)>, los 

34. A. Lucarelli, La democrazia possibile. Lavoro, beni comuni, ambiente, per una nuova 
passione política, Dissensi, Viareggio, 2013, pág. 31. 

35. Véase A. Sinai:, L'Eau a Paris. Retour vers le public, Eau de Paris, Paris, 2012. Véa­
se el comentario de Alberto Lucarelli sobre la estrategia parisina en La democrazia possibi­

le, op. cit., pág. 151. 
36. A. Le Strat, «Préface», en A. Sinai:, L'Eau a París, op. cit., pág. 7. 
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animadores de la movilización instauran de un modo práctico lo que 
nosotros llamamos aquí <<lo comúm. Pero, al conservar la categoría de 
«bienes)>, los juristas italianos como Lucarelli o Mattei perpetúan una es­
pecié de autocontradicción teórica. De un modo muy legítimo, quisie­
ran superar la dualidad fundamental del dominium y el ímperium enfren­
tándose a la relación de dominación del domínus con el bien, pero la 
perpetúan al seguir utilizando la categoría jurídica de «bienes)>, categoría 
que «reclama» lógicamente a un «amo». 



Propuesta política 8 
Hay que instituir los comunes mundiales 

¿En qué medida el principio de lo común puede convertirse en un eje 
del derecho a escala mundial, capaz de imponerse a los Estados y de es­
tructurar la acción de las instituciones internacion~les e interguberna­
mentales? En particular, ¿cómo hacer de lo común el principio político 
de la reorganización de toda la sociedad en las condiciones de una plura­
lidad irreductible de «comunes» de dimensiones muy variables, desde 
los comunes locales hasta los comunes mundiales? ¿Cómo asegurar una 
coordinación de los comunes sin cuestionar el autogobiemo de cada uno 
de ellos, autogobierno sin el cual no hay coobligación que pueda soste­
nerse y, por lo tanto, no hay verdadero común? Más aún: ¿cómo pensar 
esta coordinación de tal manera que ella misma origine una coobligación 
de nivel superior procedente de la propia de los niveles inferiores? 

Cada día se hace más manifiesto que la gobernanza neoliberal de los 
grandes oligopolios y de los Estados, coordinada por las organizaciones 
internacionales del tipo del FMI o la OMC, está constituida precisamente 
para no cambiar nada o, más exactamente, para agravar los problemas 
hasta hacerlos imposibles de resolver. Va creciendo una expectativa co­
lectiva cada vez más acuciante a favor de medidas globales a la altura de 
lo que está en juego y de los riesgos que comporta, como lo demuestra el 
éxito de las fórmulas y de las problemáticas de la <~usticia global» o de la 
<~usticia ambiental». Pero con esta conciencia no basta, ni mucho menos, 
para hacer entrever dónde podría estar la salida. En el seno_ de las ONG, en 
los medios políticos progresistas, en los grupos ecologistas o en los movi­
mientos altermundialistas son muchos los que, buscando alternativas, tro­
piezan con la dificultad de articular planteamientos a menudo muy hete­
rogéneos: algunos insisten en invocar un «universalismo» republicano, 
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otros se aferran a un internacionalismo de inspiración más socializan­
te, otros más abogan por un ecologismo más o menos «profundo>>. La 
dificultad parece alcanzar su paroxismo cuando tradiciones religiosas u 
«ontologías» culturales muy distintas deben conjugarse para conseguir 
formular los derechos inalienables de la humanidad, de la naturaleza o de 
la Tierra. La Pachamama, diosa de la Madre Tierra de los indios incas, no 
se encuentra en muy buena compañía filosófica con la tradición occiden­
tal de los derechos subjetivos, aunque sean declarados fundamentales. El 
conflicto del TIPNIS en 2011,1 en torno a un proyecto de construcción de 
una carretera de 350 km a través de un parque natural boliviano, eviden­
ció la existencia de lógicas que compiten entre sí en el seno de los movi­
mientos sociales: a las comunidades indígenas que invocaban los derechos 
de la «Madre Tierra>> se opusieron los sindicatos campesinos, concernidos 
por las repercusiones económicas de la ruptura del aislamiento de la re­
gión. Este caso es ejemplar por el modo en que plantea la cuestión de la 
posibilidad práctica de construir un común fuera de la alternativa entre el 
modelo productivista y la re(.yencia religiosa a la naturaleza. Frente a la 
dificultad de la tarea, los buenos sentimientos y la grandilocuencia llenan 
a menudo el vacío abierto por la ausencia de política. 

Sin embargo, a pesar de las dificultades, se abre camino la idea de que 
habría que inventar un «derecho común mundial» que permita salir del 
impasse de la intergubernamentalidad. Es dificil imaginar que un «gobier­
no de la humanidad» pueda imponer desde arriba a todos los pueblos un 
derecho de esta clase. En consecuencia, no se puede separar el desarrollo 
de un «derecho común de la humanidad>> de la construcción de nuevas 
formas de organización política. Además, el «derecho internacional» es 
hoy en día, más que nunca, un formidable terreno de lucha en el que no 
sólo se oponen los Estados entre sí. La confrontación tiene lugar entre las 
empresas transnacionales aliadas con los Estados, que defienden un orden 
enteramente sometido a los imperativos de la acumulación del capital, y 
las fuerzas sociales y ecologistas que quieren promover derechos funda­
mentales de acceso a los «bienes comunes». En estas condiciones se hace 

l. TIPNIS es la abreviatura que designa al Parque Nacional Isiboro-Secure, un área 
protegida de 12.000 krn2 en la que se centró un conflicto revelador de los antagonismos 
que atraviesa la base electoral del gobierno de Morales. Véase las observaciones de 
Franck Poupeau acerca de las tensiones existentes en las izquierdas latinoamericanas, en 
Les Mésaventures de la critique, Raisons d'agir, París, 2012, capítulo 3. 
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manifiesto que los nuevos derechos políticos no serán otorgados por un 
poder mundial soberano ni podrán ser garantizados por los múltiples po­
deres en vías de feudalización que se constituyen en la actualidad. 

La humanidad, ¿un sujeto jurídico? 

Según ciertos juristas, como Mireille Delmas-Marty, la acción política a 
escala planetaria parece que debe orientarse cada vez más hacia la afirma­
ción de los «derechos de la humanidad>>, esto es, hacia un nuevo orden 
jurídico mundial que haría de la «humanidad>> un sujeto jurídico. «Crí­
menes contra la humanidad», «patrimonio mundial de la humanidad», 
«bienes comunes de la humanidad» son todas ellas fórmulas jurídicas o 
económicas que traducirían la progresiva emergencia de la humanidad 
como «sujeto de derecho», idea que, en su opinión, habría que conside­
rar menos como un problema que como una solución a las cuestiones 
que afectan a nuestro mundo. Así, se ha llegado a considerar que estas 
fórmulas esbozaban el marco jurídico de una sociedad mundial, apoyado 
en la figura simbólica de una humanidad erigida en sujeto político. Tal es 
siempre, por otra parte, la esperanza de los juristas más optimistas: un 
derecho común mundial, nuevo íus commune del siglo XXI, estaría ya 
emergiendo gracias a la «fuerza imaginativa del derecho». 2 La humanidad 
se convertiría en su sujeto mediante una especie de retroacción simbólica 
de los derechos fundamentales que le son atribuidos en los tratados, pac­
tos y otras convenciones. 

Este derecho de la humanidad tendría de entrada sus raíces en la de­
signación de la humanidad como víctima, en el reconocimiento del ge­
nocidio o del apartheid como «crímenes contra la humanidad» que afectan 
al género humano en su conjunto al afectar a una de sus partes. Así, 
existe desde la Segunda Guerra Mundial una universalización de las «in­
terdicciones fundadoras». El reconocimiento institucional de una <0usti­
cia penal internacional», con la existencia de una corte, de textos, de una 
jurisprudencia, marcaría una etapa importante en la constitución de esta 
humanidad de derecho. Ciertamente, los más optimistas entre los pro­
motores de este nuevo humanismo jurídico no dejan de destacar que aún 
estamos tan sólo en los primeros balbuceos de la justicia mundial, que las 

2. Según la propia fórmula de Mireille Delmas-Marty. 
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relaciones entre potencias desempeñan todavía un papel fundamental en 
la cualificación de los actos, en la atribución de las responsabilidades, 
en la realidad de las persecuciones penales. Pero, según ellos, el sentido 
de la historia no ofrece lugar a dudas. Podemos preguntamos, sin embar­
go, si este «nuevo humanismo» no va en una dirección equivocada. Que 
la humanidad, ocupando el lugar de Dios, se convierte de forma cada vez 
más manifiesta en la gran referencia simbólica parece indudable. Pero 
ello no significa que la humanidad sea considerada como «sujeto jurídi­
co», como por otra parte tampoco podría serlo Dios. Indiscutiblemente, 
p_or ahora la humanidad no ha adquir!.do tal personalidad jurídica.3 

Que tenga que adquirirla es muy discutible. Una vez más, el lugar del 
«nudo-propietario>> está vacío y así debe permanecer. 

Los límites de la mundialización del derecho 

La promoción de una justicia, global o mundial, según la fórmula usual, 
presenta la ventaja de no sup~ner que la humanidad sea, en cuanto tal, 
un sujeto jurídico. Tras los intentos fallidos de la Sociedad de Naciones, 
se observa la renovación de un cosmopolitismo jurídico tras el segundo 
conflicto mundial, con la voluntad por entonces bastante ampliamen­
te compartida de evitar la repetición de desastres similares. Como lo puso 
de manifiesto Alain Supiot, 4 es precisamente la idea de una justicia social 
transcrita en una declaración de los derechos lo que inspiró la Declara­
ción de Filadelfia del 1 O de mayo de 1944. Redefiniendo los objetivos de 
la Organización Internacional del Trabajo, esta declaración se dirigía a 
«todos los pueblos del mundo». Quería contribuir a «nna paz duradera 
establecida sobre la base de la justicia social», que debía ser «el objetivo 
central de toda política nacional e internacional». Su objetivo era funda­
mentalmente la institución del trabajo a escala mundial, como lo indica 
su principio preliminar, planteado en el artículo primero: «El trabajo no 
es una mercancía». 

Pero, como se sabe, esta declaración, al igual que la Declaración Uni­
versal de los Derechos del Hombre de 1948, nunca tuvo fuerza de ley. 

3. Sobre este punto, véase supra, capítulo 1, «La reificación de lo común». 
4. A. Supiot, L'Esprit de Philadelphie. La justice socia/e face au marché total, Le Seuil, 

París, 2010. 
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En cuanto a los distintos «pactos» de mediados de los años 1960 relativos 
a los derechos sociales, económicos y culturales o a los derechos civiles y 
políticos, su alcance efectivo sigue siendo limitado. Hay dos obstáculos 
principales para la emergencia de un «derecho común de la humanidad». 

El primero se debe al mantenimiento de la soberanía, que no ha sido 
completamente abolida por la <<gobernanza neoliberal», sino más bien 
integrada a las nuevas forn1as de poder: los únicos que disponen de los 
medios de la fuerza, los Estados, paralizan el desarrollo de un derecho de 
esta clase y siguen haciendo valer sus intereses propios. La parálisis del 
Consejo de Seguridad de la ONU demuestra suficientemente el hecho de 
que la razón de Estado, por definición nacional, siempre obstaculiza la 
«razón-de humanidad>>. Los Estados Unidos, seguidos por varios países, 
siguen poniendo trabas al derecho internacional, negándose a reconocer 
la legitirnidad de la Corte Penal Internacional y sosteniendo la extensión 
planetaria de normas y de derechos comerciales conformes únicamente al 
derecho nacional norteamericano o haciendo jugar la relación de fuerzas 
tecnológica y económica a su favor. De este modo es como, cuestionan­
do el Estado de derecho en sus mismos fundamentos, se autorizan a prac­
ticar asesinatos selectivos, torturas, detenciones extralegales y una vigilan­
cia generalizada de las comunicaciones electrónicas. David Rose indicaba 
con razón, acerca de la intervención norteamericana en Iraq, que se tra­
taba de una guerra de los Estados U nidos contra los derechos del hombre 
en nombre de la guerra contra el terrorismo.5 En realidad, los Estados más 
poderosos libran una guerra generalizada y sistemática contra lo «común 
de la humanidad», como se ve en el terreno financiero, en el dominio de 
las ideas y libertades e, igualmente, en lo que concierne al clima. En el 
fondo, estos «grandes países» pueden perfectamente firmar tratados o no 
firmarlos, pueden hacer a su gusto, toman lo que quieren de las declara­
ciones y de los pactos seleccionando lo que menos les molesta. 

El segundo obstáculo, que no es independiente del primero, es el de 
las políticas neoliberales que «organizan» el mundo de acuerdo con nor­
mas de competencia, estrategias de depredación y lógicas de guerra, no 
según los principios de cooperación y de justicia social. Se puede decir 
incluso que, desde hace treinta años, estas políticas se dedican a deshacer' 

5. D. Rose, Guantanamo. America's War on Human Rights, Faber and Faber, Lon­
dres, 2004. 
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misma del cosmocapitalismo. Extraña institución esta, puesto que en ella 
el~ropio d~recho ~esulta completamente mercantilizado, reducido a un 
conjunto de técnicas manipulables al capricho de los intereses de las par­
tes y con la fuerza de sus medios financieros respectivos. Asistimos; en 
definitiva, a una verdadera privatización del derecho internacional que 
afecta a las sociedades y a las econonúas, más allá de las garantías ofrecidas 
a los inversores y a los financieros. 

Los «bienes públicos mundiales», o cómo no cambiar 
de marco 

Otro discurso consiste en movilizar los útiles más clásicos de la ciencia 
económica como argumentos a favor de «bienes públicos mundiales». A 
comienzos de los años 1990, en el mismo momento en que se instauran 
las normas y dispositivos propios del neoliberalismo, las Naciones Unidas 
parecen tomar una vía original si no divergente. Así, en 1990, el primer 
inforn1e del Programa de las ~aciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 

muy influido por los economistas Mahbub ul Haq, paquistaní, y Amartya 
Sen, de la India, propone redefinir la noción de «desarrollo» más allá del 

único criterio cuantitativo del crecimiento del PNB. Elíf1dice ~~--~es~rro­
llo humano (!DH) incluye criterios de bienestar como la esperanza de vida 
y la tasa de alfabetización. El acceso a los servicios de salud y a la educa­
ción entra así en la evaluación y la clasificación de los países en la es­
cala del progreso económico. En 1992, la Conferencia sobre el Desarro­
llo y el Medioambiente de Río de Janeiro, apoyándose en el Informe 
Brundtland (1987), introduce la noción de «desarrollo soster:üble», cuyo 
principio consiste en vincular la satisfacción ·ae las nec-esld~des del pre­
sente sin comprometer el destino de las generaciones futuras. 15 

En este contexto, el ideal de la «buena gobernanza mundial» supuso la 
introducción de «bienes públicos mundiales», definidos por los efectos 
benéficos que pueden tener sobre el conjunto del planeta. La ciencia 
económica, armada de sus distinciones entre los bienes, se propuso como 
la más adecuada para definir rigurosamente la composición de este «do­
minio público mundial». Los «bienes públicos mundiales», de los que por 

15. J. M. Harribey, <<Le Bien commun est une construction sociale. Apports et limi­
tes d'Elinor Ostrom>>, L'Économie Politique, n° 49, enero de 2011, págs. 98-112. 
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definición nadie puede ser excluido, son bienes que ninguno de los Es­
tados nacionales estará interesado en producir por sí mismo y que llevan 
a cada uno de dichos Estados a actuar al modo de un «pasajero clandesti­
no» lfrée rider) .16 

Son los economistas del PNUD quienes, desde;finales de los años 1990, 
desarr-ollan este planteamiento. 17 Inge Kaul, Isabelle Grunberg y Marc A. 
Stern definen los bienes públicos mundiales como bienes que «benefician 
a todos los países, a todos los grupos de población y a todas las generacio­
nes». De ahí esta consecuencia: «Como mínimo, un bien público mun­
dial debe satisfacer, por lo tanto, los siguientes criterios: sus ventajas se 
extienden a más de un grupo de países y no excluyen ni a un grupo de 
población dado ni a un conjunto de generaciones dado, presentes o fu­
turas».18 La lista de estos bienes es objeto de discusiones, pero no cabe 
duda de que la cuestión de la polución y el desarrollo sostenible, así 
como el papel de los paraísos fiscales en los déficits presupuestarios o del 
terrorismo internacional, contribuyeron a acelerar la reflexión sobre este 
punto. 19 Los economistas del PNUD 'proponen distinguir tres clases de 
bienes públicos mundiales. La clase 1 sería la de los «bienes de lo indiviso 
mundial natural» (capa de ozono, estabilidad climática, etc.), cuya carac­
terística común es la sobreutilización. La clase 2 comprendería el patri­
monio fabricado por el hombre (conocimiento científico, internet, etc.), 
bienes cuya característica sería, inversamente, su infrautilización. La clase 
3, por último, comprendería todos los resultados de una política mundial 
integrada o coordinada (paz, salud, estabilidad financiera, etc.), bienes 
cuya característica es la subproducción.20 Por su parte, Joseph Stiglit4; ha 
identificado cinco bienes mundiales: la estabilidad económica muncllal, la 
seguridad internacional, el medioambiente internacional, la ayuda huma-

16. Para un análisis crítico a medias tintas de esta noción, véase Fran~ois Lille, A l'au­
rore du siecle otl est 1' espoir? Biem commum et biens pub líes mondia>tx, Tribord, Bruselas, 
2006. El au:or, a pesar de que critica el uso neoliberal de la categoría de «bienes públi- ' 
cos», quiere darle un contenido progresista, lo que resulta una hazaña. Es la noción 
misma la que hay que rechazar. 

17. I. Kaul, I. Gmnberg y M. A. Stern, Les Biens publics rnottdiaux, Economica, París, 
2002. 

18. Ibíd., pág. 43. 
19. Véase el artículo «Biens publics mondiaux», en A. Cattani y J. L. Laville (dirs.), 

Dictionnaire de l'autre économie, op. cit., págs. 66-75. 
20. I. Kau.l, I. Grunbergy M. A. Stern, Les Biens publícs mondiaux, op. cit., págs. 198-199. 
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nitaria internacional y el conocimiento. Incluso generalizó su abordaje 
considerando la econorrúa misma como un bien público mundial que 
debería ser objeto de una gobemanza democrática que tenga en cuenta 
el conjunto de las extemalidades de las políticas económicas con el fin de 
evitar las crisis.21 Está claro que la doctrina amalgama cosas muy distin­
tas. Esto se debe, como hemos visto en el capítulo 4, al carácter negativo 
de la definición de los bienes públicos, cuyo estatus de excepción en la 
teoría económica proviene de que el mercado no puede producirlos es­
pontáneamente en ausencia de acción colectiva deliberada. 

Pero, entonces, ¿sería necesario un Estado mundial para producir es­
tos bienes públicos? Los autores en cuestión responden negativamente a 
esta pregunta. Sería necesario, más bien, crear mecanismos de responsa­
bilización y de estímulo que permitan a los actores privados, tanto como 
a los Estados, considerados ellos mismos como actores privados respec­
to al carácter mundial de tales bienes, participar en su producción o su 
conservación. Además de que resultaría imposible, la coerción fiscal o 
reglamentaria estatal no sería tu este caso conveniente, según los econo­
mistas. Tal como son definidos por la teoría del PNUD desde finales de los 
años 1990, estos bienes están concebidos para poder otorgar a los actores 
privados una responsabilidad en lo que se refiere a proporcionarlos. La 
teoría tiene también la virtud de despolitizar la cuestión de los bienes 
públicos, de dejar de lado los conflictos entre las fuerzas sociales y econó­
micas, suponiendo que se trata de problemas técnicos o estratégicos en el 
sentido de la teoría de los juegos (el dilema del prisionero).22 

Así, la capa de ozono, considerada el bien público mundial por exce­
lencia, ha sido puesta bajo la guarda -por así decir- del mercado de los 
derechos a polucionar, con el pretexto de que el estímulo financiero 
bastaría para conducir a los actores racionales hacia una situación óptima. 
También habría que «confiar» en los actores privados para que se au­
torregulen, al modo de los organismos financieros a los que se confió 
el cuidado de participar en la definición de su propia reglamentación 

21. Véase J. Stiglitz, <<La gouvernance mondiale est-elle au service de l'intéret géné­
ral global?», consultable on-line en www.ofce.sciences-po.fr 

22. Véase J. J. Gabas, P. Hugon, É. Le Roy et ál., Biens publics a l'échelle globale, Co­
llophon, Bruselas, 2001; y J. J. Gabas y P. Hugon, «Les BPM: un renouveau théorique 
pour penser l'action publique a l'échelle mondiale?>>, Politiques et Management Public, 
vol. 21, n° 3, septiembre de 2003. 
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(Acuerdo de Basilea III). Del mismo modo, la OCDE pretende suscitar la 
cooperación voluntaria de los paraísos fiscales mediante una evaluación 
de su buena voluntad en cuanto a la comunicación de las informaciones 
bancarias que se les soliciten. En ciertos casos, el mejor modo de produ­
cir los bienes públicos ¡sería incluso crear y reforzar los derechos de pro­
piedad, como se ve en el tema del mercado del CO) Como sugiere 
Franc;:ois Constantin, la nueva doctrina revela ser un medio para que los 
economistas se apoderen del monopolio de las buenas intenciones, del 
que pueden extraer beneficios simbólicos, y a veces económicos, nada 
despreciables.23 En todo caso, sigue siendo un modo de hacer ver en el 
que se plantean y se abordan cuestiones claves, neutralizando así toda 
oposición real contra el orden dominante. Se ve hasta qué punto la «tra­
gedia de los comunes», en ausencia de un órgano estatal, sólo puede con­
ducir a escala global a la privatización de la gobemanza en forma de arre­
glos contractuales entre actores privados, de partenariados público-privados 
y compromisos a mínima de los Estados. 

La teoría de los «bienes públicos mundiales» y la política que inspira 
tienen el apoyo de una parte de las organizaciones mundiales como la 
ONU. El Banco Mundial se ampara en ella en su acción,24 al igual que el 
FMI, que hace de la estabilidad económica y financiera el primero de los 
bienes públicos mundiales, mientras que la OMC, a través de su antiguo 
director general Pascal Lamy, sostiene que el <<sistema comercial multila­
teral es en sí un bien público internacional».25 Para la elite económica y 
política, las empresas siguen siendo los mejores agentes del bien común. 
Con la «responsabilidad social de las empresas» y el «desarrollo sosteni­
ble», las empresas integran la dimensión social y ecológica en sus opcio­
nes de management. El capitalismo, pintándolo todo de color de rosa, se 

23. Véase F. Constantin, <<Les biens publics mondiaux, un imaginaire pour quelle 
mondialisation?>>, en F. Constantin (dir.), Les Biens publics mondiaux, un mythe légitimateur 
pour l'action collectíve?, L'Harmattan, París, 2002. 

24. Se puede leer en la página web del Banco Mundial: <<En su acción a favor de los 
bienes públicos mundiales, el Banco Mundial concede una importancia particular al 
medioambiente (en particular, al cambio climático), a la lucha contra las enfermedades 
transmisibles (como el VIH/SIDA y el paludismo), a la prevención y la atenuación de las 
crisis del sistema financiero internacional, así como a la promoción de un sistema comer­
cial multilateral>>. 

25. P. Lamy, <<Vers une gouvernance mondiale?», Institut d'études politiques de Paris, 
21 de octubre de 2005, consultable on-line en www.wto.org 
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propone a sí mismo como sistema al mismo tiempo <<social» y «natural».26 

' La realidad es, sin duda, algo diferente y mucho más prosaica: para pro­
longar su extensión sin demasiados «daños» ecológicos y sociales, el capi­
talismo tiene necesidad de aprovecharse gratuitamente de las extemalida­
des puestas a su disposición por los gobiernos, las asociaciones de 
voluntarios y las ONG. Las empresas reclaman estabilidad política, infraes­
tructuras urbanas, sistemas universitarios «eficientes>>, incluso ayudas cari­
tativas para los trabajadores pobres y prisiones para los delincuentes, con 

. el fin de disponer de un entorno lo más favorable posible. Al mismo 
tiempo, las más poderosas hacen todo lo que está en su mano para no 

contribuir a su financiación, gracias a las posibilidades que se les ofrecen 
de optimización fiscal y de fuga a los paraísos fiscales. La regulación por 
lacompetencia empuja a adoptar soluciones no cooperativas que tam­
bién son una amenaza muy directa contra el clima, los recursos energé­
ticos, las condiciones de vida y el trabajo de los asalariados, además de 
contra las funciones colectivas de base sostenidas por los servicios públi­
cos. Dicho de otra manera, ~ «puesta en reserva>> de bienes mundiales 
públicos como la moneda, la lucha antiterrorista, el libre cambio o el 
clima no pone trabas de ninguna clase al dumping social y fiscal. En cierto 
modo, los poderes dominantes (con los Estados Unidos a la cabeza) y las 
organizaciones internacionales como la OMC, el FMI o el Banco Mundial 
han seleccionado ciertos «bienes públicos mundiales>> en detrimento de 
otros candidatos posibles, en función de elecciones estratégicas vincula­
das a intereses políticos y económicos. 

<<Patrimonio común de la humanidad»: el retorno 
ambiguo de la ((cosa común» 

Conviene no confundir esta teoría económica de los bienes públicos con 
la dinámica jurídica del «patrimonio común de la humanidad>>: no coin­
ciden y no obedecen exactamente a las mismas lógicas. Esta última no­
ción se inscribe, en realidad, en la tradición jurídica de las «cosas comu­
nes>>. Al menos desde Grocio y su A1are líberum (1609), el derecho de 
gentes moderno recurrió al derecho romano para reconocer la existencia 

26. Éste es el sentido del Pacto Nacional de la ONU y de sus diez principios (véase en 
www. unglobalcompact. org). 
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de espacios comunes no apropiables por los Estados soberanosY Es la 
misma inspiración la que encontramos de nuevo en la promoción del 
«patrimonio mundial de la humanidad>>, en el que la UNEsco y la ONU 
incluyen recursos naturales y culturales. La categoría romana de «res com­
munís>> vuelve a tener entonces una sorprendente efectividad en el dere­
cho internacional: los Estados aceptan renunciar a su soberanía territorial 
absoluta y se someten a reglas colectivas en nombre del interés de la 
humanidad presente y futura, y esto debido a la naturaleza o la utilidad 
de ciertas cosas que, puestas extra commercíum, son consideradas cosas co­
munes a toda la humanidad, no susceptibles de apropiación.28 Aun así, la 
expresión <<patrimonio comúw> (common herítage) sigue siendo problemá­
tica, ya que designar como «patrimonio>> cosas sin propietario parece 
poco coherente.29 Merece que nos detengamos en ella un instante. 

El concepto de «patrimonio común de la humanidad>> apareció en 
1954 en la Convención para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de Conflicto Armado, de la Haya, en respuesta a los pillajes y las 
destrucciones de los museos y las colecciones llevadas a cabo por los ejér­
citos nazis durante la guerra. Así, el preámbulo habla de cultural herítage rf · 
all mankínd, La categoría jurídica de <<patrimonio de la humanidad>> se 
retoma en 1958, con ocasión de la primera Conferencia de Ginebra so-! 
bre el derecho marítimo. Como destacaba entonces el príncipe Wan 
Waithayakom de Tailandia, correspondía «al interés general determinar 
claramente el derecho del mar y hacerlo de tal manera que se reglamen­
ten de modo equitativo los diversos intereses en juego y se asegure la 
conservación de esta herencia por el bien de todos>>.30 Unos diez años 
más tarde, les tocó a los fondos marinos el tumo de ser clasificados en esta 
categoría con el fin de que sus recursos minerales, más allá de las zonas 
bajo control de los Estados costeros, quedasen protegidos y su explota­
ción reglamentada por las Naciones Unidas. Paralelamente, ~na serie de 

27. Véase M. Chemillier-Gendreau, Humanité et souverainetés. Essai sur lafonction du 

droit international, La Découverte, Paris, 1995. 
28. Véase M. Delmas-Marty, Vers une communauté de valeurs?, op. cit., pág. 207 y sigs. 
29. Véanse sobre este punto las observaciones de Marie-Alice Chardeaux en Les 

Choses communes, op. cit., págs. 221-222: según ella, esta noción retomaria el sentido 
original de patrimonium (lo que viene de los padres, de los antepasados) y tendría más que 
ver con una metáfora o una alegoría que con el sentido técnico jurídico del término. 

30. Véase S. Sucharitkul, «L'Évolution continue d'une notion nouvelle: le patrimoi­
ne commun de l'humanité>>, consultable on-line en www.fao.org 
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tratados extendieron esta clase de cosas com_unes a los cuerpos celestes del 
sistema solar, con excepción de a la Tierra misma. El Tratado General 
del Espacio de 1967 hace así del patrimonio común de la humanidad una 
categoría que se puede oponer a toda tentativa de apropiación de objetos 
celestes naturales. Encontramos, pues, en este patrimonio las «cosas 
comunes>>, consideradas como natural o intrínsecamente inapropiables. 
SusanJ. Buck hizo de ellas una presentación jurídica e histórica que tiene 
la gran ventaja de destacar la fragilidad de la definición naturalista y fisi­
calista de los bienes comunes mundiales. Tomando el ejemplo de los 
fondos marinos, de la Antártida, del espacio y de la atmósfera, muestra 
que, si bien estos global commons han sido objeto de declaraciones de in­
tenciones, e incluso de convenciones internacionales protectoras frente a 
la lógica propietaria, tales declaraciones son en todo caso reversibles por­
que son relativas a cierto estado de la tecnología. Según la autora, los 
bienes comunes naturales no están amenazados ... mientras no exista la 

tecnología que permita su explotación rentable.31 

La acción de la UNESCO ' de las ONG ha ampliado poco a poco el 
campo del «patrimonio común de la humanidad» al incluir en él los co­
nocimientos tanto como las creencias, los ritos y las técnicas, los monu­
mentos además de las lenguas. En 1970, la Convenci6n concerniente a las 
medidas a tomar para prohibir e impedir la importaci6n, la exportaci6n y la trans­
ferencia de propiedad iUcitas de los bienes culturales confía a los Estados el 
cuidado de proteger los bienes culturales de la humanidad. Los define 
como los «bienes que, a título religioso o profano, son designados por 
cada Estado como de importancia para la arqueología, la prehistoria, la 
historia, la literatura, el arte o la ciencia>>. Una serie de declaraciones de 
carácter simbólico extendieron luego su dominio hasta incluir en él 
al genoma o la capa de ozono, 32 mientras que el esta tus de territorios 
como la Antártida sigue siendo objeto de disputas. Las cumbres de Río y 
el Protocolo de Kyoto, sin embargo, no retomaron la fórmula de «patri­
monio común de la humanidad» a propósito del clima. 

31. S. J. Buck, TI1e Global Commons. An Introduction, Earthscan Publications, Lon­
dres, 1998, pág. 1. 

32. La declaración acerca del genoma humano del 11 de noviembre de 1997 enuncia 
en su artículo primero que «el genoma humano comprende la unidad fundamental de 
todos los miembros de la familia humana, así como el reconocimiento de su dignidad 
intrínseca. En un sentido simbólico, es patrimonio de la humanidad (consultable online 

en http:/ /portal.unesco.org). 
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En derecho internacional, este «patrimonio» incluye p 1 t t , or o ano, un 
conjunto muy diverso de bienes corporales o incorporale t. s que 1enen en 
común el hecho de que los Estados y los particulares no d . pue en apro-
piárselos para su goce exclusivo o no pueden permanecer 1· d" e: t n 11eren es a 
los efectos de su utilización y su destrucción. Estos bienes e 1· t , uya 1s a es 
restringida, son sustraídos de la propiedad privada y pública debido a sus 
características intrínsecas, pero no solamente, ya que el derecho interna­
cional incluye en ella bienes por su importancia moral 0 su valor históri­
co o intelectual. En este sentido, el <<patrimonio común» no comprende 
únicamente «cosas comunes» en el sentido tradicional del término en 

derecho romano. Hay ahí una extraña_ m~~cla de las cosas comunes que 
lo son por razones naturales de maprop1ab1hdad (el espacio) y otras que lo 
son por razones morales y religiosas. El llamado patrimonio consistiría 
entonces en una especie de tesoro sagrado de bienes culturales, equiva­
lentes a los sacra en las culturas antiguas o tradicionales. Podemos pregun­

tarnos igualmente si no hay una incoherencia en querer hacer salir del 
marco de la propiedad privada y pública cierto número de bienes y de­
rechos para considerarlos como «cosas comunes de la humanidad» , al 
mismo tiempo, declararlos «propiedad común de la hurnanidad>>, c~mo 
si la humanidad fuera una especie de sujeto que goza de un derecho de 
propiedad eminente sobre bienes que siguen siendo, en el derecho posi­
tivo, propiedad exclusiva de particulares o de Estados. En todo caso la 

categoría jurídica de «patrimonio común de la humanidad>>, por hete~ó­
clita que sea, es distin~a de ~a noción económica de «bienes públicos»: la 
pertenencia a ese patnmomo depende, en efecto, de declaraciones cu a 
significación jurídica es independiente del criterio de no exclusividaly 

no rivalidad del bien. De ahí la posibilidad de extender la categoría de 
forma muy elástica. Esta lógica expansiva demuestra que se trata en rea­
lidad, de actos declarativos de efecto simbólico que, en el plano 'interna­
cional, hacen en,trar «las cosas» más diversas en el «patrimonio común de 
la humanidad». Este puede, en consecuencia, extenderse a medida que se 
vayan reconociendo derechos o necesidades consideradas fundamentales 
lo cual implica convertir estos derechos o estas necesidades en cuasibie~ 
nes o cosas incorporales, que ocupan un lugar en un subcon·unto del 
patrimonio común de la humanidad: el <<patrimonio de los bie~es incor­
porales de la humanidad>>.33 

33. S. Sucharitkul, <<L'Évolution continue d'une notion nouveUe 1 -
1 }), oc. Cl • 
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Como se ve, cuando se quiere definir el «patrimonio común de la 
humanidad» las nociones y las categorías de bienes y de derechos se en­

cabalgan sin mucho rigor. Se adivina que ello se debe a la ambigüedad de 
esta noción. Por un lado se limita, en una lógica propiamente reificadora, 
a cosas poco numerosas a las que se reconoce un estatus particular; por 

otro lado, está abierta a dimensiones sociales y culturales muy variadas 
que pueden ampliarse en función de las reivindicaciones sociales, las evo­
luciones políticas, los movimientos de opinión. Este segundo rasgo es el 
que nos lleva a pensar que la humanidad se está convirtiendo en una 

categoría jurídica. La ampliación de los derechos del ser humano a los 
derechos sociales la ha hecho pasar de algún modo de la condición de 
víctima a la de titular de derechos, e incluso a la de titular de un patrimo­
nio de bienes comunes. Algunos ven aquí una posible brecha en la 
dominación de las lógicas de mercado. Si los bienes comunes son relati­
vos a derechos fundamentales, objeto de luchas políticas y sociales que 
podrían recibir el apoyo de p~rtes importantes de la sociedad, entonces la 
defensa y la extensión de est~ «patrimonio» de bienes comunes se con­
vierte en la primera y la última palabra de toda estrategia. 

Los derechos comunes fundamentales: 
una dinámica detenida 

Se comprende entonces por qué motivo la lógica neoliberal pretende 
canalizar esta reivindicación de los «bienes comunes» en la definición 

económica de los bienes públicos para limitar su extensión, mientras que 
la dinámica de la lucha política tiende, por el contrario, a ampliar el do­
minio de los «bienes comunes de la humanidad» vinculándolos a dere­
chos fundamentales. Lo que se trata de crear y garantizar no son sólo 
<<bienes» en el sentido de cosas, sino el acceso a condiciones, a servicios y 
a instituciones. Salud, educación, alimentación, alojamiento y trabajo 
son contemplados entonces como derechos fundamentales que habría 
que universalizar en la práctica. El punto decisivo es éste: desde esta pers­
pectiva, los derechos fundamentales y los bienes comunes se definen re­
cíprocamente. Los «derechos subjetivos>> son redefinidos como derechos 
al acceso a recursos fundamentales para la vida y la dignidad: el agua, la 
salud, la educación son bienes comunes, no porque lo sean por naturale­
za, sino porque corresponden a derechos fundamentales que se pueden 
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oponer a la doble lógica de los mercados y de los Estados, componiendo, 
al menos virtualmente, un derecho común superior a las soberanías pú­
blicas y a los derechos de propiedad. 

Los economistas críticos han comprendido bien todo el partido que 
podían sacar de esta noción, no sin a veces añadir cierta confusión. Jean 
Gadrey define así estos bienes comunes: son «cualidades de recursos 0 

patrimmúos colectivos para la vida y las actividades humanas hoy en día 
y en el futuro (bienes comunes naturales, culturas populares, conoci­
mientos) y, por extensión, cualidades sociales y derechos universales por­
que son igualmente recursos colectivos que deben ser gestionados en 
comÚn». 34 Imposible incorporar de un modo más imprudente el len­
guaje de la reificación propio de la economía estándar; los derechos no se 
pueden reducir a <<recursos» que es preciso gestionar colectivamente, y 
esto es válido sobre todo para los derechos llamados «fundamentales». 
Éstos son, hablando con rigor, poderes inseparables de los individuos que 
son sus titulares. Hacer de ellos recursos al mismo nivel que los bienes 
comunes naturales es, en consecuencia, el modo más seguro de quitar­
les todo carácter fundamental. 

Sea como sea, esta dinámica de los derechos fundamentales no es 
nueva. Desde este punto de vista, el altermundialismo es un movimiento 
que prolonga y reaviva oportunamente el «espíritu de Filadelfia». El pe­
ríodo de la posguerra, como lo hemos recordado, fue su primera etapa. 
Así, el Acta Constitutiva de la OMS en 1946 afirmaba que «la posesión del 
mejor estado de salud que se pueda adquirir constituye uno de los dere­
chos fundamentales de todo ser humanm>.35 La Declaración Universal de 
los Derechos del Hombre de 1948 quería librar a los seres humanos «del 
terror y de la miseria» e «instaurar mejores condiciones de vida» pidiendo 
a los Estados signatarios que garantizaran el «derecho a la seguridad so­
cial» (art. 22), el «derecho al trabajo de su elección» (art. 23), el «derecho 
al descanso y al ocio» (art. 24), el <<derecho a un nivel de vida suficiente 
para cubrir la necesidades vitales (la alimentación, el vestido, el aloja­
miento, los cuidados médicos, el derecho a una renta mínima y a la soli­
daridad)» (art. 25), el «derecho a la educación» (art. 26) y el «derecho a 

34. J. Gadrey, «Les biens publics et communs des économistes,, La Vie de la Recherche 
Scientifique, n° 393, mayo-junio-julio de 2013, pág. 23. 

35. Citado por M. Delmas-Marty, en Vers une cammunauté de valeurs?, op. cit., 

pág. 286. 
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participar libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de lis 
artes y participar en el progreso científico y en los beneficios que de él 
resultan» (art. 27j. Como se ha visto más arriba, la OIT, la OMS y la UNESCO 
fueron en la misma dirección. El Pacto Internacional de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales de 1966 consagró derechos que cada 
«miembro de la familia humana» debía ver reconocidos por su Estado. 

Mientras que se pueda verificar que esta dinámica sigue siendo soste­
nida por algunas organizaciones cada vez menos legítimas en el nuevo 
orden mundial, como la UNESCO o la OIT por ejemplo, 36 ya no sigue 
siéndolo por las organizaciones más poderosas y más legítimas, como la 
OMC y el FMI o los Estados. Y se comprueba que la imposición de la ló­
gica de los mercados se dirige contra la lógica de los derechos fundamen­
tales reconocidos en la posguerra. Los acuerdos sobre la propiedad inte­
lectual (Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio, ADPIC, de 1994), por ejemplo, 
van claramente contra el «derecho a la salud». Para hacer frente a las pro­
testas y las transgresiones por~arte de países del sur (Sudáfrica, Brasil, la 
India), se ha hecho necesario inventar tímidas derogaciones para que 
dichos países pudieran fabricar, para un número muy limitado de enfer­
medades, medicamentos genéricos cuyas exportaciones hacia los países 
que no pueden fabricarlos por sí mismos son a su vez drásticamente limi­
tadas. La lógica propietaria en la salud o en el entorno es, incluso, pro­
piamente criminal. El colmo del cinismo se alcanza cuando el mercado 
se presenta como garante de la supervivencia de la humanidad con los 
tristemente famosos <<mercados de la polución». 

La dinámica de los derechos fundamentales es la que el neoliberalismo 
triunfante ha detenido e incluso invertido. Hay que recordar que los 
miembros eminentes de la Sociedad del Mont-Pelerin, con Hayek a la 
cabeza, no dej~ron de denunciar la «democracia totalitaria>> y el <<espejis­
mo de la justicia social», que según ellos iban a conducir inevitablemente 
a la <<servidumbre». Su éxito político a partir de los años 1980 estimuló la 
puesta en práctica de políticas de cuestionamiento brutal de esos «dere­
chos económicos, sociales y culturales». Pero, así, es todo el dispositivo 
Estados/ derechos subjetivos el que ha quedado tocado y ha empezado a 

36. Véase la declaración de la OIT sobre la <~usticia social por una mundialización 
equitativa», que hace del pleno empleo y del «trabajo decente>> derechos fundamentales. 
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deshacerse en los países capitalistas. Los Estados neoliberales se han con­
vertido en máquinas al servicio de una empresa activa de «desdemocrati­
zacióm, para decirlo en palabras de Wendy Brown, que afecta, más allá 
de los derechos, a las libertades civiles y a los derechos políticos.37 

Se comprende entonces que cierta estrategia altermundialista quiera 
evitar el temible obstáculo de Estados que se han convertido en los pri­
meros enemigos de los mismos derechos fundamentales que hubieran 
debido garantizar: hacer reconocer estos derechos de la ciudadanía social 
como «bienes comunes de la humanidad>> permitiría imponer a los Esta­
dos otra norma que no sea la de la acumulación de riquezas privadas. Se 
trataría, en suma, de <<soldar» la lógica universalizante del Estado social 
con la problemática de los comunes mundiales. Pero, además de que esta 
soldadura es bastante artificial, ¿no sería esto prolongar el dispositivo oc­
cidental clásico, considerado como inmodificable, en condiciones que, . 
sin embargo, han cambiado radicalmente, como si las viejas recetas pu­

dieran seguir valiendo? 
La contradicción del Estado social, que hemos examinado más arriba, 

es precisamente que se dejó encerrar en un dispositivo que sólo conoce 
dos términos, puesto uno frente al otro: por un lado, los derechos del 
ciudadano; por otra parte, los Estados que supuestamente deben garanti­
zarlos, sin tener en cuenta los medios para garantizarlos, salvo una «redis­
tribución» y una «solidaridad» que algunos esperaban, en cierta época, 
que fuesen compatibles con un capitalismo «civilizado». De hecho, los 
«derechos sociales, económicos y culturales» fueron pensados en función 
del modelo de los derechos subjetivos oponibles a los Estados, al mismo 
título que los derechos civiles y políticos. No fueron concebidos en rela­
ción con obligaciones y deberes de producción de lo común, es decir, 
desde el punto de vista de condiciones prácticas, políticas e institucionales 
que permitieran a los sujetos de derechos sociales ser, al mismo tiempo, 
los coproductores de su efectuación. También resulta bastante chocante 
constatar que la Declaración de 1948 sólo consagra a los «deberes» un 
artículo: «El individuo tiene deberes para con la comunidad en la que es 
posible únicamente el pleno desarrollo de su personalidad» (art. 29). Se 
comprende, sin duda, que estos deberes están fuertemente. condicionados 

37. Véase W. Brown, Les Habíts nerifs de la politíque mondiale, Les Prairies ordinaires, 
Paris, 2007. 
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por la «naturaleza de la comunidad», pues así ocurre con los derechos 
civiles y políticos, pero puede resultar sorprendente que no se diga nada 
acerca de los medios políticos y económicos que permitirían a cada cual 
cumplir sus obligaciones ante los demás. En realidad, en aquella época, el 
Estado-nación soberano seguía siendo el único mecanismo posible para 
una política de control del capitalismo. Con esta dificultad, precisamen­
te, tropieza hoy en día la estrategia altermundialista cuando se conforma 
con hacer valer derechos fundamentales de acceso a bienes considera­
dos como vitales y esenciales para la dignidad humana: no considera la 
mutación del sistema político a escala mundial. No es posible imaginar, 
en efecto, a los Estados actuales, enteramente dominados por la raciona­
lidad capitalista, convirtiéndose en soportes del <<bien común» y dispensa­
dores de los «bienes comunes» por la gracia de una repentina conversión. 
Es en este punto donde el altermundialismo, si no quiere extinguirse, 
deberá dar el salto decisivo y comprometerse a una superación del dispo­
sitivo estatal internacional. 

Para efectuar esta superación-conviene en primer lugar dar todo su 
lugar a la idea de que el derecho participa enormemente en la formación 
de la subjetividad moderna, lejos de reducirse a no ser más que una más­
cara del poder o una figura de la «policía>>. Tal es la aportación del traba­
jo de Catherine Colliot-Thélene, quien se pregunta si fuerzas sociales 
suficientes podrán defender derechos existentes o hacer advenir nuevos 
derechos políticos en la mundialización capitalista:38 «¿Qué puede ad­
venir del sujeto político, así identificado con el sujeto de derechos, cuan­
do el Estado pierde el monopolio de la garantía del derecho?». 39 La 
cuestión es sin duda importante, pero es parcial. Si bien podemos admi­
tir, con ella, que la tradición jurídica nos ha hecho lo que somos como 
sujetos y nos obliga a pensar en términos de derechos subjetivos, convie­
ne admitir igualmente que el dispositivo ha quedado bloqueado con la 
progresiva sustitución del sistema estatal westphaliano por la guberna­
mentalidad neoliberal. No bastará, por lo tanto, con animar, como ella 
hace, a los ciudadanos a que defiendan sus derechos frente a los nuevos 
poderes pluralizados. Habrá que combatir también por que estos ciuda-

38. Véase C. Colliot-Théléne, «Pour une politique des droits subjectifs. La lutte 
pour les droits comme lutte politique>>, L'Année Sociologique, vol. 59, n° 1, 2009, págs. 
231-258. 

39. Ibíd., pág. 252. 
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danos puedan coproducir las condiciones que permitan el reconocimien­
to efectivo de sus derechos y la satisfacción de sus necesidades. En otros 
términos, que sean no sólo ciudadanos sociales que hagan valer sus dere­
chos, sino ciudadanos activos política y cívicamente que pongan en prác­
tica su sentido de las responsabilidades en la producción común, capaces 
de inventar instituciones que les permitan ser coproductores conscientes de 
lo común y no sólo consumidores de servicios. 

El orden mundial por venir es incierto. Pero si la situación no se in­
vierte, ya se esbozan algunas tendencias. Lo más probable no es, sin duda, 
la marcha espontánea hacia un «pluralismo ordenado», bajo la referencia 
al tercero simbólico de la humanidad con el que sueña Mireille Del­
mas-Marty. Sería más bien la refeudalización de la que habla Alain Su­
piot, que se caracteriza por el declive de las funciones sociales del Estado 
y el desarrollo de sus funciones represivas, la fragmentación posible de los 
Estados-nación en «Estados-región» independientes, la multiplicación de 
los poderes locales y supranacionales, de acuerdo con una lógica de frag­
mentación múltiple, en la que cada sector de la sociedad produce sus 
normas al modo de un orden mafioso. Este caos normativo, en el que los 
más poderosos refuerzan cada vez más sus poderes y sus riquezas apoyán­
dose en los instrumentos de violencia estatales o paraestatales, es ya en 
parte nuestro mundo, especialmente en el campo económico. ¿Es toda­
vía posible darle respuesta reforzando el sistema estatal westphaliano? 
¿Habría que esperar a que vuelva a despertarse el espíritu republicano en 
un marco nacional? Existe un gran riesgo, si se sigue la tendencia de la 
«reestatalización nacional», de quedar desbordados y arrastrados por el 
amplio movimiento reactivo, nacionalista y xenófobo que amenaza con 
reforzarse en todas partes. Queda pendiente la pregunta de si no hemos 
llegado al final del modo de organización centralista del Estado y se han 
alcanzado los límites de las formas de subjetivación a él vinculadas. Ha­
bría que arriesgarse, entonces, a plantear otra pregunta: ¿cuál sería la or­
ganización política adecuada para dar forma institucional a la coproduc­

ción de los comunes mundiales? 



Propuesta política 9 
Hay que instituir una 

federación de los comunes 

Plantear la cuestión de las instituciones de lo común impone enfrentarse 
a lo que se suele llamar la «cuestión del poder»; dado que, como hemos 
visto, 1 es ilusorio pensar que una expansión de los comunes «por abajo» 
y de forma gradual acabe socavando los fundamentos del capitalismo 
hasta determinar su hundimiento. Debemos imponernos el pensar la 
construcción política de un nuevo poder sin ceder un ápice en cuanto al 
rechazo de la estrategia de la «toma del poder>>, entendida en el sentido 
de la conquista del poder de Estado. La «lección de la Comuna» es a este 
respecto exactamente opuesta a la que Trotski había considerado que se 
debía extraer: el ~pego al principio de la autonomía comunal no fue el 
«gran error» que ocultaba la <<cobardía ante la acción revolucionaria»? 
por el contrario, fue la prueba de una gran lucidez en lo referente al ca­
rácter profundamente autoritario y antidemocrático de la idea de un Es­
tado unitario y centralizado. El comunalismo dio pruebas, por lo tanto, 
de una gran coherencia al afirmarse de entrada como hostil a la «Repú­
blica una e indivisible».3 

Ahora bien, el único principio respetuoso de la autonomía de los 
gobiernos locales es el principio federativo. Como observó Proudhon: 

1. Véase supra, capítulo 3: es lo que entonces llamamos la ilusión de la «difusión por 
el exterior>>. 

2. Véase P. Dardot y C. Lava!, Marx, prénom: Karl, op. cit., págs. 318-319. 
3. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., pág. 571. (Trad. cast.: Sobre la revolución, 

Alianza, Madrid, 1988.) 
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Federación, del latín Joedus, genitivo foederis, es decir, pacto, contrato, tra­

tado, convención, alianza, etc., es una convención mediante la cual uno o 

varios cabezas de familia, uno o varios municipios, o uno o varios grupos 

de municipios o Estados, se obligan recíprocamente y la igualdad de los 

unos hacia los otros respecto a uno o varios objetos particulares cuya res­

ponsabilidad incumbe especialmente, entonces y exclusivamente a los dele­

gados de la federación. 4 

Lo esencial es esta reciprocidad y esta igualdad en la obligación que ex­
cluye toda subordinación de una de las partes implicadas en el pacto con 
las demás. Entendido de esta forma, tal principio se opone directamente 
al principio de soberanía del Estado-nación, que implica por su parte un 
poder supremo situado por encima de todos los otros y desligado (ab-so­
lutus) de toda obligación respecto a ellos.5 En este sentido, puede cons­
tituir un punto de apoyo para quien quiera definir las condiciones de 
una construcción política a partir del gobierno de los comunes: recuér­
dese, en efecto, que el término,«munus» remite a esta idea de una obli­
gación basada en la exigencia le reciprocidad y de mutualidad. 6 Pero, 
como se sabe, hay varias clases de federalismos. Podemos distinguir es­
quemáticamente: la federación de los pueblos-Estado a escala interna­
cional, la federación que une a varios Estados en el interior de un Estado 
(federación «intraestatal») o en el interior de una entidad que no es pro­
piamente un Estado. 

4. P. J. Proudhon, Du príncipe fédératif, Éditions TOPS/Trinquier, Antony, 1997, 
pág. 86. Basándose en esta misma etimología, Daniel Elazar comparafoedus con covenant 
(pacto) y hace de la combinación de la autoridad ejercida por uno mismo (self rule) y la 
autoridad compartida (shared rule) la característica del federalismo. Véase D. Elazar, 
Federal Systems of the World. A Handbook of Federal, Corifederal and Autonomy Arrangements, 
Longman, Harlow, 1991, pág. xv (citado por B. Théret, Protectíon socia/e et fédéralisme. 
L'Europe dans le miroir de l'Amérique du Nord, Presses de l'Université de Montréal, Mon­
treal, 2002, pág. 42). 

5. B. Théret, Protection socia/e etfédéralisme, op. cit., pág. 46, nota 9: Bruno Théret cita 
a T. O. Hueglin, «New Wine in Old Bottles? Federalism and Nation States in the Twen­
ty First Century. A Conceptual Overview», en K. Knop, S. Ostry, R. Simeon y K. Swin­
ton (dirs.), Rethínkíng Federalism. Cítízens, Markets, and Governments in a Changíng World, 
University ofBritish Columbia Press, Vancouver, 1995, pág. 203. 

6. Véase, sobre este punto, supra, capítulo 1. 

PROPUESTA POLÍTICA 9 
625 

El federalismo a escala internacional 

Empecemos por la federación de los Estados a escala internacional. Kant 
es el autor de un bosquejo filosófico titulado Hacia la paz perpetua (1795). 
En él, enuncia tres artículos definitivos destinados a obtener dicha paz, 
cada uno de los cuales corresponde a un nivel distinto del derecho públi­
co. El primero de dichos artículos estipula: <<La constitución cívica de cada 
Estado debe ser republicana», lo que corresponde al primer nivel, el del 
derecho cívico de los hombres en un pueblo (íus cívítatís). El segundo dice: 
«El derecho de gentes debe basarse en un federalismo de Estados libres», lo 
que corresponde al nivel del derecho de los Estados considerados en sus 
relaciones recíprocas (ius gentium). El tercero afirma: «El derecho cosmopo­
lita debe restringirse a las condiciones de la hospitalidad universal», lo que 
corresponde al nivel del derecho no internacional, sino cosmopolita, «en 
la medida en que hombres y Estados, que están en relaciones de influencia 
exterior recíproca, deben ser considerados como ciudadanos de un Estado 
universal de los hombres (ius cosmopoliticum)».7 Como se ve, el federalismo 
de los Estados libres (derecho de gentes) presupone que la constitución de 
los Estados así vinculados sea republicana (derecho cívico), es decir, se base 
en la separación del poder ejecutivo (el gobierno) y el poder legislativo. 
Esta federación constituiría una «alianza entre los pueblos» y no un <<Estado 
de los pueblos», esto es, un Estado federativo único a escala mundial. 
Lejos de poner fin a la pluralidad de los Estados, la presupone, del mismo 
modo que presupone que esta pluralidad sólo puede ser la de los «pueblos 
en cuanto Estados», quedando así excluido que la federación de los pue­
blos pueda distinguirse de la federación de los Estados. La idea federativa 
es aquí solamente la de una «alianza de paz» (foedus paciftcum) permanente 
en virtud de la cual los Estados republicanos se comprometen a trabajar 
por el cese definitivo de todas la guerras. Así, no tiene el mismo contenido , 
que la «idea positiva de una república mundial».8 En definitiva, la federa­
ción de las naciones sólo es un medio que usan los Estados para proteger­
se de la guerra, a costa de renunciar al supuesto «derecho a hacer la guerra». 

Una federación interestatal como esta, puramente defensiva, no es de 
ninguna ayuda cuando se trata de pensar una coordinación Ele los comu-

7. E. Kant, Vers la paíx perpétuelle, Garnier-Flammarion, Paós, 1991, págs. 83-84. 
(Trad. cast.: La paz perpetua, Tecnos, Madrid, 2013.) 

8. Ibíd., pág. 93. 
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nes a escala mundial basada en el principio político del autogobiemo: no 
cuestiona fundamentalmente la soberanía nacional y excluye el federalis­
mo de la estructura interna de cada Estado, debido al apego persistente al 
principio de soberanía. Por otra parte, debemos estar atentos al hecho de 
que encuentra su complemento en un derecho cosmopolita cuyo único 
artículo proclama un «derecho de visita>> para el extranjero, formalmente 
distinguido de un «derecho de residencia>>: el reconocimiento de este 
derecho impone a los Estados que acojan en su suelo a todo extranjero 
mientras éste no amenace su existencia, sin considerar una instalación 
duradera en el país. Lo que Kant considera, muy precisamente, con este 
«derecho de visita» son las condiciones jurídicas del desarrollo del comer­
cio internacional: rechaza así el «argumento de la terra nullíus en virtud 
del cual los europeos, en América y en África, consideraron inexistentes 
los derechos de las poblaciones indígenas» y justificaron la colonización.9 

Tal es el verdadero contenido del «derecho de ciudadanía mundial», que 
no tiene en cuanto tal ninguna significación positiva: su función es exclu­
sivamente favorecer los interca~ios comerciales entre las naciones, de 
las que se espera, de acuerdo con una visión muy extendida en aquella 
época, que contribuyan a pacificar las relaciones internacionales. 10 Se 
confirma así que el «Estado universal de los hombres» (tercer nivel del 
derecho público) no tiene más realidad que la «suprasensible» en el orden 
moral que corresponde al deber. 11 Este argumento remite a su vez a una 
interpretación bastante singular de la idea de la «posesión común origina­
ria» del suelo, del que hemos visto más arriba qué papel desempeñaba en 
Locke. Mientras que este último buscaba justificar el paso de la copose­
sión indivisa a la apropiación privada exclusiva prescindiendo del artificio 
de una convención, Kant llega a hacer de esta «posesión común origina­
ria» el fundamento del derecho a la propiedad privada. En efecto, lejos de 
remitir a un origen histórico, cualquiera que sea, sólo se trata de una «idea 
de la razón» que permite establecer la imposibilidad jurídica de una res 

9. Sobre este punto, remitimos a las explicaciones muy convincentes de Catherine 
Colliot-Thélene, «Pour une politique des droits subjectifs», loe. cit., págs. 118-119. 

10. Leyendo a Kant, Michel Foucault interpreta la <<planetarización comercial» como 
la <<garantía de la paz perpetua» (véase M. Foucault, Naissance de la biopolitique, op. cit., 
pág. 60. Trad. cast.: Nacimiento de la biopoUtica: curso del College de France, Akal, Madrid, 
2012). 

11. Véase sobre este punto supra, capítulo 1: <<Lo común, entre lo vulgar y lo uni­
versal>>. 
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nullíus: ninguna cosa está completamente vacante porque todos, «no co­
lectivamente, sino distributivamente», deben considerarse dotados del 
mismo derecho a apropiarse de una parte de la tierra todavía inapropiada. 
Esto ir~dica hasta qué punto lo «común» de la posesión común original 
del suelo «se reduce a la licencia concedida a todos, es decir, a cada uno, 
para declarar suya una porción del suelo que ningún otro se ha apropiado 
anteriormente». 12 Se verifica así que el tipo de federación propuesta 
(alianza interestatal puramente defensiva destinada a garantizar la paz) 
está vinculada al «derecho de visita» del individuo, puesto que ambos 
aspectos «se derivan del mismo principio, la libertad de poseen>. 13 Es 
fácil de entender que un «común» así, el del derecho de cada cual a la 
apropiación, poco puede tener que ver con el común del uso que se 
trata en este libro. 

La república federativa 

Hay, sin embargo, otra clase de federalismo, relativa en este caso a la es­
tructura interna del Estado (el derecho cívico), no ya a las relaciones ex­
temas recíprocas de los distintos Estados a escala internacional (el «dere­
cho de gentes»). La referencia en la materia es el <<Libro IX» de la obra de 
Montesquieu Del espíritu de las leyes, más precisamente los capítulos i, ii y 
iii, consagrados a la «constitución federativa» y a la «república federativa». 
Hablando de esta última, Montesquieu escribe: «Esta forma de gobierno 
es una convención mediante la cual varios cuerpos políticos consienten 
en convertirse en ciudadanos de un Estado más grande que quieren for­
mar. Es una sociedad de sociedades, que hace una sociedad nueva, que 
puede crecer mediante nuevos asociados que se unem.14 Mediante esta 
definición famosa (<<sociedad de sociedades»), Montesquieu rompía con la 
identificación establecida por Pufendorf entre lo estatal y lo nacional, por 
una parte, y lo interestatal y lo internacional, por la otra; doble identifi-

12. C. Colliot-Thélene, <<Pour une politique des droits subjectifs», loe. cit., pág. 135. 
La autora cita, en nota a pie de página, esta afirmación de Durkheim (Lecciones de so­
ciolog{a) en la que interpreta a Kant: <<El derecho que la humanidad tiene sobre la tierra 
implica el derecho de los particulares a ocupar porciones restringidas de la superficie de 
la tierra>>. 

13. lb{d., pág. 137. 
14. Montesquieu, De !'Esprit des !oís, Classiques Gamier, París, 1973, t. 1, pág. 140. 
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cación que era consecuencia del principio de la soberanía: con esta unión 
de varias repúblicas, tenemos una asociación de repúblicas que no es de 
orden internacional, porque los Estados ligados por el pacto federativo 
componen a escala internacional una sola unidad. Y los ciudadanos de · 
cada una de esas repúblicas se convierten al mismo tiempo en ciudadanos 
de la república surgida de la federación de todas ellas. La república fede­
rativa combina, en consecuencia, las ventajas respectivas de la república 
respecto a su interior y de la monarquía «con respecto al exterior». 15 

A diferencia del federalismo preconizado por Kant, esta forma de fe­
deración fue experimentada en varias ocasiones a lo largo de la historia. 
El propio Montesquieu menciona la República de las Provincias Unidas 
de Holanda, la República Federativa de Alemania y las Ligas Suizas, y 
elogia el ejemplo de la antigua República de Lycia, que agrupaba a vein­
titrés ciudades. 16 Este elogio enfático de la república federativa inspiró 
en parte, sin duda, a los dirigentes de la Revolución norteamericana. 
Madison se desmarcó de esta teoría de la «república compuesta»17 po­
niendo de relieve el carácter mixtJde la república norteamericana, «mi­
tad nacional, mitad federal». 18 Pero Harnilton citará en un artículo del 
Federalista de 1788 los capítulos i y iii del «Libro IX» de El espíritu de las 
leyes, en particular, el pasaje sobre la Confederación de Lycia, planteado 
de tal manera que las veintitrés «ciudades» griegas anuncian los «Esta­
dos» de la unión. 19 Por su parte, los antifederalistas invocarán a Montes­
quieu contra los partidarios del Estado federal. Sea como sea, estos últi­
mos tenderán en este debate a presentar el federalismo como una «técnica 
de reparto vertical de los poderes»,20 lo que permite quitarle todo conte­
nido social determinado y presentarlo como una solución «técnica» a un 
problema «técnicm>. 

15. Ibid., pág. 142. 
16. Ibid., pág. 144. 

17. Véase Le Fédéralíste, n.0 10, 22 de noviembre de 1787, en A. Hamilton, J. Jay y 
J. Madison, Le Fédéralíste, editado por Anne Amiel, Gamier-Flammarion, Paris, 2012, 
págs. 128-141. 

18. O. Beaud, <<Fédéralisme», en P. Raynaud y S. Rials (dirs.), Díctíonnaíre de phílos­
ophíe polítíque, op. cit., pág. 273. Véase Le Fédéralíste, n° 38, 12 de enero de 1788, en 
A. Harnilton, J. Jay y J. Madison, Le Fédéralíste, op. cit., págs. 307-315. 

19. P. Vemiere, Montesquíeu et /'esprit des /oís ou la Raíson ímpure, SEDES, París, 1977, 
pág. 124. 

20. O. Beaud, «Fédéralisme», loe. cit. 

PROPUESTA POLÍTICA 9 
629 

En realidad, esta presentación escamotea lo esencial. Desde el punto 
de vista estricto de la democracia, se pone de manifiesto ya una diferencia 
bastante clara entre un «federalismo judicial», en el que es la Corte Su­
prema la que con sus interpretaciones es garante de la Constitución, y un 
federalismo que promueve el referéndum, en el que es el pueblo, a través 
de su voto directo, el garante último.21 Por eso, una vez más, no hay 
que darle la razón a Hannah Arendt cuando ensalza la Revolución nor­
teamericana por haber hecho de la auctoritas una función no «política», 
sino <:jurídica»: el hecho de que se otorgue a un colegio de jueces la 
responsabilidad de ejercer «una especie de poder constituyente perma­
nente»22 no habla a favor del federalismo norteamericano, sino en su 
contra. Confiar el «control de la constitucionalidad» a la «rama judicial 
del gobierno» choca de frente, en efecto, con la concepción democrática 
de la separación de los poderes, pues concede a lo judicial una preemi­
nencia sobre los órganos propiamente políticos, tanto más cuanto que se 
trata de jueces vitalicios y no de funcionarios electos y revocables. Desde 
un punto de vista más general, habría que preguntarse si el elogio del 
principio federativo de la Comuna no está en completa contradicción 
con el elogio, en la misma obra de Arendt, de «la más importante» de las 
innovaciones constituyentes norteamericanas: en la cita reproducida en 
el último capítulo del ensayo De la revolución, Odyssée Barran afirma que, 
como <<revolución social», la Comuna de 1871 continúa y debe culminar 
1793, mientras que, «como revolución política», es una «reacción contra 
1793 y un retomo a 1789».23 En la mente de muchos communards, no 
sólo no había ninguna contradicción entre revolución social y revolu­
ción política, sino que el principio federativo heredado de 1789 era la 
forma política más adecuada para llevar a buen puerto el cuestionamien­
to del derecho absoluto de propiedad iniciado en 1793.24 Pero la inter­
pretación arendtiana de la Revolución francesa va exactamente en la di­
rección opuesta, haciendo de la importancia que en ella adquirió la 

21. Ibfd., pág. 43, nota 5. 
22. H. Arendt, De la Révolutíon, op. cit., pág. 509. (Trad. cast. antes citada.) 
23. Ibfd., pág. 571. Más adelante, en este mismo capítulo, veremos que-Proudhon, 

lejos de oponer 1789 a 1793, veía en 1793 la continuación de una tendencia unitaria y 
centralista ya iniciada en 1789. 

24. De hecho, en la Declaración al Pueblo Francés del 19 de abril de 1871, los 
communards hacen referencia al movimiento de las comunas iniciado desde el siglo XII. 

Sobre este punto, véase P. Dardot y C. Laval, Marx, prénom: Karl, op. cit., pág. 308. 
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cuestión social el fermento del que nació el Terror, como si el objetivo 
de liberar al pueblo de la miseria reclamara por sí mismo el recurso a los 
medios de la violencia más desatada.25 En lo que a esto se refiere, no 
podemos más que suscribir el dictamen de Castoriadis: <<La cuestión eco_. 
nómica y social no es, de hecho, tenida en cuenta en el primer momen­
to instituyente de las colonias de la Nueva Inglaterra. Arendt se felicita de 
ello, como si no fuera éste precisamente uno de los factores que condi­
cionaron una evolución de la sociedad norteamericana que por otra par-

- te ella deplora»26 Dicho de otra manera, es la ignorancia de la cuestión 
social la que condujo a los Estados Unidos a ceder cada vez más a la ló­
gica unitaria del Estado-nación y a volver así la espalda al principio fede­
rativo de las «pequeñas repúblicas» elementales que un J efferson elogiaba 
al final de su vida. Lo social se toma entonces la revancha de la peor de 
las formas: la constitución de una oligarquía que se dedica metódicamen­
te a mantener al pueblo apartado de toda participación directa en los 
asuntos públicos, haciendo de la política «un oficio y una carrera» e in­
troduciendo en la política los mé~dos de la publicidad, «que convierte 
las relaciones entre el elector y el elegido en relaciones entre cliente y 
vendedor». 27 

Federalismo intraestatal e interestatal 

A la luz de tal evolución, la cuestión es saber en qué medida el federalis­
mo se puede pemútir, no poner a una distancia ilusoria lo social, sino 
darle una expresión organizada con el fin de combatir mejor los efectos 
más perversos. Se ve entonces que la variedad de las arquitecturas insti­
tucionales existentes no está, ni mucho menos, directamente correlacio­
nada con una dive;sidad correspondiente de los contenidos sociales (por 
ejemplo, de los sistemas de protección social). Hay quien ha propuesto 

25. Ibíd., pág. 377: «Fue la necesidad, fueron las necesidades acuciantes del pueblo 
las que desencadenaron el Terror y llevaron a la Revolución a su pérdida»; pág. 406: «De 
entrada, o casi, la orientación de la Revolución francesa se desvió de esta dirección fun­
dadora debido a la inmediatez del sufrimiento; fue determinada por las exigencias de la 
liberación, no de la tiranía, sino de la miseria, y fue empujada a actuar por la inmensidad 
sin límites de la miseria del pueblo y de la piedad que ésta suscitaba». 

26. C. Castoriadis, Quelle démocratie?, op. cit., pág. 241. 
27. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., págs. 580-581. (Trad. cast. antes citada.) 
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distinguir entre «federalismo interestatal» (Canadá y la Europa en forma­
ción) y «federalismo intraestatah> (Suiza, los Estados Unidos y Alemania) 

con el fin de distinguir mejor un Estado unitario administrativamente 
descentralizado, como el Estado norteamericano, de un federalismo «no 
centrado», <<con vocación asimétrica y multinacional», como Canadá, 
donde la relación entre gobierno federal y gobiernos provinciales se hace 
por medio de una red de «conferencias federales-provinciales».28 Pode­
mos aprovechar el ejemplo canadiense para reflexionar sobre el modo en 
que la Unión Europea podría reorganizar sus propias instituciones en el 
espíritu de una ciudadanía social reforzada y de un federalismo moneta­
rio.29 Pero, considerada desde el punto de vista del vínculo existente 
entre fonna institucional y contenido social, la experiencia de la cons­
trucción europea revela ser más bien un perfecto contraejemplo. Dicha 
construcción se ha nutrido, para autolegitimarse, de fuentes intelectuales 
muy diversas, desde la reflexión de Kant sobre la paz perpetua hasta el 
ordoliberalismo alemán y su legitimación del Estado por el mercado.30 

Desde el punto de vista de su realidad institucional, la unión no es ni un 
Estado supranacional ni una unión de varios Estados según un modelo de 
república federativa ni una alianza defensiva que dependería directamen­
te y en exclusiva del derecho de gentes, ni tampoco un poco de cada una 
de estas cosas al mismo tiempo. La crisis que la atraviesa es muy profunda 
y afecta a sus fundamentos. Por eso ni el retorno a la soberanía nacional 
ni la fuga hacia adelante que consiste en añadir el techo de una constitu­
ción política federal a los fundamentos existentes pueden abrir una ver­
dadera salida. 

Jürgen Habermas propuso recientemente un reordenamiento institu­
cional destinado a remediar la deriva tecnocrática de lo que él llama el 
«federalismo ejecutivo»31 Pero esta posición se apoya en una lectura 

28. Bruno Théret se refiere a Smiley, Protection socia/e etjédéralisme, op. cit., pág. 69. 
29. Éste es el punto de vista adoptado por Bruno Théret en ibíd. 

30. Para una presentación del ordoliberalismo, véase M. Foucault, Naissance de la 
biopolítique, op. cit., págs. 81-184 (trad. cast.: Nacimiemo de la biopolítica: curso del College de 
France, Akal, Madrid, 2012), así como P. Dardot y Ch. Lava!, La Nouvelle raison du mon­
de, op. cit., págs. 187-218 (trad. cast.: La nueva raz6n del mundo: ensayo sobre la sociedad 
neolíberal, Gedisa, Barcelona, 2013). 

31. J. Habermas, La Constitution de l'Europe, Gallimard, París, 2012, págs. 14 y 71. 
La expresión <<federalismo ejecutivo>> es tomada de los representantes del Estado de Que­
bec, quienes la fmjaron para criticar el cortocircuitado de los distintos parlaméntos de 
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insostenible del Tratado de Lisboa: este último no estaría muy lejos de 
dar a la Unión Europea la forma de una «democracia transnacional»,32 

en la medida en que consagraría la división del poder constituyente entre 
los ciudadanos de la unión y los pueblos de los Estados miembros. En su· 
artículo 1, apartado 1, el Tratado de Lisboa menciona, ciertamente, la 
«voluntad de los ciudadanos y de los Estados de Europa», pero ¿qué es lo 
que justifica atribuir a este «y» un sentido partitivo, como si hubiera que 
entender que los ciudadanos y los Estados constituyen dos sujetos distin-

-tos? En realidad, la cualidad de Ciudadano de la unión no es una cualidad 
jurídicamente distinta de la de ciudadano de un Estado miembro, simple­
mente porque hay equivalencia entre ser «ciudadano de la unión» y ser 
«ciudadano de un Estado miembro de la unióm: es en cuanto ciudadano 
de un Estado miembro que un europeo es ciudadano de la unión y de 
ningún otro modo. De hecho, lo que se le escapa por completo a Haber­
mas es la conexión interna entre tres aspectos que, a menudo, se tienden 
a disociar en el debate: 1) el «federalismo ejecutivo», que privilegia lo 
intergubernamental (el Consejo Eliropeo) a expensas del Parlamento; 2) 
la constitucionalización de la competencia, que estimula la especulación 
y engendra el endeudamiento de los Estados; 3) la negativa a reconocer 
derechos sociales como derechos fundamentales.33 La forma «experto­
crática>> deplorada por Habennas no se deriva de un «déficit democráti­
ca» de orden superestructura! que se podría remediar aisladamente, sino 
que es requerida por el contenido social que estuvo en el punto de par­
tida de toda la empresa. La primacía de la competencia y el carácter se­
cundario de los derechos sociales imponen, una vez reconocidos, hacer 
de la Comisión y del Consejo de Ministros los dos órganos encargados de 
«promover el interés general>>: su independencia con respecto a los ciu­
dadanos y al Parlamento se convierte entonces lógicamente en una ga­
rantía de la no intrusión de intereses sociales sospechosos, a priori, de 
falsear el principio de competencia. 

Canadá mediante el recurso cada vez más sistemático de las conferencias interguberna­
mentales (ibíd. págs. 186-187, nota 2). 

32. Ibíd., págs. 15 y 76. 
33. Sobre este punto, véase el artículo de Gérard Raulet, «La crise de l'Union eu­

ropéenne: une crise de légitimíté démocratique>>, en Y. C. Zarka, Rifaire l'Europe avec 
Jürgen Habermas, PUF, París, 2012, págs. 98-102. 
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El verdadero alcance del principio federativo 

La cuestión es, por lo tanto, determinar el principio federativo de tal 
manera que esté directamente articulado con la concepción de una de­
mocracia que no se detenga en la esfera de lo «social» suponiéndolo or­
gánicamente ajeno al «dominio público» de la política pura, sino que 
haga valer en el ágora y en la ekklesia, por retomar los términos de Cas­
toriadis, la misma exigencia política bajo formas distintas. Esta preocupa­
ción por una continuidad de lo social en lo político es precisamente la 
que ha llevado a algunos a relanzar la iniciativa del jurista Johannes 
Althusius, hasta el punto de presentar su pensamiento como el crisol de 
la «noción original del federalismo», que habría que oponer al federalis­

mo moderno de tipo «estatal».34 

En realidad, la idea madre de la doctrina expuesta en su Política metho­
dica digesta (1603) no es la de federación, sino la de consocíatio symbíotica, 
lo que Pierre Mesnard opta por traducir como «comunidad simbiótica», 
para darle a la noción una unidad orgánica que tendría por efecto la 
«transformación de sus miembros en símbiotes o comensales».35 Se trata, 
en efecto, de una verdade.t:_a comunidad de vida (sim-biosis), cuya dimen­
sign afectiva y espiritual es lo que proaucela-:-(<ih_e:sión?6 Pero Althusiús 
quiere construir las comunidades por orden de complejidad creciente a 
partir de las comunidades simples o privadas, hasta las comunidades mix­
tas o públicas, cuya forma superior es el Estado: este método reproduce 
el «orden genético exacto» en el que las comunidades restringidas engen­
dran las más integrativas. De este modo, los organismos más simples ge­
neran las comunidades más complejas incorporándose a estas últimas en 
calidad de miembros. Las dos grandes comunidades privadas son la fami­
lia y el «colegio» o la «compañía», agrupación civil y voluntaria cuyos 
miembros son <<compañeros». Las compañías que tienen la mayor exten­
sión son los diferentes órdenes: clero, nobleza y tercer estado. Mediante 
la coalescencia de varias comunidades privadas se constituyen las comu­
nidades públicas o uníversitates, cuyos miembros son ciudadanos. Pierre 

34. O. Beaud, <<Fédéralisme>>, loe. cit. 
35. P. Mesnard, L'Essor de la philosophie politique au xvf síecle, Vrin, París, 1977, 

pág. 578. 
36. Ibíd., pág. 5S1. Pierre Mesnard indica que todo el léxico de Althusius está des­

tinado a significar el calor del sentimiento colectivo que da a cada comunidad su unidad. 
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Mesnard destaca que este término adquiere en Althusius una significa­
ción específica: sólo es posible convertirse en ciudadano como simbiote 
que se ha puesto a prueba en una compañía, de modo que los elementos 
del cuerpo cívico no son los individuos, sino las comunidades constitu­
yentes.37 Hay dos clases de comunidades públicas: el municipio (muni­

cipio rural, pueblo, parroquia, municipio urbano) y la provincia, cuyas 
reglas son perfectamente homólogas. Por encima de todas estas comuni­
dades públicas particulares, pero procediendo siempre de ellas por coales-

_cencia, se tiene finalmente el Estado o «comunidad simbiótica inte­
gral».38 Esta comunidad es a su vez dirigida por un colegio de ephoros y 

un magistrado supremo: los ephoros constituyen el colegio supremo guar­
dián de la Constitución, la instancia que representa al pueblo y habla en 
su nombre, mientras que el magistrado supremo es el administrador y el 
agente investido del poder ejecutivo. Pero esta dualidad no debe enmas­
carar la superioridad que le corresponde al cuerpo colectivo sobre el 
primer magistrado: este último es tan sólo un mandatario o «fiel»,39 y en 
nombre de la comunidad global rn.ítma los ephoros lo someten a la justicia 
y a la ley. En virtud del continuurn que hace pasar de cada comunidad a la 
que le es inmediatamente superior, es siempre el mismo principio el que 
prevalece en cada uno de los niveles, el de una dualidad de los poderes, 
con una superioridad de lo colectivo sobre su mandatario: superioridad 
de la compañía sobre su presidente, superioridad del colegio municipal 
sobre el alcalde, superioridad de los estados (en el sentido de «Órdenes») 
de cada provincia sobre el conde que es su jefe, etc. 

¿Qué podemos aprender del principio de esta construcción del cuerpo 
político a partir de los cuerpos sociales más simples? Ciertamente, aquí el 
Estado se constituye desde abajo y no a partir de un centro. Pero esta 
doctrina se basa enteramente en una concepción de lo social que merece 
ser cuestionada. En efecto, lo social es pensado de acuerdo con una lógi­
ca de integración de corporaciones cada vez más complejas, de tal mane­
ra que podemos preguntamos si tal concepción «no es más una doctrina 
corporativista que una doctrina federalista». 40 En estas condiciones no se 

37. Ibíd., pág. 587. 
38. Ibíd., pág. 593. 
39. Nota del T.: En el original,Jéa1, palabra medieval que significa «fieh, incluida en 

fórmulas equivalentes a <<su fiel servidor>>. 
40. O. Beaud, <<Fédéralisme>>, loe. cit. 
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entiende que un «federalismo» de esta clase pueda ser considerado ade­
cuado para la forma de una coordinación entre redes en correspondencia 
con la tecnología y la dimensión constituyente de los movimientos socia­
les actuale~. 41 Y cuesta igualmente ver cómo podría inspiramos para pen­
sar la articulación entre los diferentes comunes a todos los niveles de la 
vida social: el uso común es radicalmente incompatible con el principio 
de la organización corporativa si «común» no se limita a significar «reser­
vado a ciertas comunidades en cuanto comunidades». 

Tenemos que volver al enunciado del principio federativo para tratar 
de identificar el tipo de federación apropiado para la práctica del uso 
común a todos los niveles de la vida social. En Del principio federativo, 
Proudhon opone el «contrato de federación», mediante el cual los con­
tratantes «se obligan recíproca e igualmente los unos para con los otros>>, 
a la comunidad, en la que ve «la imagen en miniatura de todos los Estados 
absolutos>>. La federación procede, efectivamente, de una doble exigen­
cia: por un lado, una exigencia de reciprocidad entre los contratantes 
(desde este primer punto de vista, el contrato es «sinalagmático>> o «bila­
teral»); por otra parte, una exigencia de equivalencia entre lo que se da a 
cada contratante y lo que se compromete él mismo a dar (desde este se­
gundo punto de vista, el contrato es «conmutativo>>). En tales condicio­
nes, los contratantes se reservan más derechos y libertades de los que 
ceden al formar el pacto. Opuestamente, la <Komunidad>> exige de los 
asociados que le hagan don de su independencia y que se le entreguen 
por entero.42 

Proudhon especifica en estos términos el principio de la oposición 
entre la comuna y la comunidad: «La Autoridad encargada de su ejecu­
ción [del contrato de federación] nunca puede prevalecer sobre sus cons­
tituyentes, quiero decir que las atribuciones federales nunca pueden ex­
ceder en número a las de las autoridades comunales o provinciales, al 
igual que éstas no pueden exceder a los derechos o prerrogativas del 
hombre y del ciudadano. Si fuera de otro modo, la comuna sería una 

41. En la sesión del 21 de marzo de 2002 del seminario <<De lo público a io común», 
Negri presentó el federalismo de Althusius, precisamente, a partir de la oposición entre 
«red» y <<pirámide». 

42. P. J. Proudhon, Du principejédératif, op. cit., pág. 87. La cláusula del contrato de 
Rousseau («la alienación total de cada asociado con todos sus derechos a toda la comu­
nidad>>) define, desde este punto de vista, un modelo perfecto de <<república unitaria>>. 
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comunidad[ ... ]» Y enuncia así lo que considera como la «ley fundamen­

tal» de todo sistema federativo: 

En resumen, el sistema federativo es lo opuesto de la jerarquía o la centra­
lización administrativa y gubernamental por la que se distinguen, ex aequo, 

las democracias imperiales, las monarquías constitucionales y las repúblicas 
unitarias. Su ley fundamental, característica, es la siguiente: en la federación, 
los atributos de la autoridad central se especializan y se restringen, disminu­
yen en número, inmediatez y, sí puedo decirlo así, en intensidad, a medida 
que la Confederación se desarrolla mediante el acceso de nuevos Estados. 
En los gobiernos centralizados, por el contrario, los atributos del poder 
supremo se multiplican, se extienden y se inmediatizan, se incluyen en las 
competencias del Príncipe los asuntos de las provincias, comunas, corpo­
raciones y particulares, en relación directa con la superficie territorial y la 
cifra de la población. 43 

Tal «ley fundamental» es bien diferente de lo que la construcción euro­

pea nos ha habituado a designarkon la expresión «principio de subsidia­
ridad». Como indica pertinentemente Bruno Théret: 

En efecto, se puede recurrir al principio de subsidiaridad tanto para exten­
der como para limitar las prerrogativas de la Unión y su dominio de inter­
vención. Como principio dinámico de descentralización que permite esca­
lonar el poder asignando las diversas competencias a diferentes niveles de un 
sistema político concebido como un súper-Estado unitario en construc­
ción, se inscribe todavía en el marco de una representación funcionalista y 

centralista del poder político. 44 

Por este hecho, tal principio, como es formulado en el artículo 3b del 
Tratado de Maastricht, es perfectamente compatible con un proyecto 

centralista sometido al principio de la competencia, ya que condiciona 

tan sólo la intervención de la unión a la imposibilidad por parte de los 
Estados miembros de alcanzar «lo suficiente» los objetivos de la acción 
propuesta.45 Tiene poco que ver, por lo tanto, con un reconocimiento 

del principio de la disminución de las atribuciones en función de la pro­

gresión de los escalones. 

43. Ibíd., págs. 88-89. 
44. B. Théret, Protection soda/e etfédéralisme, op. cit., pág. 41. 
45. Ibíd., nota 1. 
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Además, para apreciar mejor la posición de Proudhon, hay que sub­

rayar la continuidad entre su precoz critica (1840) de la idea misma de 

gobierno y la promoción, unos veinte años más tarde (1862) de la idea 
de federación en las relaciones entre los Estados. En efecto, los Estados 

son llamados a federarse a escala internacional, no con Estados unita­
rios relativamente a su condición interna, sino que constituyen por sí 

mismos federaciones de comunes. El campo de aplicación del principio 
federativo no está, pues, limitado al «derecho de gentes», ya que tiene por 

función asegurar la continuidad de la comuna a la provincia, de la pro­

vincia al Estado, del Estado a la federación de los Estados. 46 Si tomamos 
prestado el vocabulario de Kant, diremos que este principio concierne 

tanto al derecho cívico (primer nivel del derecho público) como al dere­

cho de gentes (segundo nivel del derecho público). Sin embargo, pode­
mos dudar de que tales distinciones sigan teniendo un sentido, ya que 

presuponen la centralidad del Estado. Es cierto que la exigencia de una 
«constitución republicana» (primer artículo del Tratado de Paz Perpetua) 

es sustituida ahora por la exigencia de una «constitución federativa» in­
tema de cada Estado. Pero esta misma organización federativa se prolon­

ga en el plano internacional en las relaciones entre los distintos Estados, 

que no tienen por vocación formar un súper-Estado mundial, ya que esta 
idea de un súper-Estado equivaldría a traicionar el principio federativo 

mismo, proyectando la misma forma desde un nivel determinado al nivel 
superior. A la inversa, cuanto más nos elevamos de un nivel al otro, más 
deben restringirse las atribuciones y especializarse, de tal manera que los 

niveles inferiores conserven el máximo de prerrogativas y de poder de 

iniciativa, lo cual excluye la integración de los distintos Estados en un 
Estado mundial. Es concebible imaginar «Conferencias)) entre Estados a 

la escala de una región o de un continente, que tendrían a su vez que 
coordinarse a escala mundial. Lo que se dibuja entonces es un federalis­

mo radicalmente no estatal, más que estrictamente «interestatal», en el 
sentido que lo hemos entendido más arriba: hablando con propiedad, 

46. En una carta del 2 de noviembre de 1862, escrita durante la redacción de su 
obra Del principio federativo, Proudhon resumirá toda su trayectoria en estos términos: <<Si 
en 1840 empecé por la anarquía, conclusión de mi crítica de la idea gubernamental, es 
porque tenía que terminar en la federación, base necesaria del derecho de gentes euro­
peo, y más tarde de la organización de todos los Estados>>. Citado por O. Beaud, <<Fédé­
ralisme», loe. cit. 
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el Estado no desaparece, pero no constituye más que un escalón entre 
otros en el interior de un continuum institucional que lo excede tanto por 
abajo como por arriba. Aunque corresponde a la realidad histórica y so­
cial de un «pueblo», ahora este escalón queda destituido de todo privile­
gio particular. Un federalismo no estatal es, en este sentido, un federalis­
mo no centrado. 

La Comuna parisina se basó precisamente en esta comprensión de la 
lógica propia del principio federativo para elaborar su programa. La pro-

- clamación adoptada durante su segunda reunión abre así, explícitamente, 
la perspectiva de la «constitución de la federación de las comunas de 
Francia».47 No tiene nada de sorprendente que Marx tuviera que revisar 
su antigua posición para reconocer la originalidad de la constitución co­
munal en 1871. En su Discurso al Comité Central de marzo de 1850, afir­
maba contra los partidarios de la república federativa: «Los trabajadores 
deben no sólo combatir por la república una e indivisible, sino también, 
en su seno, por la centralización más decidida del poder en manos del 
poder del Estado. No deben dejar~ extraviar por los discursos democrá­
ticos sobre la libertad de las comunas (Freiheit der Gemeinde), el autogo­
bierno (Selbstregierung), etc.». Marx es todavía más categórico al afirmar 
que no se puede tolerar que un derecho de ciudadanía comunal «se per­
petúe a través de una constitución comunal llamada libre», para luego 
referirse elogiosamente al ejemplo de centralización aportada por la 
Francia de 1793. En una nota añadida a la edición de 1885 de este Dis­
curso, esto es, cerca de quince años después de la Comuna, Engels indica 
que no ha renunciado en lo más mínimo a la idea de la centralización 
política nacional como objetivo político del proletariado. Muy preo­
cupado por disipar un «malentendido» sobre el sentido de la crítica por 
parte de Marx del c9munalismo en 1850, opone el autogobierno provin­
cial y local de la Francia de la revolución, que compara con el que existe 
en los Estados Unidos de Norteamérica, con el «egoísmo tozudo, canto­
nal o comunal que nos resulta chocante y nos repugna en Suiza». Este 
fácil contraste entre la gran Norteamérica y la estrechez de Suiza no 
apunta tanto a oponer un federalismo al otro, como a justificar retrospec­
tivamente el combate librado contra los «republicanos federalistas de Ale-

47. G. Lefran<;:ais, Le Mouvement communaliste a París en 1871, Ressouvenances, 
Coeuvres-et-Valsery, 2001, pág. 197. 

J:éEL---------~------------------------ ---- -- -- -

PROPUESTA POLÍTICA 9 
639 

mania del Sur», que en 1849 soñaban con el modelo de los cantones 
suizos. Más allá de esta lógica de autojustificación, su función es sobre 
todo restringir el reconocimiento del autogobierno comunal a unas con­
diciones estrictas: la autonomía provincial y local sólo es admisible si se 
inscribe en el interior del marco definido por la centralización política 
nacional. 48 Esto es tanto como decir que no se trata de hacer de esta au­
tonomía el mecanismo de una construcción política no unitaria y no cen­
tralizada, de tal manera que queda muy vaciada de su sustancia. Siempre 
volvemos a tropezar con el mismo límite del marxismo: al tener el prole­
tariado como primer objetivo la conquista del poder del Estado, debe 
centralizar sus propias fuerzas y tiene necesidad, con tal fin, de un Estado 
unitario y centralizado. 

Frente a esta idealización política de 1793, Proudhon había replicado, 
primero en su obra De la capacidad política de las clases obreras (1865), ins­
cribiendo ese momento en un proceso multisecular de formación de la 
unidad francesa «por anexiones sucesivas» que la revolución no hizo más 
que continuar desde 1789: «Los reformadores del 89, retomando la obra 
monárquica, erigieron ese régimen de unidad en doctrina de Estado, con 
las aclamaciones prolongadas aquel día de todo el pueblo».49 Las comu­
nas resistieron todavía cierto tiempo, pero su vitalidad fue directamente 
menoscabada por las constituciones del año n y del año III, que hicieron 
de la administración municipal una simple subdivisión de la administra­
ción central, y luego mediante la institución de los prefectos el 17 de 
febrero de 1800. Esta evolución alcanzó su culminación con la ley del 5 
de mayo de 1855, que atribuye al emperador o a los prefectos la nomi­
nación de los alcaldes y sus adjuntos: «Mediante la ley del 5 de mayo de 
1855 la comuna se convirtió en lo que desde 1789, 1793 y 1795 la lógi­
ca de la unidad había decidido que fuese, una simple sucursal de la auto­
ridad central». 50 Proudhon, aunque diagnostica la muerte del antiguo 
espíritu de las comunas, sigue convencido de que «se acerca el momento 
en que, tras una última crisis, convocado por nuevos principios, empeza­
rá un movimiento en sentido inverso»Y 

48. K. Marx, OeutJres. Politique I, op. cit., nota al pie de la pág. 557. 
49. P. J. Proudhon, De la capacité politique des dasses ouvrieres, Dentu, París, 1865, 

pág. 288. 
50. Ibíd., pág. 293 (la cursiva es nuestra). 
51. Ibíd., pág. 298. 
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Por una doble federación de los comunes 

Es lógico preguntarse de qué manera esta comprensión del principio fe­
derativo puede fundar, no sólo la organización de las relaciones entre las 
comunas y la autoridad federal, o incluso entre los Estados y la autoridad 
final -lo cual corresponde todavía a la esfera política en sentido estric­
to-, sino igualmente la de las relaciones de los comunes entre sí en la 
esfera de lo social-económico. Más ampliamente, surge la pregunta por 

_ la aptitud de tal principio para fundar, no sólo la organización interna de 
cada una de estas dos esferas, sino su articulación recíproca. Con este fin 
es importante, ante todo, determinar más el contenido del principio fe­
derativo en sí mismo. 

En el mundo burgués, destaca Proudhon, dos principios constituyen 
«como las dos columnas de la sociedad y del Estado»: por un lado, el 
principio de «centralización política»; por otra parte, el principio de «in­
solidaridad económica», llamado igualmente de «anarquía mercantil e 
industrial», que conduce necesari;lmente a la feudalidad del capital que 
hace de contrapeso al primer principio. 52 A estos dos principios com­
plementarios, conviene oponer no ya dos principios distintos, sino un 
solo y mismo principio, el de«mutualidad», que implica tanto la ~L!t()_q():­
mía municipal como la solidaridad económica. ¿Por qué es así? «La pala­
bra francesa mutuel, mutualíté, mutuation, que tiene como significado «re­
cíproco, reciprocidad», viene del latín mutuum, que significa <<préstamo» 
(de consumo) y, en un sentido más amplio, «intercambio». Si suponemos 
que el prestatario que consume el préstamo devuelve su equivalente bajo 
una u otra forma, y que el prestador se convierte por su parte en un pres­
tatario, entonces tenemos una «prestación mutua» o un «intercambio>>. 
Pero lo importante, explica Proudhon, es comprender «cómo, sobre esta 
idea de mutualidad, reciprocidad, intercambio, justicia, sustituyéndola 
por la de autoridad, comunidad o caridad, se ha llegado, en política y en 
economía política, a construir un sistema de relaciones que tiende nada 
menos que a cambiar desde su raíz el orden social». 53 

Se objetará que el principio de mutualidad sólo concierne a la esfera 
de los intercambios, es decir, a la de lo social-económico, y que se articu­
la con dificultad con el principio federativo del que hemos hablado hasta 

52. Ibíd., pág. 287. 
53. Ibíd., pág. 90. 
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ahora. A esto, Proudhon responde que elfederalismo no es nada más que 
la extensión del mutualismo a la esfera política: «Así, transportado a la 
esfera política, lo que hemos llamado hasta ahorá "mutualismo" o "ga­
rantismo" adquiere el nombre de "federalismo". En una simple sinoni­
nlia, tenemos la entera revolución, política y económica». 54 Como se ve, 

hay aquí al mismo tiempo distinción de las dos esferas, económica y 
política, e identidad del principio de una esfera a la otra. Es la conciencia 
de esta identidad la que llevó a Proudhon a preconizar la instauración de 
«compañías obreras>> que no estuvieran sometidas ni al Estado ni al capi­
tal, y es por esta misma razón que la Comuna de París favoreció la crea­
ción de talleres cooperativos más que el desarrollo de la gran industria, al 
ser la extrema centralización de esta última poco compatible con el au­
togobierno en la esfera de la producción. He aquí lo que perrrlite com­
prender que la federación sea, en su principio, doble: al mismo tiempo 
federación de las unidades de producción y federación de las unidades 
comunales. Y es que, como hemos visto más arriba,55 el federalismo 
debe realizar la combinación de dos formas de democracia: la democracia 
política de los comunes y la democracia industrial de las compañías obre­
ras. Se comprende, en estas condiciones, que la distinción de los dos tipos 
de federación, política y económica agrícola-industrial, quede entera­
mente condicionada a la comprensión del principio federativo como ex­
tensión del mutualismo a toda la sociedad. 

La idea de una doble federación que perrrlita asegurar la articulación 
entre las dos esferas respectivas de lo político y lo social-econónlico nos 
parece en sí nlisma muy fecunda. Toda la cuestión es saber si tal articu­
lación puede basarse en el principio de mutualidad. Como indica el pro­
pio Proudhon, el mutuum de «mutualidad» remite ante todo a-la exigen­
cia de reciprocidad entre prestador y prestatario, al «intercambio. de los 
buenos oficios y de los productos». Esto no se puede trasponer a todas 
las relaciones sociales, salvo que se las quiera reducir a arreglos contrac­
tuales establecidos entre unidades independientes. Ésta es, por otra parte, 
una de la tendencias más constantes del pensanliento de Proudhon, como ' 
lo pone de manifiesto su propuesta de poner los «contratos» en el lugar 
de las «leyes». Ahora bien, como lo hemos planteado al comienzo de este 

54. Ibfd., pág. 183. 
55. Véase supra, capítulo 9: «El federalismo como organización social y política>>. 
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libro, 56 aunque mutuum es ciertamente un derivado de munus, éste no se 
puede reducir a una exigencia formal de reciprocidad, ya que es indiso­
ciable del ejercicio de responsabilidades públicas. Conviene, por lo tanto, 
reafirmar la primacía del munus sobre el mutuum y, en consecuencia, ha­
cer del principio de la coobligación que une a los coparticipantes de una 
misma actividad el principio tanto de la organización interna de las dos 
esferas como de su articulación recíproca. Rechazaremos partir del prin­
cipio de la esfera de los intercambios (el mutuum) para extenderlo, en un 
segundo tiempo, a la esfera política bajo la forma de la federación: esto 
sería una vez más someter la segunda esfera a la primera, aunque se haga 
en un sentido distinto de aquel al que nos ha habituado cierto marxismo. 
Entonces, en vez de que la descentralización estatal «responda» a la cen­
tralización de la gran industria, esta vez sería la mutualidad política la que 
prolongaría la mutualidad de los intercambios económicos. Pero, tanto 
en un caso como en el otro, la esfera política encontraría su principio de 
organización en la esfera de la economía, lo cual, por fuerza, comprome­
tería su propia existencia. En el ~rizonte de esta posición, encontramos 
la idea bien conocida de una disolución del gobierno en la economía, 
una obsesión para el primer Proudhon y que Marx persistiría en conside­
rar la verdad última de la historia. 

Muy al contrario, necesitamos plantear, al mismo tiempo y con el 
mismo gesto, la irreductible diversidad de los dos tipos de federaciones y 
su necesaria coordinación democrática: a diferencia de lo mutuum, lo 
común es, no un principio económico que se convertiría en político al 
extenderse a la esfera política ni tampoco un principio moral de justicia 
válido en todo momento, sino de entrada un principio político que tiene 
la vocación de gobernar tanto la esfera social-económica como la esfera 
política pública. La cuestión es saber cómo traducir institucionalmente la 
diferencia entre las dos esferas, sin por ello obstaculizar su articulación. 

A pesar de su insistencia en una separación absoluta de ambas esferas, 
Hannah Arendt rios proporciona indirectamente una indicación en su 
respuesta a la última pregunta de la entrevista «Política y revolución» 
(1970). Abogando por una «concepción nueva del Estado» que rompa 
con el principio de la soberanía (esto es, la «reivindicación de un poder 

56. Véase supra, capítulo 1: «La coactividad como fundamento de la obligación 
política>>. 
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sin límites y sin control en la conducción de la política extranjera»), su­
giere que «los primeros elementos de tal concepción se podrían tomar del 
sistema federal, cuya ventaja es que, en él, el poder no emana directa­
mente de la base o de la cima, sino que se reparte en un plano horizontal, 
de tal manera que las unidades federadas limitan y controlan mutuamen­
te sus poderes respectivos». 57 Tras referirse inmediatamente después al 
sistema de gobierno de los consejos, tiene cuidado de precisar que «hay 
consejos de toda clase y no sólo consejos obreros»:58 consejos de barrio, 
profesionales, de fábrica, etc., que constituyen todos ellos órganos de 
participación en los asuntos públicos. Esta sugerencia es interesante, por­
que se aparta de la base puramente territorial que dan todas las proposi­
ciones de refundición del sistema de gobierno a la organización interna 
de la esfera pública como esfera política. Piénsese, en particular, en la que 
emite Jefferson al final de su vida: «Dividid los condados en distritos».59 

Porque se trata ahí, sin duda alguna, de una nueva subdivisión adminis­
trativa destinada a luchar contra el peligro de cormpción que emana de 
la expansión creciente de la esfera pública: como los condados constitu­
yen un escalón que es todavía demasiado vasto como para dar a cada 
ciudadano la posibilidad de tomar parte efectivamente en los asuntos 
públicos, las «repúblicas elementales» de los distritos tendrían la función 
de poner de algún modo el espacio público al alcance del simple ciuda­
dano. De todas formas, de un extremo a otro de la «gradación de au­
toridades» (distrito, condado, Estado, unión), no se sale de una lógica de 
ampliación progresiva de la base territorial del gobierno político. Pero la 
extrema diversificación de los tipos de consejos planteada por Arendt en 
la entrevista de 1970 induce una especie de pluralización radical de la eifera 
pública: en efecto, en este caso se trata de consejos formados sobre una 
base socioprofesional. Dado que esta nueva fonna de gobierno está lla­
mada a mantenerse más allá del momento de la efervescencia revolucio­
naria que lo ha visto nacer, sería extraño que los consejos constituidos 
sobre esta base no introdujeran intereses sociales también en la propia 
esfera pública. La pluralización considerada favorece de hecho una am-

57. H. Arendt, «Politique et révolution>>, en L'Humaine Condition, op. cit., págs. 
1007-1008. (Trad. cast.: La condición humana, Paidós, Barcelona, 2011.) 

58. Ibíd., pág. 1009. 
59. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., capítulo VI, pág. 554. (Trad. cast.: Sobre la 

revolución, Alianza, Madrid, 1988.) 
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pliación de la esfera pública capaz de hacerle incluir una dimensión esen­
cial de lo social: la de una diversidad de los intereses sociales que siempre 
puede desembocar en un conflicto abierto. 

Pero Arendt va todavía más lejos en las últimas líneas de su entrevista: 
«Un Estado constituido de este modo, a partir de los consejos, al que el 
principio de soberanía le resultaría del todo ajeno, tendría la admirable 
vocación de realizar federaciones de tipos diversos, en particular porque la 
base misma de su poder se establecería en un plano horizontal y no vertí-

- cal».60 La pluralización radical de los tipos de federaciones planteada en 
este pasaje es todavía más dificil de conciliar con el esquema propuesto 
por Jefferson, que sólo prevé un tipo de federaciones, el que se establece 
en un plano vertical de acuerdo con la lógica de la «gradación de autori­
dades». La horizontalización que se esboza a través de esta indicación 
alusiva abre la posibilidad de relacionar no sólo todos los grados inferiores 
con el grado superior, sino los diferentes grados inferiores entre sí sin 
pasar por el nivel superior de la pirámide institucional -el distrito con 
los otros distritos, el condado co~tros condados, etc.-, con indepen­
dencia de la elección de los delegados en el escalón superior. Se puede ir 
más lejos todavía considerando que el sistema de los consejos que preco­
niza Arendt incluye órganos constituidos sobre una base socioprofe­
sional. Se obtendría entonces algo así como una doble horizontalidad u 
horizontalidad cruzada: por un lado, la relación de los consejos estableci­
dos sobre una base socioprofesional entre ellos; por otra parte, la relación 
de este tipo de consejos con los consejos establecidos sobre una base es­
trictamente territorial. Pero, en la medida en que esta doble relación 
debe ser reversible, se tendrá también la relación de estos últimos conse­
jos entre ellos así como con los consejos profesionales. 

Por poco que se lleve todo lo lejos que sea posible esta lógica institu­
cional de la doble horizontalidad, nos representaremos un sistema com­
plejo articulado a partir de una doble federación: por un lado, la federa­
ción de los comunes constituidos sobre una base socioeconómica, por 
otro lado, la federación de los comunes establecida sobre una base pura­
mente territorial; o, si se quiere, por un lado, la federación social-econó­
mica, por otro, la federación política. Entre estas dos clases de _comunes 

60. H. Arendt, «Politique et révolution», loe. cit., pág. 1.010 (la cursiva es nuestra). 
(Trad. cast. antes citada.) 
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se establece una relación horizontal cruzada talque: 1) lo~_comunes socia­
l~s-económicos (comunes de producción, de consum~, bancos de semi­
llas,--etcTest1n constituidos independientemente de toda lógica de territo­

rialidad, es decir, sólo en función de las necesidades de hacerse cargo de 
~~~as para la guarda de las cuales se han formado; así, un común fluvial 

o forestal tiene su espacio propio, que puede atravesar las fronteras ad­
ministrativas de una región o de un país, y se sostiene mediante reglas 
propias que valen en el interior de este espacio; 2) l()s comunes políticos, 
por el contrario, se constituyen de acuerdo con una lógica de integra::. 

úón creciente de los térritorips de unos a otros. Hacen prevalecer, a 
es~ala de un tei:rit¿rio dado, reglas que aseguran la coordinación de los 
comunes sociales que le corresponden_ Cualquiera que sea la extensión 
del territorio en cuestión, estas reglas definen una «constitución políti­

ca». La unidad de base de los comunes es el municipio (commune), forma 
política elemental del autogobierno local que devuelve su antiguo senti­
do de estructura política al municipium romano. La constitución política 

de base es, por lo tanto, la constitución municipal. Cualquiera que sea el 
escalón territorial al que corresponda en la pirámide institucional, toda 
constitución política se basa en el reconocimiento de los derechos fun­
damentales de los individuos. Confía a todo común político la guarda 
vigilante de estos derechos. Aparte de la elaboración de estas reglas cons­

titucionales, los comunes políticos constituyen entonces instancias de 
apelación para los individuos que, en el interior de un común social 
dado, vean sus «derechos subjetivos» amenazados o cuestionados. Este 
sistema de la doble federación de los comunes tiene por vocación exten­
derse a escala mundial. 

Construir una ciudadanía política transnacional 

¿Qué tipo de ciudadanía podría corresponder a esta propuesta de una 
federación mundial? En cualquier caso, queda excluido que se trate de 
una <<ciudadanía mundial», pensada por proyección a escala mundial de la 
forma de ciudadanía estatal-nacional: dado que la federación_ de los co­
munes no traza en absoluto los contornos de un Estado mundial, la ciu­

dadanía que le corresponde sólo podrá ser plural y descentrada, como el 
espacio público que ella reconfigura radicalmente. Pero combatir por tal 
objetivo implica, sin lugar a dudas, obrar de un modo activo, desde aho-
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ra, en la construccwn de nuevas formas de ciudadanía más allá de las 
fronteras nacionales. No hay que disimular la dificultad de la tarea con el 
argumento de la crisis conjunta de la nacionalidad y la soberanía. Parece 
indudable que estamos ante un proceso de «desnacionalización de la ciu­
dadanía». Pero no hay que hacerse ilusiones en cuanto a la naturaleza de 
este proceso: «Es la movilidad del capital, mucho más que la movilidad 
de las poblaciones, la que socava los fundamentos de la ciudadanía nacio­
nal».61 En consecuencia, no hay ninguna «comunidad transnacional»62 

_ que esté emergiendo de este proceso de disolución de la nacionalidad. Se 
trata, por lo tanto, de construir una ciudadanía transnacíonal en ausencia de 
toda pertenencia a una comunidad transnacíonal. 

En la hora de los peligros ecológicos, hoy en día puede ser tentador 
reavivar el cosmopolitismo invocando una «ciudadanía mundial»: todos 
seríamos ciudadanos del mismo mundo y esta pertenencia supondría el 
deber de actuar como ciudadanos del mundo. Pero ¿puede el mundo ser 
considerado verdaderamente como una ciudad? ¿Desde qué punto de 
vista podemos considerarnos ciudkdanos del mundo y qué sentido hay 
que dar entonces a la noción de <<ciudadanía»? Más arriba hemos hablado 
de la ciudadanía mundial, que Kant entiende como una ciudadanía su­
praestatal, distinta tanto de la «ciudadanía de Estado» como de la ciuda­
danía infi-aestatal que es la «ciudadanía de ciudad».63 Que la ciudadanía 
de Estado no es la «norma de la ciudadanía en general» es, para nosotros, 
un hecho indiscutible. Pero al mismo tiempo hay que reconocer que 
la noción de ciudadanía pierde mucha de su sustancia al diluirse a escala 
mundial: como hemos visto, el derecho de ciudadanía mundial se reduce 
al «derecho de visüa» que supuestamente garantiza los intercambios co­
merciales entre la,s naciones, no es un «derecho de residencia». En estas 
condiciones, no se ve cómo se podría evitar que la ciudadanía mundial 
perdiera todo contenido político asignable. Lo supraestatal parece, si no 

61. C. Colliot-Thélene, La Démocratie sans «demos!!, op. cit., pág. 179. 
62. Según Soysal Yasemin Nuhoglu (Limits of Cítizenship, The University of Chi­

cago Press, Chicago, 1994, pág. 3 [citado en ibid., pág. 175]) una comunidad así estaría 
en vías de constitución. 

63. La ciudadanía de ciudad remite a la experiencia histórica del «burgués>> de las 
ciudades medievales que participan en la gestión de los asuntos públicos, experiencia que 
precede a la «estatización de la ciudadanÍa>>: sobre esta diferenciación de las formas de 
ciudadanía en Kant, véase de nuevo la obra de C. Colliot-Thélene, La Démocratíe sans 
«demos!!, op. cit., págs. 120-121. 
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condenado a evaporarse en la moral, sí al menos amenazado por el apo­
liticismo. 

Los estoicos, al menos, podían fundar la ciudad del mundo en la co­
mún constitución de todos los seres razonables (dioses y hombres): ocu­
parse del bien común (koinonikon) era para ellos ponerse al servicio del 
Todo, del que la ciudad política (polis) no es más que una pequeña ima­
gen. La primacía de la ciudad universal o <<ciudad de arriba» sobre la 
ciudad política es afinnada con fuerza. Es, pues, en cuanto ser humano que 
cada uno de nosotros es ciudadano del mundo.64 La dificultad consiste 
aquí en que la ciudadanía parece condenada a perder en calidad política 
lo que gana en extensión, de tal manera que una ciudadanía mundial 
tiende a confundirse pura y simplemente la cualidad de ser humano con 
la humanidad. El cosmopolitismo se ve entonces reducido a afirmar una 
ciudadanía no política. Pero una ciudadanía no política, ¿no es acaso un 
puro sinsentido? No se puede eludir esta dificultad invocando una rela­
ción de pertenencia a la «Tierra-suelo» como «ciudad de los seres huma­
nos y del conjunto de los seres vivos». 65 Y a que esta relación obliga a 
pensar la ciudadanía mundial del cosmopolitismo como «metapolítica» y, 
correlativamente, el derecho del ciudadano del mundo como un dere­
cho «de la humanidad». 66 Ahora bien, lo que necesitamos alcanzar a 
pensar es una forma específica de ciudadanía que pueda esquivar la alter­
nativa siguiente: o bien una ciudadanía mundial necesariamente no polí­
tica, ya sea infrapolítica o metapolítica, o bien una ciudadanía política 
necesariamente estatal y nacional. En suma, habría que abrir la vía a una 
ciudadanía política no estatal y no nacional, evitando el repliegue en una ciu­
dadanía «moral» o únicamente «comercial» y <<cultural». Tal actividad co-

64. P. Hadot, La Citadelle intéríeure, Fayard, París, 1997, págs. 227-228; Pierre Ha­
dot cita a Marco Aurelio: <<Mi ciudad y mi patria, como Antonino que soy, es Roma. 
Mi ciudad y mi patria, como hombre que soy, es el Mundo>> Oa cursiva es nuestra). (Trad. 
cast.: La ciudadela interior, Alpha Decay, Barcelona, 2013.) 

65. Y. C. Zarka, L'Inappropriabilité de la Terre, Armand Colín, París, 2013, pág. 45. 
Este ensayo trata de deducir la norma de la inapropiabilidad de una concepción fenome­
nológica de la Tierra como <<suelo>> al que nos ligaría una relación de pertenencia. Es 
precisamente el carácter fundador de tal relación la que nos parece proble~ática. Ello no 
nos impide estar de acuerdo con el autor respecto al hecho de que <<no se sale de la lógi­
ca de la apropiación oponiendo una apropiación a otra: una apropiación pública a una 
apropiación privada (individual o colectiva)>> (ibíd. pág. 49). 

66. Ibíd., págs. 86 y 48. 
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rresponde, sin duda, a la esfera de la praxis instituyente (por ejemplo, 
estimular la construcción de colectivos que agrupen a ciudadanos de di­
versas nacionalidades en torno a un objetivo ecológico común). 

Además de estas experimentaciones políticas que desbordan el marco · 

de la nación, se puede considerar la forma de ciudadanía que James Hols­

ton designó con el bello nombre de «ciudadanía insurgente» (insurgent 
citizenship), para referirse a la forma de ciudadanía practicada por los ciu­
dadanos de poblaciones desfavorecidas que viven en los barrios periféri-

-cos de las grandes metrópolis brasileñas: han impuesto mediante su lucha 
nuevos derechos hasta entonces reservados a minorías privilegiadas, en 
particular, en materia de servicios públicos de higiene y de educación.67 

Este ejemplo permite comprender que la ciudadanía no estatal puede 
adquirir formas muy diversas, desde lo local hasta lo transnacional, que 
cuestionan la lógica de escalonamiento acumulativo contemplada por 

Marshall (de los derechos civiles a los derechos políticos y, luego, de éstos 
a los derechos sociales). Disociada de toda relación de pertenencia y de 

los derechos vinculados a tal pe~nencia, Ja ciudadanía transnacional 
debe ser pensada en términos de prácticas más· que en términos de dere­
clios formales otorgados: entendida de este modo, «la ciudadanía, cierta­

mente, siempre tiene que ver con los derechos, y con <:ierechos que se 
actualizan en prácticas: en el uso de derechos reconocidos, en su defensa 

cuando se ven amenazados y en la lucha por la obtención de nuevos 
derechos>>. 68 

Se objetará, quizás, que no basta con la práctica de esta forma de ciu­

dadanía para aproximarnos al horizonte de una federación mundial de los 
comunes. Dejemos a Hannah Arendt responder a esta objeción: «Pero si 

me pregunta usted ahora cuáles pueden ser las posibilidades de realiza­
ción [de un Estado formado a partir de los consejos], debo responderle 

que son extremadamente débiles, si es que existen. Pero quizás, después 
de todo, con la próxima revolución ... ».69 

67. J Holston, Cities and Citizenship, Duke University Press, Durham, 1999. Cita­
do por C. Colliot-Thélene, La Démocratie sans «demos", op. cit., pág. 183. 

68. C. Colliot-Thélene, La Démocratie sans «demosJ>, op. cit., pág. 182. 
69. H. Arendt, «Politique et révolution», loe. cit., pág. 1010. 

Post-scriptum sobre la 
revolución en el siglo XXI 

Hegel describe el extraño presentimiento de la llegada de un mundo 
nuevo cuando está empezando a suceder: 

Así, el espíritu que se forma madura lentamente y en silencio hasta su nue­

va figura, desintegra pedazo a pedazo el edificio del mundo que lo prece­

de; la conmoción del mundo la indican tan sólo síntomas esporádicos; la 

frivolidad y el aburrimiento que invaden lo que todavía subsiste, el presen­

timiento vago de algo desconocido, son los signos que anuncian algo dis­

tinto que está en marcha. Este resquebrajamiento continuo que no alteraba 

la fisonomía del conjunto se ve bruscamente interrumpido por la salida del 

sol que, en un relámpago, dibuja de una vez la forma del nuevo mundo. 1 

Hoy en día, si bien sentimos que el viejo mundo está desapareciendo 

<<pedazo a pedazo», la extrañeza de la que habla Hegel se ve redoblada por 
el hecho de que no sabemos muy bien si esta conmoción desemboca 
en el reino tiránico y cada vez más absoluto del capital, o bien en una 
nueva revolución democrática y anticapitalista a escala planetaria. Inge­

nuo será quien en el hundimiento que se presiente vea sólo el «amane­

cer», cuando bien podría anunciar una noche sin fin. Así, estamos muy 
lejos de las certidumbres antiguas que hacían decir a los filósofos del siglo 
XIX que la ruptura en la historia era un parto, y que lo nuevo que advenía 

era siempre necesariamente «superior» a lo antiguo. Esto significa que, en 

1. G. W. F. Hegel, Phénomé11ologie de !'esprit, Aubier-Montaigne, París, 1966, prefa­
cio, pág. 12. (Trad. cast.: Fenome11ologia del espiritu, Pre-Textos, Valencia, 2006.) 
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este coinienzo del siglo XXI, nadie puede saber qué dirección se va a to­
mar. Pero de lo que podemos estar seguros que se abre ante nosotros un 
largo período de convulsiones, de enfrentamientos y de conmociones. 
Aquellos que sueñan con una suave transición hacia un mundo más eco­
lógico y más generoso, aquellos que creen que es posible hacerlo volver 
a su curso normal mediante algunas médidas fiscales, monetarias y adua­
neras, aquellos que esperan un nuevo Keynes o un nuevo Roosevelt 
pecan gravemente de falta de realismo y de ignorancia. Siguen sin enten-

- der la dinámica despiadada con la que el neoliberalismo hace de la com­
petencia la ley de nuestro mundo, no quieren comprender, sobre todo, 
el carácter sistemático del poder oligárquico mundial, hecho de gober­
nanza financiera y de vigilancia policial; se niegan, en consecuenci~, a 
admitir las restricciones insuperables que el marco institucional del neo­
liberalismo impone a los políticos, a los comportamientos y a las subjeti­
vidades, al menos rnientras sigan siendo prisioneros de él. 

Sin embargo, el callejón sin salida en el que estamos es manifiesto. 
¿Cómo no darse cuenta de que 1* «reformas» a las que actualmente se 
apela no tienen nada que ver con la causa del «progreso» que reivindica­
ban los combates de ayer? ¿Cómo no entender que el propio término de 
«reforma» ha acabado significando exactamente lo contrario de un avan­
ce hacia la justicia social? ¿Cómo no observar que, sin ninguna excep­
ción, la izquierda llamada «socialdemócrata» se ha condenado al vacío 
político haciéndose agente de las exigencias de la mundialización capita­
lista y del n<ercado financiero? 2 De ahí la sensación que a veces nos in­
vade de que el capitalismo ha ganado definitivamente, de que se ha im­
puesto en el centro de los sistemas políticos y que, penetrando muy 
profundamente en los modos de vida de las poblaciones, ha conseguido 

2. Un Premio Nobel de Economía norteamericano, Paul Krugman, señaló con 
lucidez el «hundimiento intelectual» de un presidente de la República Francesa, por 
mucho tiempo secretario del Partido Socialista, cuando, en una conferencia de prensa, 
este último hizo suyo el dogma de la «ley de Say>>, fundamento desde hace dos siglos de 
la creencia liberal en la autorregulación de los mercados, según la cual <<la oferta crea su 
propia demanda>>. Esto 1;o es más que un síntoma entre otros de los mil y un «hundi­
mientos>> que podemos constatar todos los días a nuestro alrededor, en el discurso pú­
blico, en los comentarios de los periodistas y en los editoriales de la prensa más «seria>>, 
en nuestras empresas y administraciones, incluso, más cerca de nosotros, entre nuestros 
colegas y nuestros allegados (véase P. Kmgman, «Scandal in France>>, The New York Times, 
17 de enero de 2014). 
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cambiar «el corazón y el alma» de la gente, colmando así los deseos de 

Margaret Thatcher. 3 

Es bien cierto que no es fácil romper la lógica que rige las transfor­
maciones en curso. Los discursos se contradicen entre sí, cuando no son 
brutalmente desmentidos todos ellos por los actos. La inconsecuencia de 
los medios de comunicación o de los responsables políticos es, a este 
respecto, chocante: es posible cantar las alabanzas de la competencia por 
la mañana, llorar ante el paro y la pobreza a mediodía y apelar, por la 
noche, a la liberalización del mercado laboral. Pero detrás de estas con­
tradicciones y de esta inconsecuencia, que petrifican el espíritu tanto 
como disuelven la voluntad, hay en realidad una racionalidad, una mue­
va razón del mundo», por retomar el título de nuestro libro publicado 
en 2009. ¡Qué no tuvimos que oír entonces! Ciertos críticos nos repro­
charon alimentar el fatalismo y el desánimo. A su modo de ver, la crisis 
financiera.marcaba el final del ciclo neoliberal y, para muchos, significa­
ba el retorno triunfal del Estado social y del keynesianismo. Nuestra 
propuesta iba entonces a contracorriente: nos juraban que, con la crisis 
y ante la quiebra del capitalismo llamado «salvaje>>, la Tierra iba a reanu­
dar su revolución en la buena dirección tras una inversión de algunos 
decenios, que bastaba con «regular», «relanzar» y «moralizar» para que 
todo volviera a ponerse en marcha como en 1945. Se ha podido com­
probar lo que valían estos pronósticos optimistas y voluntaristas. Por 
nuestra parte, persistimos y nos reafirmamos: la razón neoliberal no ha 
dejado de seguir imponiéndose, no sólo porque todavía no ha tropezado 
con fuerzas opuestas suficientes, sino también porque no siempre se ha 
entendido bien el modo en que se impone. El encierro disciplinario en 
el marco de una competencia universalizada es la principal palanca de la 
mutación de las sociedades y los Estados, para mayor provecho de una 
oligarquía muy reducida en número, pero extremadamente poderosa, 
que consigue drenar en su favor exclusivamente las ganancias producto 

de la competencia. 4 

3. Y no pueden tranquilizamos los informes y las tomas de posici~ que destacan 
el peligro creciente que suponen, para el equilibrio mundial y la estabilidad económica, 
la explosión de las desigualdades, sobre todo si sus autores son el FMI, el Vaticano, la 
OCDE o el Fómm Económico de Davos (véase World Economic Fomm, Global Risks 
2014, Ninth Edition, enero de 2014). 

4. J. Stiglitz, Le Prix de l'inégalité, Les Liens qui liberent, París, 2012. 
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Pero también mantenemos que no hay nada de ineludible en este 

cosmocapitalismo, y que es posible un vuelco en la historia. El neolibe­
ralismo sólo se ha impuesto mediante la puesta en práctica de políticas 

deliberadas que poco a poco han construido el marco institucional en 
cuyo interior la lucha sin piedad entre los individuos y los pueblos en­

cuentra libre curso. Es el inflexible rigor de este marco global, a la vez 
macro y microeconómico, material e ideal, político y social, el que ali­

menta, como nunca quizás desde el inicio del capitalismo, la visión de 
__pesadilla de un sistema del que ya nadie puede salir. De hecho, es perfec-
tamente exacto, casi por definición, que todo lo que funciona en el 

marco institucional del mercado de la competencia es necesariamente 
determinado por las exigencias sistémicas y por las finalidades propias de 

las instituciones del capitalismo. En este sentido, los neoliberales han lo­
grado su revolución, que fue también y sobre todo una contrarrevolu­

ción, buscando alcanzar su objetivo mediante la creación consciente de 
un sistema coherente de instituciones capitalistas. Estrictamente desde 
este punto de vista, esos construct~istas institucionales demuestran una 
coherencia sin común medida con la de los «pragmáticos)) y los «realistas)) 
de la supuesta «socialdemocracia)). 

Romper con el neoliberalismo exige, en consecuencia, deconstruir el 
marco institucional existente para cambiarlo por otro. Como le gustaba 

decir a Auguste Comte, siguiendo a Danton, sólo se destruye bien aque­
llo que se reemplaza. Hará falta entonces una izquierda que se reinvente 
asumiendo ser, por su parte, plenamente revolucionaria, como a su ma­
nera lo han sabido ser los neoliberales. Y la buena noticia es precisamen­
te que, haciendo emerger la exigencia de lo común, los movimientos de 
resistencia y las insurrecciones democráticas han dado desde hace más 

de diez años un paso importante en la formación de una racionalidad 
alternativa: lo común constituye la nueva razón política por la que hay 
que sustituir la razón neoliberal. 

Recuperar la grandeza de la idea de «revolucióm> 

La época neoliberal no da muchas oportunidades al «ordenamiento)) del 
capitalismo mediante el derecho público y la protección social con sus 
bases actuales. Si hay que salir de ahí, sólo podrá ser mediante una revo­

lución. Esta palabra puede sorprender, causar rechazo o seducir. Es, al 
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mismo tiempo, una palabra gastada e inquietante. Se hace la revolución 
en todo y sin cesar en el marketing y en la tecnología, las «rupturas)) se 
suceden interminablemente las unas a las otras en el mundo político. 
Desde hace treinta años, lo «revolucionariO» se identifica con el em­
prendedor innovador que altera las costumbres, o bien con el hombre 
político desprovisto de tabúes y de escrúpulos que se atreve a tomar «va­
lientes medidas)) contra la población. Es cierto que personas de izquierdas 
hablan todavía alguna vez de revolución en un sentido diferente, pero 
para designar rupturas parciales que consideran integrables en el régimen 
actual del capitalismo: así, algunos quisieran una revolución en las insti­
tuciones políticas (una república más democrática) o bien una revolución 
fiscal (una mayor progresividad en el impuesto), mientras que otros de­
searían más bien una revolución monetaria (salida del euro). Esta forma 
de hablar revela, en todo caso, una duda sintomática ante la idea de una 
revolución que pudiera invertir la dirección de las políticas, la lógica de las 
instituciones, la significación que se da a la vida colectiva. 

Esta revolución, a muchos les parece poco deseable, peligrosa y, de 
todas formas, imposible. En efecto, no es posible desearla mientras se esté . 
convencido de que toda revolución es totalitaria, si no en su proyecto, al 
menos en sus consecuencias. Es por esta vía como el pensamiento conser­
vador ha conseguido hacer creer que todo cambio del orden social sería 
un peligro mortal para las libertades individuales. Una de las figuras retó­
ricas reaccionarias más corrientes es que demasiada democracia mata la 
libertad, y que en consecuencia más, vale la «dulce)) dominación de las 
oligarquías, supuestamente respetuosas de la libertades, que un régimen 
en el que la soberanía popular pudiera suprimirlas.5 

Pero, deseable o no, la revolución, de acuerdo con la retórica conser-
. vadora, se habría convertido de todas formas en algo imposible en los 

«países desarrollados)). Sólo sería buena para los países políticamente atra­
sados, de los que se espera que repitan la historia de las democracias eu­
ropea y norteamericana, teniendo el buen gusto, a ser posible, de evitar 

S. El argumentaría principal se encuentra en el trabajo del historiador norteamericano 
Jacob Talmon, Les Origines de la démocratie totalitaire, Calmann-Lévy, París, 1966. Albert 
O. Hirschman mostró que, en la retórica reaccionaria, se hace uso de tres grandes esque­
mas: el efecto perverso (perversity) que convierte las intenciones en su contrario, la inuti­
lidad de la revolución ifutility) y el peligro de destrucción de lo que se ha conseguido 
(jeopardy) (A. O. Hirschman, Deux siecles de rhétorique réactionnaire, Fayard, París, 1991). 
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sus «excesos». El neoliberalismo, a este respecto, no sólo ha sido un dis­
curso contrarrevolucionario, arúmado por la conciencia de una amenaza 
revolucionaria persistente de la que habría que protegerse. Su novedad 
más radical consiste más bien en hacer desaparecer del pensarrúento la idea 
de que la historia no estaba condenada a la eterna repetición de lo mis­

mo, de que el porvenir podría estar hecho de otra cosa que del caplt~­
lismo. Así, se habría vuelto innecesario «defenderlo» contra sus eneml­

gos, porque el capitalismo es la realidad, esto es, la única que podamos 
_llegar a conocer. En medio de los años 1990, Fraw;:ois Furet dio, una 

versión diáfana de esta prestidigitación retórica. En efecto, no dudo en 
escribir esta frase definitiva: <<La idea de otra sociedad se ha convertido 
en casi imposible de pensar, y por otra parte nadie plantea a este respecto, 
en el mundo de hoy, ni siquiera el esbozo de un concepto nuevo. Henos 
aquí condenados a vivir en el mundo en que vivimos». 6 Esto era una 
reedición en modo menor de las predicciones sobre el fin de los 1deales 
revolucionarios por parte de Tocqueville, quien en los años 1830 plan­
teaba que los individuos democrát~os, bañados en el materialismo hono­
rable de sus intereses privados, por fuerza tenían que renunciar a hacer 
del cambio de la sociedad el objeto de sus pasiones. Las revoluciones nor­
teamericana y francesa no abrían entonces un ciclo de convulsiones políti­
cas, sino que encerraban a los individuos en un universo individualista Y 
utilitarista.7 En el mundo de los individuos privados no hay ya ni política 
ni bien común ni historia, repetía Furet: 

La sociedad moderna se caracteriza por un déficit de lo político respecto a 
la existencia individual privada. Ignora la idea del bien común, porque to­
dos los hombres que la componen, sumergidos en lo relativo, tienen cada 

6. F. Furet, Le Passé d'une illusion. Essai sur l'idée wmmuniste au xX' siecle, Livre de 
Poche, París, 1996, págs. S08-809. (Trad. cast.: El pasado de una ilusión: ensayo sobre la idea 
comunista en el siolo XX, FCE, Madrd, 1995.) 

7. Pero taU:bién se sabe que la víspera de la Revolución de 1848 Tocqueville, 
muy informado sobre la extraña difusión de las ideas socialistas en Europa, reconsideró 
sus profecías. Incluso dio la alerta destinada a los bienpensantes: <<Pehgro. del futuro: 
guerra de clases>>, escribe en notas redactadas en 1847 (véase A. de Tocquev1lle, O~uvres 
completes, m, 2, col. Pléiade, Gallimard, París, 1985, pág. 727). ~ás tarde, en medt_o de 
los acontecinlientos, en su célebre alocución a la Asamblea NaciOnal del 12 de septiem­
bre de 1848, dirá hasta qué punto lo que está en juego en la revolución de febrero es la 
protesta contra la propiedad en nombre de la igualdad (véase ib{d., I, pág. 1.142). 
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uno la suya; sólo pueden pensarla a través del gusto por el bienestar, que 
divide a los asociados más de lo que los une, y por este motivo destruye la 
comunidad que se pretendía construir en su nombre. La idea revolucionaria 
es la imposible conjuración de esta desgracia.8 

Sin duda, es posible autorizarse en este tipo de análisis para prolongar, a 
la manera de las ciencias sociales, las grandes intuiciones de Tocqueville: 
una tendencia al encierro de los individuos en su mundo privado, cierta 
predilección por el consumo, compensadora y envidiosa, así como el peso : 
creciente de la burocracia. Pero la cuestión permanece en suspenso: pri­
vatización de los individuos, cultura del consumo y burocratización de la 
sociedad, ¿son ellas la última palabra de una humanidad definitivamente 

desencantada, incluso resignada a su destino? E~ta concepción de una 
historia cerrada para siempre corresponde simétricamente a la creencia 
«progresista» de que la especie humana progresaría paso a paso, mediante 
una ascensión providencial o bien por la lógica de un <<ahorro» incesan­
temente creciente, por retomar la expresión de Péguy. 

Desde que Furet dio su versión del fin de la historia, como si ésta 
fuera la verdad última de la caída del Muro de Berlín, otros aconteci­
rrúentos, un poco por todo el mundo, han desmentido cruelmente su 
pronóstico. La idea de que la revolución quedaría para siempre «fuera de 
campo» parece ya caduca. Incluso es cosa corriente que se diga que el 
«modelo económico» ya no es ecológicamente sostenible, que la explo­
sión de las desigualdades amenaza gravemente la democracia, que el teji­
do social se hace jirones. En pocas palabras, que la cosa no puede durar y · 
que hay que cambiar el sistema. La impotencia de los Estados para corre- · 
gir la trayectoria del capitalismo financiero -de suponer incluso que tal 
voluntad los anime, lo cual está lejos de haberse demostrado-, la duda 
creciente incluso sobre la posibilidad de una política social y ecológica 
eficaz, el ascenso del odio entre los grupos sociales, todo conduce a pen­
sar que un vuelco en el orden existente es deseable, si no posible. Pero si 
la revolución es deseable, ¿por qué no sería posible? No hay rúnguna ley' 
de la historia que nos garantice el advenirrúento de una revolución, ni 
existe tampoco otra que nos proteja de una regresión hacia la barbarie. 
Ni la hay, finalmente, una que prohíba para siempre la posibÜidad de una 
revolución deseable. 

8. F. Furet, Le Passé d'une illusion, op. cit., pág. 57. (Trad. cast. antes citada.) 



CoMúN 
656 

La revolución como autoinstitución de la sociedad 

Es posible y deseable hoy en día retomar la idea de una revolución que no 
tiene nada que ver con una especie de apocalipsis milenarista o una marcha 
triunfal hacia un porvenir radiante. En una entrevista titulada «Lo que es 
una revolución>>, Castoriadis quería disipar una confusión: «Revolución no 
significa ni guerra civil ni efusión de sangre. La revolución es un C4111bio de 
ciertas instituciones centrales de la sociedad mediante la actividad de la 
sociedad misma: la autotransformación de la sociedad en u11. tiempo bre­
ve». 9 Tampoco debe ser confundida con la alteración de instituciones como 
fa familia, la lengua o la religión, que tienen sus propias temporalidades, 
mucho más largas. Y Castoriadis precisa que «la revolución significa la en­
trada de lo esencial de la comunidad en un~ fase de a¿tiv!dad política, 
e~ decir, instituyente».10 La revolución es, por tanto, ese modó de acelera::. 
ción, de intensificación y de colectivización de esta actividad consciente 
que hemos designado con el nombre de «praxis instituyente». Es, más pre­
cisamente todavía, el momento en q~ la praxis instituyente se convierte en 
institución de la sociedad por ella misma o «autoinstitucióm. Pero ¿cÓ[llQ 
entender exactamente esta idea de la revolución como autoinstitució~? 

Para responder a esta pregunta, es importante volver a considerar los 
sentidos de los que es portadora la idea de «evolución en la época mo­
derna, tales como los analizó Hannah Arendt. 11 Como se sabe, ella iden­
tifica en el sentido astronómico de este término (el «movimiento regular 
de rotación de los astros») el origen de su acepción política: la palabra de­
signó muy al principio un movimiento cíclico y recurrente, lejos de toda 
idea de novedad y de violencia, para luego adquirir, por efecto de una 
transposición al dominio de los asuntos humanos, el de una restauración 
de un estado supuestamente original. El ejemplo de la Revolución Glo­
riosa inglesa de 1688 indica que la palabra, empleada por primera vez en 
su sentido político moderno, significó «un movimiento de retorno a un 
punto preestablecido y, en consecuencia, un retorno del péndulo a un or­
den predefinido», en este caso la «restauración del poder monárquico en 

9. Entrevista con Frans:ois Dosse, 24 de noviembre de 1987, EspacesTemps.net, 
no 38-39, 1988. Esta entrevista está incluida en C. Castoriadis, Une société a la dérive. 
Entretiens et débats 1974-1997, Le Seuil, París, 2005, págs. 177-184. 

10. Ib{d., pág. 177. 
11. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., capítulo 1. (Trad. cast. antes citada.) 
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su virtud y en su gloria originarias»Y Con la Revolución francesa, la 
palabra vino a significar la inexorabilidad de un proceso que ningún 
poder humano es capaz de detener y no ya el retomo a un estado ante­
rior. Desde ese día, la revolución se entendió como una poderosa co­
rriente subterránea que arrastraba con ella a los hombres, como un pro­
ceso irresistible que las metáforas de «ola», de «torrente» o de «corriente» 
se encargaban de expresar. 13 Considerada desde este punto de vista, la 
revolución no es una obra humana: «No hemos hecho la Revolución, 
es la Revolución la que nos ha hecho», dice así Danton en la obra de 
Georg Büchner.14 Le correspondió a Hegel dar a esta idea una especie 
de consagración teórica, pensando la fuerza y la necesidad de la historia 
universal como procesos. De hecho, la cita reproducida al comienzo 
de este post scriptum expresa bien el carácter cuasinatural del proceso de 
maduración interrumpido por un brusco amanecer. Y es esta misma 
metáfora de la «magnífica salida del sol» la que los cursos sobre la Filoso­
fía de la historia aplican, en fórmulas líricas, a la Revolución francesa, 
hasta el punto de destacar el contraste entre el acontecimiento histórico 
y la rotación uniforme de los planetas en torno al Sol.15 A este sentido 
de la palabra, Arendt le opuso, como se sabe, el que evidencia la expe­
riencia histórica de la Revolución norteamericana: una «fundación de la 
libertad política» mediante nuevas instituciones que inauguraban un 
muevo orderi de los siglos» (novus ordo seculorum). De esta comparación 
entre las revoluciones francesa y norteamericana se extrae entonces la 
conclusión de que, si esta última supo evitar la trampa del terror, es 
porque evitó plantear la «cuestión social», dirigiéndose a la <Ünstauración 
de la libertad» en la esfera pública más que a la «liberacióm de la opre­
sión y la necesidad, puesto que «toda tentativa de resolver la cuestión 

social por vías polític~s conduce al terror». 16 

A esta crítica de la Revolución francesa respondió Castoriadis en una 
entrevista consagrada a «la idea de revolución}}, publicada en 1989 Y 

12. Ibíd., pág. 361. 
13. Ibíd., pág. 367. 
14. G. Büchner, <<La mort de Dantom, en Oeuvres completes, Le Sel).il, París, 1988, 

pág. 124. 
15. F. Hegel, La Philosophie de l'histoire, Le Livre de Poche, París, 2009, págs. 561-562. 
16. H. Arendt, De la Révolution, op. cit., pág. 423. (Trad. cast.: Sobre la revolución, 

Alianza, Madrid, 1988.) 
17. C. Castoriadis, <<L'idée de révolution», en Le Monde morcelé, op. cit., págs. 191-212. 

1 
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Interrogándose sobre la «especificidad de la creación histórica» que repre­
senta la Revolución francesa, destaca su radicalidad respecto a la Revo­
lución norteamericana. En América del Norte, la institución de la socie­
dad se limita a la esfera política pública: para los padres fundadores había · 
un Estado social recibido del pasado, el de la «libre propiedad agraria», 
que consideraban conveniente y no pensaban en cambiar, de tal mane­
ra que «para ellos sólo quedaba por instituir el complemento político de 
dicho Estado social»Y En contraste con esto, «la grandeza y la origina­
lidad de la Revolución francesa residen, en mi opinión, en lo mismo que 

-tan a menudo se le reprocha: que tiende a cuestionar la. totqJ.id{ld de la 
institución existente de la sociedad~ La Revolución francesa no puede 
crear políticamente si no destruye socialmente». 19 De ahí una doble crítica 
contra la crítica arendtiana. Para empezar Arendt no advié~rte, como .ya 
hemos dicho, que «la cuestión social es una cuestión política», lo cual, en 
términos conte~poráneos, se formula así: «El poder económico ¿no es 
acaso, ipso Jacto, también poder político?».20 En seJ;undo Jugar, des<.:lJ_i<;l..E 
el hech_Qd~ gu<: el Antiguo Régit.~en fue una--«estructura social tot~!» y 
no u~a estructura únicamente política: «Es t~do el edificio social el que 
debe ser reconst1Uiao, de lo contrario una transformación política es 
materialmente imposible. La Revolución francesa no puede, aunque 
quisiera, superponer simplemente una organización política democrática 
a un régimen social que dejaría intacto». En consecuencia, «allí donde la 
Revolución norteamericana puede construir sobre la ilusión de una 
"igualdad" ya existente en el Estado social», la Revolución francesa se 
enfrenta a un pasado milenario que le impone «arremeter contra el edi­
ficio social como tal».21 En Francia, la revolución tomó, en consecuen­
cia el sentido de una autoinstitución total de la sociedad, y es éste el , 
sentido que hoy conviene retomar para llevar todavía más lejos este 
trabajo de la sociedad sobre ella misma. En efecto, la Revolución fran­
cesa topó con límites relacionados con el imaginario político dominan­
te, el del Estado y la soberanía de la nación, que hizo prevalecer la lógi­

ca de la representación.22 

18. Ibid., pág. 192. 
19. Ibid., pág. 193 (la cursiva es nuestra). 
20. Ibid., págs. 193-194. 
21. Ibid., pág. 194. 
22. Ibid., pág. 198. 

POST-SCRIPTUM SOBRE LA REVOLUCIÓN EN EL SIGLO XXI 
659 

Entendida en su sentido más propio, la revolución es entonces «reins­
titución explícita de la sociedad» mediante la «actividad colectiva y autó­
noma» de la sociedad misma, o de una gran parte de ella.23 A partir de esta 
idea de" la revolución debemos trabajar hoy en día en la elaboración de un 

proyecto de transformación radical de la sociedad. La referencia aislada a 
las «contraconductas» no puede ser suficiente: 24 con la razón neoliberal 
nos enfrentamos a otra «estmctura social total», sin duda muy distinta de 
la sociedad del Antiguo Régimen, pero que no impone menos radicalidad 
a quienes quieran actuar para derribarla. Esta radicalidad impide concebir 
la revolución como una restauración del estado de cosas anterior al adve­
nimiento del neoliberalismo, del mismo modo que impide pensarla como 
efecto de un proceso de maduración orgánico o como la manifestación de 
una necesidad histórica inmanente, ya sea en la forma de un «amanecer» o 
de un <<parto». De todos los sentidos vinculados a la idea de revolución 
examinados por Arendt sólo subsiste aquí el de la <<novedad», es decir, el 
de la fundación de un nuevo orden mediante la invención de institucio­
nes políticas destinadas a alterar toda la estmctura de la sociedad. Tal pro­
yecto revolucionario sólo se puede concebir articulado con prácticas de 
naturaleza muy diversa, económicas, sociales, políticas, culturales. Si se da 
la condición de que acaben dibujándose lo suficiente algunas líneas de 
fuerza comunes a favor de vínculos entre los actores de dichas prácticas, 
entonces una <<significación imaginaria» puede acabar cristalizando y dar 
así sentido a lo que hasta ese momento habrá parecido que eran sólo ac­
ciones o tomas de posición dispersas, dispares, e incluso marginales. 

Instituir lo inapropiable 

En el corazón del proyecto revolucionario tal como lo entendemos, se . 
encuentra el principio de lo común. Conviene ahora fijar lo más preci-

23. Ibid., pág. 202. 
24. Nosotros mismos habíamos recurrido a este concepto foucaltiano para pensar la 

resistencia a la gubemamentalidad neoliberal: sin volver a discutir el valor-de tal concep­
to, nos parece que sólo un nuevo proyecto revolucionario es adecuado para preparar lo 
que el propio Foucault llama la «codificación estratégica de esos puntos de resisten­
cia que hacen posible una revolución» (véase M. Foucault, Histoire de la sexualité 1, La 
volonté de savoir, Gallimard, París, 1976, pág. 127. Trad. cast.: Historia de la sexualidad I: 
la voluntad del saber, Biblioteca Nueva, Madrid, 2012). 
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samente posible qué entendemos por ello, retomando y condensando las 
conclusiones que se han ido extrayendo a lo largo de nuestro análisis. 

1) En primer lugar, hemos promovido sistemá.tic:argente el ~l1gantivo 
«comúm más que rec~cir,-como es habitual, al calificativo, -llegando a 
suprimir el artículo definido en el título de nuestra obra: se trataba, para 

nosotros, de significar de entrada que entendíamos (10) <<CQI.nf!P~-~}J._t:l 

sentido de un«principio» y no en el sentido de una «cosa», una «sustan-
_éia»-~ ;~a«cualic:Íad propi; de una cosa o de un conjunt~ de cosas», ¿Qué 
es un principio? Un principio es lo que aparece primero y funda todo el 
resto. Un principio no es un «comienzm> que tiene la virtud de «borrarse 
ante lo que le sigue», o un simple «punto de partida» que uno dejaría atrás 
para no volver a él, sino un verdadero comienzo, un «comienzo que si­
gue comenzandO», esto es, un comienzo que rige y <;loJ11Ína_t()q<:>Jg que 

: sigue.25 El término griego arché tiene el doble sentido de «comienzo» y de 
«imperativo»: es la fuente de la que todo lo demás se deriva.26 Lo común 
es un principio político en el sentí~ de que ordena, impone y rige todo 
en la actividad política. Además, en el sentido lógico del ténnino, un 
principio es la premisa de un razonamiento o de una demostración, es 
decir, una proposíción, de acuerdo con la significación que le hemos dado 
a este término en la tercera parte de este libro: las nueve «propuestas po­
líticas» tienen valor de principios lógicos porque son las premisas de un 
razonamiento por venir y, además, son ellas mismas enunciadas para in­
dicar qué hace del común un principio político. 

2) Aunque, en efecto, lo común es un principio, no es un prinop10 
como los demás, es un prínCípio polítíco o, mejor dicho, es el principio 
político. Por «político» entendemos esa actividad de deliberac16nco~ i~ 
que los hombres se esfuerzan por determinar juntos loju"sto, asicomo 
la decisión y la acción que proceden de ésta ad:ividád-é:61eáivi:Ta-·poli~ 
tica no es, por lo tanto, un «hacen> resérvado a una minoría de profesio­
nales, no pertenece al dominio de la competencia de algún especialista, 
no puede ser un oficio, sino asunto de aquel que, sea cual fuere su con-

25. P. Aubenque, Problemes aristotéliciem. Philosophie théoríque, Vrin, París, 2009, 
pág. 124. 

26. Aristóteles, La Métaphysique, tomo 1, Vrin, París, 1974, 1013 a, 15, pág. 247. 
(Trad. cast.: Metafisica de Aristóteles, Gredas, Madrid, 1997.) 
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dición o profesión, desea tomar parte en la deliberación pública. 27 Es, por; 
tanto, el «participar» en la deliberación, la actividad de «poner en común 
las palabras y los pensamientos». Por eso, cuando algunos se ponen a so­
ñar con una política basada en la prueba científica, de acuerdo con el 
modelo de una medicina basada en la prueba, 28 es importante recordar 
esta verdad elemental: ur1a_política que impusiera el asentimiento me- \ 
diante pruebas ya no sería de ningún modo una política. Sin deliberación 
y ejercicio del juicio, ninguna política es posible. La consecuencia de esto 
es que una «política científica» no es una política, sino como mucho la 
negación cientificista de la política, cuando no su negación terrorista. 

3) Como principio político, el común impone hacer de la participación 
en una misma actividad el fundamento de la obligación política y, por lo 
tanto, de la coactividad el fundamento de la coobligación: el munus in­
cluido en el término «comúm significa a un tiempo la «obligacióm y la 
«actividad» o la «tarea». De ello resulta que ninguna pertenencia -la etnia, 
la nación o la humanidad, etc.- puede constituir en sí misma el funda­
mento de la obligación política. También resulta, igualmente, que esta 
obligación no tiene ningún carácter sagrado o religioso, de modo que 
toda trascendencia, toda autoridad exterior a la actividad deben ser recu­
sadas. La obligación política procede enteramente del actuar común, ex­
trae toda su fuerza del compromiso práctico que vincula a todos aquellos 
que han elaborado juntos reglas de su activiqad y sólo es válida respecto 
a los coparticipantes de una misma actividad. 

4) Así entendido, lo común no puede ser un objeto, al menos en el senti­
do de aquello a lo que se dirige el deseo o la voluntad, dado que es previo 
a toda objetivación, tampoco es aquella cualidad por la que un objeto es 
percibido como deseable. No es, pues, un fin al que se tiende o que se 
busca: hay que impedir que se confunda lo común con lo que se puede 
llamar el «bien comúm. El bien común designa en filosofía política lo 

27. El que los griegos llamaban ho boulomenos, es decir, el «primer llegado>>, pero en 
el sentido de «cualquiera que quiera adelantarse y hacer una propuesta>> (véase B. Manin, 
Príncipes du gouvernement représentatif, Champs, Flammarion, París, 1996, pág. 29). 

28. La expresión inglesa evidence based medicine: literalmente «medicina basada en 
datos probatorios». Otra expresión, evidence based policy, hoy en día bastante extendida, se 
deriva de la primera. 
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que se debe buscar y determinar conjuntamente; se confunde con lo 
justo en cuanto coincide con el beneficio común al que debe dirigirse la 
deliberación colectiva.29 Así, es lo deseable por excelencia. Esto no signi­
fica que una sociedad, sea la que sea, pueda dispensarse de determinar el 
contenido del bien común, significa tan sólo que este bien debe ser siem­
pre determinado en común: lo común es entonces el principio que hace 
que se busque ese objeto que es el bien común, ya que para dirigirse a él 
y para buscarlo verdaderamente, es antes necesario particip_ar_e!l liri~:~c~ ·· 
_tivrdad de deliberación ~omún. Así se verifica que es lo común lo prime­
ro y no el bien común. 

5) No siendo un objeto, el común tampoco es una <;()Sa (res) ni es una 
propiedad o una característica de una cosa que constituiría su esencii. -En 
consecuencia, no se confundirá el común con lo que es corriúri ae hecho 
en razón de tal o cual propiedad inherente a su naturaleza: por ejemplo, 
la luz o el aire son, innegablemente, «comunes», sin por ello correspon­
der al dominio del común. Tampo~ hay que confundirlo con lo que es 
común en derecho y que puede ser tanto una cosa material (la aguas de 
altamar, los espacios calificados como patrimonio común de la humani­
dad, etc.) como una cosa inmaterial (las ideas, las informaciones relativas 
al mundo real, los descubrimientos científicos, las obras del espíritu de 
dominio público). La categoría jurídica de «cosa común» (res communis) 
separa las cosas de la a~tividad, mientras que sólo por la actividad las cosas 
pueden ser verdaderamente hechas comunes. Esta categoría, en conse­
cuencia, debe ser abandonada. 

: 6) Por el contrario, nos autorizaremos a hablar de los comunes para desig­

' nar, no aquello que es común, sino aqu~Jlo q\le e~ tomado a cargo p~r 
·.una actividad de puesta en común, esto es, lo que p¿r~ella ~; ;~-~~~;tído 
en común. Ninguna cosa· es común en sí o por naturaleza, sólo las prác­
, ticas colectivas deciden en última instancia en cuanto al carácter común 
de una cosa o de un conjunto de cosas. Así, hay comunes de especies 
muy diversas en función del tipo de actividad de los actores que las ins-

29. Recordemos una vez más la fórmula de Aristóteles: puesto que el fin es un bien 
y el mayor bien reside en la facultad política, y puesto que <<lo justo es el bien político, a 
saber, el beneficio comÚn>>, entonces, «hay que buscar aquello que es lo justo» (Les Poli­
tiques, op. cit., pág. 246. Trad. cast.: PoUtica, Espasa Libros, Barcelona, 2001). 
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tituyen y se dedican a mantenerlas y a hacerlas vivir (comunes fluviales, 
comunes forestales, comunes de producción, comunes de semillas, co­
munes de conocimiento, etc.). La naturaleza y las propiedades de la cosa 
tomadá a cargo no son, por supuesto, indiferentes al tipo de actividad, 
pero es en cada caso la actividad misma la que <<comuniza» la cosa inscri­
biéndola en un espacio institucional mediante la producción de reglas 
específicas relativas al hecho y al modo de tomarla a cargo. 

7) Lo común es ante todo un asunto de institución y de gobierno. Hablando 
hasta ahor; de la 1nshtución del común, lo hemos entendido en general 
como objeto del acto de instituir, no como principio: porque si bien 
lo común como principio no tiene que ser instituido, sino sólo ser reco­
nocido intelectualmente y de un modo práctico, todos los comunes deben 
serlo. Cada común debe ser institl1ido 1Ilediante una práctica que abre 
cierto espacio definiendo las reglas de su funcionamiento. Esta institu­
ción debe ser proseguida más ~llá del acto mediante el cual un común 
es creado. y debe ser sostenido a lo largo del tiempo mediante una prác­
tica que debe autorizarse a modificar las reglas que ella misma ha estable­
cid.o. Tal práctica es lo que llamamos la «praxis instituyente». La praxis 
instituyente no es nada semejante a la <<gestión», en el sentido de una Ad­
ministración privada de todo poder de decisión. La ilusión gestionaria es 
en realidad solidaria de una concepción naturalista de lo común: si se 
inscribe lo común en la naturaleza y las propiedades de las cosas, su reco­
nocimiento podría ser objeto de un consenso más allá del conflicto de los 
intereses sociales. A diferencia de la <<gestión», el «gobierno» toma a su 
cargo los conflictos y busca el modo de superarlos mediante una decisión 
que concierne a las reglas. La praxis instituyente es, pues, una práctica de 
gobierno de los comunes a trav~s de los conflictos que les dan vida. 
-......_------~~---

8) Como principio político, el común tiene vocación de prevalecer tan­
to ;n l;~;fer¡ social como en la esfera política pública. No se trata, por 
iüt~~t;: de limitar por adelantado su pninacía en esta última esfera aban­
donando toda la esfera de la producción y de los intercambios a la guerra 
de los intereses privados o al monopolio del Estado. Pero,-debido a su 
carácter de principio político, el común tampoco constituye un nuevo 
<<modo de producción», ni un «tercero» que se interponga entre el mer­
cado y el Estado para formar un tercer sector de la economía junto a lo 
privado y lo público. Al no implicar la primacía del común la supresión 

1 
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de la propiedad privada, afortiori no impone la supresión del mercado. Lo 
que impone, por el contrario, es su subordinación a los comunes y, en 
este sentido, la limitación del derecho de propiedad y del mercado, no 
simplemente sustrayendo ciertas cosas del intercambio comercial para 
reservarlas al uso común, sino suprimiendo el derecho de abusar (ius abu­
tendi), en virtud del cual una cosa queda enteramente librada a la volun­
tad egoísta de su propietario. 

_9) Si el común es un principio político transversal a las dos esferas, y si los 
comunes son los espacios institucionales abiertos por cierto tipo de activi­
dad relativa a ciertas cosas, sea cual sea su género, es porque hay comunes 
políticos tanto como comunes sociales. Los comunes políticos se hacen 
cargo de la «cosa pública» a sus distint.os niveles, deJo local a lo mundial, 
pasando por lo nacional. t~ ~sfera social-económici·está organizada 
a partir del único criterio de la e?'tensión~ deJa activídád social de acuerdo 
con una lógica federativa. La esfera política pública se organiza sobre una 
base estrictamente territorial a tra-is .de una gr~dación de los escalones 
según una lógica igualmente federativa. El municipio (ccn:q.upa) constit!J:)C.~ 
la forma elemental del autogobiemo en fi esfer~ p~opiamente política y 
es, en est~ sentido, el común político _de base. Queda, pues, excluido per­
petuar el modelo del Estado-nación unitario y centralizado, sometido al 
principio de soberanía. El pri11,stpiq poJí~ico del común traza así los con­
tomos de una doble fed~~a~ión: federación de los comunes südales:::eco­
r{ómicos constituidos sobre una base .socioprofesional, ·federación de los 
comunes políticos constituid()S sgbre. una base territorial. Se constitllye 
de este modo U.~a democracia de los comunes. 

10) Como principio, lo común define una non:n~ d~ i_n_qpropi_a~~ilidqd, 
Impone, en efecto, refundar todas las relaciones sociales a partir de esta 
norma: lo inapropiable no es lo que no es posible apropiarse, esto es, aque­
llo cuya apropiación es imposible de hecho, sino aquello de loqlle l'_lo_h¡;¡y 

que apropiarse, es decir, que n_<J estápermítído aprÓpiárselo porque debe 
s~r reserv~do al uso común. Corre~ponde entonces a la práctica institu-
~,···· ~-- ,. ~.. -- -- . .._ ________ ~·-·. ·-·. . - . ,_ ., 

yente determinar qué es )napropiable. Se podrá objetar que lo que es 
i~apropiable no puede ser objeto de una institución y que sólo tiene que 
ser reconocido como lo inapropiable que es: querer instituirlo sería ha­
cerlo depender del acto de uno o de varios sujetos y, en consecuencia, 
apropiárselo. Esto es olvidar, de entrada, que el sujeto colectivo es pro-
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ducido por el acto común de la institución en lugar de precederlo. Es · 
olvidar también, y sobre todo, que hay una diferencia esencial entre dos 
tipos de apropiación: la apropi;:tción-pertenencia, por la que una cosa llega 
a ser objeto de propiedid:y la apropiación~destino, por la que algo es 
adecuado a cierto fin -la satisfacción de necesidades sociales-. Instituir 
lo inapropiablees sustraer algo a la apropiación-pertenencia para mejor 
realizar la apropiación-destino, es en suma impedirse apropiárselo, para 
así poder adecuarlo mejor a su destino social -por ejemplo, la tierra o 
las necesidades de alimento-. Es regular su uso ¿_in hacerse su propietario, es 
decir, sin otorgarse el poder de disponer de ello como Sll amo. Por~ este 
motivo, aun comprendiendo que se pueda seguir hablando de «bienes 
comunes» como consigna de reagrupamiento en el combate, preferire­
mos por nuestra parte abstenernos de hablar de «bienes»: no hay «bienes 
comunes»; sólo hay comunes que instituir. 
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